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ADVCRTCSCI.A 
DE LA SEGUNDA EDICIÓN c'j 
La primera edición de este libro fué resultado de la 
preparación para unos ejercicios que luego hubimos de 
practicar. No tenía pues otras pretensiones que las de 
un mero ensayo, ni era en realidad otra cosa que un 
resumen más 6 menos claro y sucinto de nuestros estu-
dios y de nuestras propias reflexiones. La benevolencia 
con que le acogieron algunos periódicos profesionales y 
políticos; el juicio unánime con que le honró el claustro de 
la Facultad de Derecho de Salamanca en informe á la Di-
rección general de Instrucción pública; la distinción con 
que nos han favorecido, señalándole de texto, algunos 
compañeros en el profesorado, y los deberes que éste im- 
(1) Declarada de mérito para los ascensos en la Carrera por R. O. de zo de 
Mayo de 1893, previo informe favorable del Consejo de Instrucción pública. 
pone, nos mueven á publicar esta segunda edición refor-
mada y notablemente adicionada con la Historia del De-
recho político español y un apéndice sobre las principales 
teorías sociales y políticas, desde los filósofos griegos has-
ta la nueva dirección positivista. No aspiramos á la nota 
de originales ; no obstante haber intentado fijar algunos 
conceptos y dar solución propia á algunas cuestiones de 
las más importantes; ni mucho menos pretendemos mar-
car nuevos rumbos á la ciencia. Nuestro propósito es más 
modesto y más acomodado á nuestras fuerzas. 
Deseamos presentar en unidad los principios genera-
les de esta rama del Derecho y las doctrinas cuyo cono-
cimiento es, en nuestro sentir, indispensable, facilitando 
de este modo el trabajo de nuestros discípulos y prepa-
rándolos para otros estudios que exigen más tiempo y 
meditación. 
I\TRODUCCIÓN 
Al exponer la ciencia que á la organización, al go-
bierno y á la dirección de la sociedad se refiere, es preci-
so fijar bien los cimientos en que se apoya y descansa el 
edificio social, determinar con exactitud los conceptos 
fundamentales, y establecer con precisión los principios 
generales de que surgen las atribuciones y límites del 
Estado y de su representante el poder público, los dere-
chos y deberes de los ciudadanos y de los diferentes or-
ganismos que integran la sociedad política. 
Así que, y aun no siendo completamente propia de 
nuestro estudio una indagación crítica, ni una determina-
ción científica del derecho, misión peculiar de los trata-
distas de Filosofía del Derecho, consideramos indispen-
sable presuponer, siquiera sea en forma dogmática, nues-
tro concepto, porque no hay ni puede haber consecuencia 
sin premisas, ni juicio sin criterio para juzgar, y como 
para analizar las doctrinas y los hechos han de estudiarse 
en relación con el principio que las informa y con el fin 
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que los determina, de aquí la necesidad de prefijar un 
concepto que sirva de término de comparación y de medio 
para la afirmación acerca de la verdad ó error de la doc-
trina, de la bondad ó malicia de la realidad ó hecho histó-
rico que se estudia. 
Sometiéndonos á esta necesidad, afirmamos que el 
derecho es ante todo regla, que, como tal, se dirige á la 
voluntad libre y que, para que esta regla no sea capri -
chosa ó arbitraria, ha de expresar algo permanente y con-
forme al ser y naturaleza de las cosas. No es el derecho 
facultad, aunque la engendra, ni es tampoco restricción 
de la libertad, aunque puede producirla; es regla y sólo 
regla, ya sea manifiesta por la razon, ya declarada por el 
legislador, ó aclamada por el pueblo, ó surgida espontá-
neamente para afrontar una necesidad apremiante en la 
vida y relación social. Pero no es tampoco una sola re-
gla, aunque si pudieran contenerse todos los preceptos 
jurídicos en esta única regla capital: respetar 6 pres-
tar, según razón, los medios y condiciones necesarios 
para realizar fines humanos, y como en este, que pu-
diera ser principio jurídico, están virtualmente contenidas 
todas y cada una de las reglas particulares de derecho, 
entendemos no pecar por exceso ni por defecto al afirmar 
que es derecho toda regla que exige entre los hombres 
el respeto ó la prestación de los medios y condiciones ne-
cesarios, según la naturaleza, para la realización de su 
fin: definición principalmente aplicable á los preceptos 
del derecho natural, expresión verdadera de los medios 
y condiciones impuestos por Dios al hombre, y que, 
cuando se tratase del derecho llamado positivo, como los 
hombres pueden equivocarse al juzgar medio ó condición 
racional aquello que realmente no lo sea, pudiera modifi-
carse diciendo que es toda regla que en un Estado se con- 
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sidera é impone como expresión de medios ó condiciones 
para el cumplimiento del destino humano. 
Nótase en esta definición que el término Estado en-
tra como esencial en la misma, de manera que el dere-
cho positivo implica un Estado en que haya de manifes-
tarse, y si añadimos que el derecho particular, objeto de 
nuestro estudio, es el político, referente de un modo es-
pecial al Estado, como el fin directo, principal é inme-
diato de éste se halla en la realización del derecho, que 
ha de ser declarado, exigido y practicado por él mismo, 
aparece aquí más de relieve la necesidad de fijar el con-
cepto del Estado, sociedad autónoma organizada para la 
consecucion del fin humano por la realización del de-
recho. 
Expuesto y explicado este concepto fundamental, 
surgen cuestiones de importancia, prenotandos indispen-
sabies para resolver otras ulteriores. Cómo nacen los Es-
tados; cómo viven y se desarrollan; qué fines secundarios 
pueden y deben realizar, además del suyo propio; qué 
relaciones sostienen con otras entidades extrañas y con 
los organismos que los integran; problemas son capitales, 
cuya solución nos da la clave para todos los derivados 
de la naturaleza del Estado y de su consideración enfren-
te de otros órdenes y sociedades, cuyos miembros for-
man tambien parte de él. 
Pasando de este conocimiento general del Estado al 
de su interior contenido, como todo objeto cognoscible 
se ofrece á la inteligencia bajo dos fases distintas; la de la 
materia, que constituye lo fundamental de la existencia, 
y la de la forma, ó el modo de existir, estudiamos los 
elementos constitutivos del Estado, empezando por. el 
material, porque, si bien es cierto que no hay existencia 
sin modo, en el orden lógico de las concepciones primero 
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aparece lo fundamental del ser y después su modo propio 
de ser ó la manifestación especial de su existencia. 
El elemento material del Estado le hallamgs noso-
tros en la agrupación de seres humanos: de aquí la ne-
cesidad de conocer al individuo. A éste le concibe nues-
tra mente, ó viviendo en sociedad, ó fuera de ella (si bien 
esto no sea más que por pura abstracción), y desde el 
momento en que se ofrece la doble hipótesis de la vida, 
primero se concibe al hombre como existiendo aislado, y 
aunque tal vida haya sido un mito en la historia de la 
humanidad, no por eso es menos cierto que, partiendo de 
esta hipótesis, el hombre se presenta con caracteres di-
versos que al estudiarle en sociedad. 
Ahora bien; las hipótesis científicas no han de re- 
chazarse en absoluto, sino que deben provisionalmente 
admitirse cuando pueden conducir la más fácil consecu- 
ción del fin científico; y, por lo que hace á nuestro obje- 
to, es indudable que el estudio hipotético del hombre fue- 
ra de la sociedad nos dará el conocimiento de lo que el 
hombre tiene por serlo, de lo que no ha recibido de la so- 
ciedad, que la sociedad no puede quitarle; en una pala- 
bra, el conocimiento de los derechos naturales, innatos ó 
nativas del hombre, cuya exposición habrá de hacerse 
dando el primer lugar al estudio de la libertad y de sus 
manifestaciones, porque sin ella no se concibe al hombre, 
ni aun fuera de sociedad, y examinando después la igual- 
dad y las relaciones varias á que da origen, como idea 
resultante de la comparación entre los hombres asociados. 
La organización y el poder que ésta supone es lo 
que da forma á la agrupación de individuos para erigirse 
en sociedad política, y todo lo que á esto diga relación 
será también referente al elemento formal del Estado. 
Como el orden no se obtiene sin una fuerza bastante pa- 
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ra contener y armonizar las tendencias disolventes, hijas 
de la libertad individual, síguese que el estudio del poder 
público es previamente indispensable para conocer los 
principios de la organización social. Este poder se conci-
be de dos modos: ya en abstracto, como fuerza social 
puramente, y aun como fuerza suprema al compararle 
con las demás fuerzas sociales; ya en concreto, ó encar-
nado en las personas que han de ejercerle. Por eso le es-
tudiamos bajo los dos puntos de vista, examinando por 
el pronto lo que dice relación al poder, sea cualquiera el 
modo Gorro se manifieste, y descendiendo después á los 
modos especiales de su manifestación, ó sean, sus funcio-
nes, para concluir exponiendo la realización de este poder 
al encarnarse en las personas, dando lugar al gobierno y 
á sus diversas formas, respecto á las cuales estudiamos 
las ventajas é inconvenientes de cada una, deducidos de 
su propia naturaleza é independientemente del país en 
que hayan podido ó pudieren establecerse. Al hacerlo, 
principiamos por la monárquica, por ser la primera que 
aparece en el tiempo, como la más natural; continuando 
por la republicana, y terminando por la llamada, tal vez 
no muy propiamente, constitucional ó representativa, 
como más moderna y producida por una elaboración más 
reflexiva. 
La combinación de los dos elementos del Estado, 
realizándole como tal y ofreciendo á la mente su consti-
tución, ya interna, general á todo Estado, ya externa, 
propia solo de los Estados libres, cierra el estudio de la 
parte filosófica del derecho político, porque no hay com-
binación sin elementos que combinar, y aun existiendo 
éstos, la combinación no sería acertada sin conocerlos 
previamente. 
A la exposición de los principios fundamentales, que 
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representan lo ideal de la ciencia, debe seguir una parte 
histórica, el estudio de la realidad, porque á la limitación 
del hombre no es dado realizar de repente lo ideal, sino 
que, caminando la humanidad por grados en su creci-
miento y cultura, precisa conocer sus pasos, estudiarlos 
para saber si marcan un adelanto ó un retroceso ó des-
vío en la senda del progreso, y poder, como consecuencia, 
afirmar cuál ha de darse en aquel momento, qué es lo 
posible ó realizable, según la situación y la aptitud actual 
de la humanidad, para acercarse á la idea ó tipo que per-
sigue. 
La historia del derecho positivo de un pueblo exige 
como conocimiento previo el de la constitución de éste 
en Estado, ó sea, el de sus transformaciones sucesivas 
hasta adquirir la fuerza, la independencia y la inteligencia 
bastantes para formar Estado. 
Pero ya mucho antes de que los pueblos se constitu-
yan en verdaderos Estados sienten la necesidad del de-
recho y tienden, tanto á su conocimiento y declaración, 
como á su realización. La falta de cultura, sin embargo, 
en los pueblos primitivos no les permite vislumbrar pun-
tos de vista generales y por esto se limitan a la satisfac-
ción espontánea de las necesidades más urgentes y pe-
rentorias, que son las más concretas, y las contiendas 
jurídicas se resuelven, ya por el mutuo acuerdo resultante 
del conocimiento instintivo del derecho, ora por la deci-
sión de árbitros á cuya buena fé se somete la querella, 
o ya también por los jefes de las familias y de las tribus, 
quienes fallan prudencialmente conforme á su razón y 
voluntad, sin ley escrita que obedecer, ni costumbre que 
respetar, pues los primeros actos de administración de 
justicia no tienen precedentes que imitar. 
Es pues la primera manifestación del derecho indivi- 
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dual y espontánea, sin que llegue á adquirir cierto ca-
rácter de generalidad hasta que la repetida presentación 
de necesidades análogas hace á los hombres recordar la 
manera anterior como se resolvió el conflicto, y de la 
aplicación reiterada de las mismas soluciones nace la cos-
tumbre jurídica, que marca un grado de progreso en la 
senda del derecho, y no carece por completo de impor-
tancia en el derecho público, como lo prueba el que, ni el 
poder social, ni sus atribuciones, ni su modo de ejercicio 
son efecto en las sociedades incipientes de una disposición 
escrita, de una ley fundamental. El hecho natural de la 
generación da, es cierto, en las familias el poder autorita-
rio, indiscutible, arbitrario, si se quiere; pero al salir de 
la familia, al estudiar las tribus y los pueblos, ya no se ve 
á la naturaleza designando al padre como jefe; es en un 
principio jefe el que puede, el que se impone por su fuer-
za, por su astucia ó por su talento, y constituido así el 
germen del Estado, las atribuciones del jefe, los deberes 
de los subordinados y la sustitución de aquel, cuando 
muere, se incapacita ó es destituido, se regulan por la 
costumbre, en el uno de mandar, en los otros de obede-
cer, y en todos de acatar el modo y forma de designación 
anterior. Podrán ser estas costumbres más ó menos 
aceptadas, más ó menos contradichas, más ó menos arbi-
trarias ó caprichosas; pero no podrá negárseles el dictado 
de jurídicas, toda vez que á regular relaciones de dere-
cho tienden; y por lo que hace á nuestra patria, bien se 
ve que la costumbre determinó el modo dé ser político, 
aunque rudimentariamente político, de las ciudades ó pue-
blos anteriores á los fenicios, y que ella también rigió la 
organización del pueblo godo antes de que éste recibiera 
leyes escritas en tiempo de Eurico. 
Aparece la costumbre en todo pueblo como la pri- 
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mera manifestación reflexiva del derecho, y aunque no 
es su única fuente, según afirma un escritor ilustre, es lo 
cierto que, andando el tiempo, entre la costumbre jurídi-
ca y la ley existe cierta armonía, siendo á la larga aque-
lla respetada por ésta, como expresión de una necesidad 
sentida y satisfecha á su modo por el pueblo. De aquí se 
infiere que, al historiar el derecho, no sea preciso en ge-
neral hacer su estudio en las costumbres, bastando para 
el caso las leyes, y esto, porque, además de ser en mu-
chas ocasiones inútil, viniendo á resultar el trabajo repe-
tido al indagar el espíritu de las leyes despues de cono-
cida la tendencia de las costumbres, sería muy difícil 
precisar cuáles fueron en los pueblos pasados cuando su 
influencia fué tan escasa que no llegaron á traducirse en 
leyes. 
En éstas deberemos fijarnos principalmente, sin des-
deñar, no obstante, las costumbres bien manifiestas ó no-
torias; y como no es posible aplicar simultáneamente la 
atención á todas las especies de instituciones jurídicas, so-
pena de exponernos á una confusión lamentable, ni menos 
ver con claridad la ilación y correspondencia entre las 
instituciones de una misma clase, si nos obstinamos en es-
tudiarlas todas de una vez y en un momento dado, pre-
ferimos indicar el carácter y desenvolvimiento de cada 
una desde su origen hasta su estado actual, limitándonos 
á una crítica general, siquiera esto implique cierto dog-
matismo: defecto que, despues de todo, no es tan grande 
observando que aquellas dogmáticas aserciones han de 
hallar su comprobación en las citas y referencias opor-
tunas. 
Si la historia ha de ser enseñanza, y ésta resulta del 
juicio de los hechos por su comparación, cuanto más se 
aproximen éstos, cuanto más se pongan en contacto, más 
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fácil será ver sus semejanzas y diferencias, más notoria 
será la influencia de los anteriores en los subsiguientes. 
Por esto nos separamos en la parte histórica de la 
división por épocas, aun reconociendo todo su valor cien-
tífico y su utilidad práctica, y. optamos por exponer aisla-
damente cada especie de instituciones para comprender 
mejor su nacimiento y desarrollo; buscando, más que la 
remota relacion entre las diversas instituciones coetáneas, 
todo lo que directamente afecte á cada una, y las vicisitu-
des porque ha pasado, deducidas del contenido de nues-
tras leyes y de las costumbres que han arraigado en Es-
paña. Estudiaremos pues: 
I.—Los elementos de nacionalidad, constituidos: 
I° Por las razas distintas que han poblado la España, y 
cuyo carácter, hábitos, costumbres, civilización y aspira-
ciones han venido á formar con sus distintos gérmenes y 
con su fusión más ó menos rápida el carácter nacional y 
sus diversas aptitudes para el derecho, la administración 
y el gobierno: 2° Por el territorio, que, con su estructura 
física, su topografía, sus condiciones climatológicas, sus 
fuentes de riqueza y su distinta consideración ante la ley, 
ha influido en Ios habitantes de España y determinado su 
preferencia especial para el ejercicio de la actividad en la 
guerra, en la industria, en el comercio ó en el cultivo 
de las ciencias y las artes: 4° Por la religión, rasgo ca-
racterístico de los españoles ya en los tiempos del sabeis-
mo y de la idolatría, y después que la predicación del 
Evangelio en esta tierra de héroes la convirtió en enseña 
del combate y de la victoria y en emblema de civilización 
y de cultura: 5° Por el lenguaje, ora rudo y enérgico, como 
la salvaje independencia de los primitivos pobladores; ya 
elocuente y vigoroso, como el pueblo que colonizó las 
fronteras orientales; ya robusto, hermoso y rico, como la 
raza formada por el cruzamiento de tantas otras, y siem- 
pre expresión del carácter nacional, noble, arrogante y 
franco. 
II.—Consideración jurídica de las personas. Dato 
histórico importantísimo para conocer las aspiraciones 
y la índole del pueblo que ha de ser regido por las 
leyes; que no es posible gobernar del mismo modo la na-
ción acostumbrada al yugo de la esclavitud, al peso de la 
servidumbre, que á la que ha luchado siempre por su in-
dependencia y protestado contra las vejaciones y opresión 
de que se ha intentado hacerla víctima; ni es tampoco 
justo ni político privar de repente á las distintas clases 
de personas, que por una série de transformaciones han 
venido á constituir un solo Estado, de las leyes que rigie 
ron su actividad en el transcurso de los siglos, de los fue-
ros que afirman su personalidad particular y aun su ca-
rácter, formado por el hábito de ser considerados y re-
gidos por determinadas leyes y costumbres. 
IIL –Elementos político sociales. Es decir, fuerzas 
que han determinado ó influido en el modo de ser de la 
nación y en el gobierno del Estado, y entre los que apa-
recen predominando por su poder y eficacia: I° La no-
bleza, guerrera, violenta y, en los últimos tiempos, co-
rrompida entre los godos; turbulenta, devorada por lu-
chas intestinas y prepotente, hasta que mermaron su in -
flujo los concejos, en Castilla; unida, coherente, poderosa, 
hasta oligárquica por sus fueros y privilegios en Aragón; 
y en todas partes, influyendo en los consejos de los re-
yes, en la representación nacional, en las empresas mili-
tares y, en suma, en todo el gobierno y dirección del 
Estado: 2° El clero; ilustrado como ninguna otra clase, y 
tal vez la única clase ilustrada que ejerce benéfica in-
fluencia durante la dominación visigótica, sirviendo de 
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consejero á los monarcas y tomando parte en la elabo-
ración de las leyes por medio de los Concilios; lleno de 
inmunidades y privilegios y formando uno de los brazos 
de las Cortes en la Edad Media; dispensador de las gra-
cias y armado con los anatemas de la Iglesia, es otro 
factor político importante cuyo peso ha de tenerse en 
cuenta en una sociedad eminentemente cristiana: 3° Las 
órdenes militares; institución creada para unir el patrio-
tismo y la fe, haciendo de estos dos nobles sentimientos 
arma para combatir á los infieles, y que con el tiempo y 
merced á sus exenciones y privilegios, á sus fortalezas y 
castillos, á las grandes fuerzas militares de que disponían 
sus maestres, llegan á ser un poder en el Estado, temi-
ble aún para los mismos reyes, quienes, no pudiendo 
desembozadamente hacerle frente, acuden para contra-
rrestarle al expediente de incorporar la corona sus maes-
trazgos: 4° Los concejos que, nacidos al calor de la re-
conquista como baluarte contra las correrías de los mu-
sulmanes, llegaron á adquirir grandes preeminencias, le-
vantando tropas, imponiendo pechos, administrando jus-
ticia; y cuya influencia fué tan grande, que los mismos 
reyes la utilizaron oponiéndola á las pretensiones cada vez 
más insolentes de la nobleza. 
IV. 
—Gobierno ó poder público. Patriarcal, republi-
cano ó monárquico en los pueblos celtíberos, cuando la 
vida social no traspasaba los límites de la ciudad ó del 
pueblo; despótico y arbitrario bajo el mando de los pro-
cónsules y propretores enviados por Roma para explo-
tar la península en provecho propio y de la metrópoli; 'y 
monárquico desde que surgió la unidad nacional; electi-
vo, militar y templado por la influencia de los concilios, 
del Oficio palatino y de la ingerencia de los grandes en el 
imperio visigótico; hereditario, con sus ambiciosas regen- 
cias y turbulentas minorías, y moderado por la influencia 
de las cortes, de los concejos y otras instituciones especia-
les en la Edad Media; autoritario bajo la casa de Austria y 
en los primeros reinados de la casa de Borbón; limitado 
de hecho y de derecho por las constituciones en el siglo 
actual; pero siempre grande, siempre vivo, siempre fuerte, 
como institución arraigada en el sentimiento nacional. 
V.—Instituciones políticas. Entre las que con tamos: 
i° los Concilios de Toledo, pues, si tales asambleas fue-
ron sólo religiosas en un principio, la intervención que 
tuvieron posteriormente en la dirección del Estado, el 
haberse formado ó preparado en su seno todas las leyes 
referentes á la constitución política de los visigodos, la 
entrada en ellos de la nobleza como valioso elemento so-
cial y aún las aclamaciones ciel pueblo, que de ordinario 
seguían á sus acuerdos, autorizan para considerarlos como 
trasunto de las antiguas asambleas germánicas y prece-
dente de los primeros Concilios de la reconquista, fuente 
á su vez y origen de las Cortes de la Edad Media en Cas-
tilla: 2° las Cortes, compuestas desde fines del siglo xir 
de los très brazos, nobleza, clero y estado llano; que to-
man en Castilla parte activa en la formación de las leyes, 
siquiera fuese en forma de súplica, lo cual basta para no 
considerarlas destituidas de influencia política; que ejercen 
verdadera autoridad en la exacción de impuestos, esto es, 
de los medios materiales sin los que es imposible el go-
bierno del Estado; que habían de ser consultadas para la 
declaración de guerra y celebración de los tratados de 
paz, tomando también parte importante en las cuestiones 
de sucesión á la corona, jura del inmediato sucesor, nom-
bramiento de tutores, declaración de mayorías y capitu-
laciones matrimoniales de los reyes, aparecen con carác-
ter aún más acentuado de representación nacional en  - 
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Aragón, donde arranca su origen del consejo de los doce 
ricos homes del Fuero de Sobrarbe; ejercían en cierto mo-
do potestad legislativa en la formación de los fueros; te-
nían también algunas atribuciones judiciales, conociendo 
de las reclamaciones de agravios; intervenían en la 
administración y gobierno del Estado por los llamados 
casos de corte, y, corno en Castilla, autorizaban los im-
puestos. 
VI.--Instituciones político administrativas. A las 
que referimos: i ° la Curia del tiempo de los romanos; cor-
poración municipal que presidía al gobierno y administra-
ción de la ciudad, honrada en un principio; pero insopor-
table cuando la codicia y el despotismo imperial convirtió 
á sus miembros en meros recaudadores responsables de 
la cobranza de los tributos: 2° el Oficio palatino; alto 
consejo de los reyes en la monarquía visigótica, hijo más 
bien de la costumbre que de la ley, formado de próceres 
en un principio y algo prostituido después cuando los li-
bertos escalaron la dignidad palatina; que prestaba su 
concurso á los monarcas en el ejercicio del poder legisla-
tivo, é intervenía en los asuntos graves del Estado y has-
ta en la administración de justicia en ciertas causas de en-
tidad: 3° el Consejo Real ó de Castilla; creado como jun-
ta de personas entendidas para ilustrar al monarca en los 
negocios graves del Estado; organizado por Juan I con 
atribuciones definidas y en representación de los tres 
brazos, nobleza, clero y estado llano; reformado después 
y elevada su importancia en lo concerniente al gobierno 
y administración y en la dignidad de su presidente, con-
siderada como la primera después del rey; y reducido á 
mero cuerpo consultivo y tribunal contencioso á veces, 
cambiado su nombre en el de Consejo de Estado, por las 
reformas constitucionales del presente siglo. 
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En suma: lo que debe ser y lo que ha sido son moti-
vos que pueden determinar nuestra conducta; y como la 
tendencia general en los seres y en las ideas es á domi-
nar con exclusión, cuando el hombre recuerda lo pa-
sado, al volver su vista atrás y al notar como ciertos su-
cesos de su vida han influido en los siguientes, se ve lle-
vado á pensar que, dados ciertos hechos anteriores, han 
de seguir por precisión otros determinados, y en el aná-
lisis é investigación de un orden cualquiera de fenómenos 
y de leyes prescinde completamente de ideales, relacio-
na los hechos precedentes con los venideros y aspira á 
formar la ciencia por el procedimiento histórico. Por el 
contrario; si llevado en alas de su imaginación y de sus 
brillantes concepciones, forja un ideal cualquiera, suele 
sentirse inclinado al desprecio de todo lo que no se 
amolda á su soñado ideal, y se hace dogmatizador y sis-
temático. 
Mirar sólo hacia atras, es pararse en el camino de la 
vida; despreciar las lecciones del pasado es muy expues-
to á perderse en el campo de las abstracciones. Preten-
der investigar y enseñar las verdades de una ciencia, cu-
yo objeto sea la conducta humana, por uno solo de los 
dos métodos, histórico ó filosófico, es intentar ver clara-
mente teniendo los objetos á media luz. 
Sobre el examen de la naturaleza y sobre el fin que 
solicita la actividad del hombre ha de fundarse toda cien-
cia ética, y como el derecho es de esta clase, síguese que 
en su estudio ha de jugar un gran papel el procedimiento 
racional, y que en los comienzos de la ciencia se hace 
desde luego necesario un fundamento filosófico. Y si el 
estudio de la naturaleza y fin human° está bien hecho; 
si la enseñanza filosófic es verdadera, ella. nos mostrará 
inmediatamente la conveniencia de utilizar las lecciones 
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del pasado al intentar conocer las leyes de la actividad 
y regir los actos según ellas; porque la filosofía psicoló-
gica nos dice que, si el hombre es libre para determinar 
sus actos en este ó en el otro sentido, también han in-
fluido siempre é influyen en su conducta las circunstan-
cias, los hábitos contraidos, los antecedentes de su vida; 
en una palabra, su historia. Y lo mismo que en el indivi-
duo sucede en la humanidad. La humanidad tiene su na-
turaleza y su destino que en vano intentaríamos penetrar 
sin la enseñanza filosófica; pero ¿cómo es posible desco-
nocer que los acontecimientos, que las situaciones habi-
tuales han venido á constituir en ella una segunda natu-
raleza, con la que no es posible romper en el terreno de 
los hechos sin acarrearle fuertísimas convulsiones y aun 
la muerte, y de la que nu es posible prescindir en el cam-
po de las ideas sin dejarse llevar de ilusiones vanas y en-
gañosas y sin extraviarse en la región de las utopias? 
Si al hablar de la filosofía en general podía afirmar 
Cousin que la historia de la filosofía es la antorcha de la 
filosofía misma, y que la historia á su vez se esclarece 
con las luces de la filosofía, también podría formularse 
un pensamiento análogo para demostrar que en toda cien-
cia social, lejos de estar en pugna la razón y los hechos, 
como fuentes del conocimiento, se auxilian y completan 
mutuamente. La filosofía nos dice, por ejemplo, que la 
libertad es un constitutivo de la naturaleza humana y, co-
mo confirmación de esta verdad, la historia nos enseña 
que siempre que se ha tratado de falsear este principio, la 
humanidad ha retrocedido ó el mundo se ha llenado de 
lágrimas y de sangre. El derecho, partiendo del conoci-
miento filosófico formula lógicamente este principio: el 
respeto áí la libertad racional es la primera ley jurídica, 
porque, siendo la libertad constitutivo del hombre, y éste 
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sujeto de todo acto jurídico, ir contra la libertad será vio-
lentar las leyes de la naturaleza, y en comprobación de 
esta verdad la historia de los hechos sociales nos mues-
tra que la esclavitud antigua, las servidumbres de todas 
clases, los reglamentos del trabajo, las restricciones y los 
monopolios del comercio y de la industria, han sido las 
causas principales del atraso y de la miseria en los pasa-
dos tiempos. La psicología nos enseña que la satisfacción 
de las necesidades exige el empleo de nuestras fuerzas, 
el ejercicio de nuestra actividad, y el derecho, aceptando 
el dato de la ciencia filosófica, lo erige asimismo en ley, 
que viene después á ser confirmada por la historia ense-
ñándonos que los pueblos más laboriosos han sido los 
más ricos y que los más inactivos han sido los más nece-
sitados, aunque hayan recibido á torrentes el oro del 
Nuevo Mundo. 
PRELIVIIVARES 
DEL DERECHO EN GENERAL 
I—NOCIÓN Y CARACTERES DEL DERECHO 
En la idea que se forme del derecho está la base de todo sis-
tema de conocimientos á él relativos. Esta idea es el medio para 
conocer la bondad de todas las reglas y preceptos jurídicos, ora 
emanen de la espontaneidad de los pueblos, ó de la pública auto-
ridad: es la piedra de toque para comprobar la justicia de nues-
tras pretensiones en frente de los actos del poder ó de las exi-
gencias de nuestros conciudadanos, y el prenotando necesario 
para el estudio de toda rama de l t ciencia . 
La definición del derecho en general debe, por tanto, pre-
ceder á la de cualquiera otro concepto parcial del mismo. 
Esta lógica necesidad se hace aún más patente consideran-
do que no todos los expositores conciben ni explican el derecho 
del mismo modo. Para unos es poder ó facultad; para otros re-
gla, precepto ó norma de la voluntad; para otros medio, con-
dición ó conjunto de condiciones libres (1). 
(t) También se ha usado la palabra derecho, jus, en otras varias acepciones: 
«Hoc nomen jus primum impositum est ad significandam iysam revu justam. Post-
modum auteur est derivatum ad artero, qua cognoscitur quid sit justum. Et ulte-
rius ad significandum locum, in quo jus redditur: sicut dicitur aliquis comparere 
in jure. Et ulterius dicitur etiam jus redditum ab eo, ad cujus officium pertinet 
justitiam facere; licet etiam id, quod decernit, sit iniquum.» Div. Thom. 2. 2. 
qua:st. LVII. art. I. 
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En todo caso; facultad, regla 6 condición, siempre dice re-
lación á un fin: si se considera como regla, nos traza el camino 
para llegar al fin: si es facultad, nos sirve para conseguirle: si 
medio ó condición, de su empleo depende la realización de 
aquel. 
Considerado el derecho como regla, su fin ha de ser nece-
sariamente humano, porque solo puede dirigirse á un ser inte-
ligente, ó capaz de conocerla, y libre, ó capaz de ajustarse á 
ella; y únicamente el hombre, entre todos los seres creados, 
reune las dos propiedades de inteligencia y libertad. Si además 
se le considera como condición ó como facultad, cuadra tam-
bién al fin humano, puesto que el cumplimiento de éste exige el 
concurso de las condiciones y el empleo de las facultades á que 
se llama derechos. 
El fin del hombre se determina por el conocimiento de su 
naturaleza: á este conocimiento se llega por el de las propieda- 
, fuerzas y tendencias humanas; y este último se obtiene por 
el de los actos que el hombre produce ó fenómenos que en él se 
realizan, y por la inducción consiguiente. 
El hombre siente necesidad de la verdad, tiende al bien y 
ama lo bell°. 'La felicidad humana consi iirá en la posesión - 6 go- 
ce, según su naturaleza, de la verdad, del bien y de la belleza 
absoluta. El fin último del hombre se hallará por lo mismo en 
conseguirlo. Este fin no es realizable en la vida, porque durante 
ella no encuentra el hombre cosa alguna capaz de satisfacerle. 
Ni aun "el continuo é indefinido perfeccionamiento del género 
humano„ puede mirarse como fin último, porque el hombre no 
es sólo colectividad, no es sólo entidad genérica; es individuo y, 
como tal, tiene también personalidad propia; es causa de sus ac-
tos; ha de merecer por ellos, y sus méritos exigen recompensa, 
que, como los actos propios y suyos en cuanto individuales, ha 
de ser también propia é individual, sin que por esto haya de 
considerarse como extraño al bien de sus semejantes, ni deba 
dejar de cooperar los fines de la creación procurando que to-
dos y cada uno de los seres cumplan el suyo. 
El único objeto capaz de hacer la felicidad humana es Dios, 
bien, verdad y belleza absoluta, cuya posesión es imposible en 
la tierra, y aunque el cómo de ella en la vida ulterior tampoco 
se alcanza por nuestra mente entregada a sus propias fuerzas, 
bien se ve que la felicidad relativa y el destino del hombre en 
este mundo estará en acercarse á Dios por la virtud, la ciencia, 
el cultivo de los sentimientos puros, nobles y generosos, y coad- 
yuvando al cumplimiento de los designios providenciales por la 
conservación del cuerpo en sí y como habitación del alma. 
Así como el objeto final del hombre no está en él, tampoco 
se ha impuesto su destino, porque no se creó á sí mismo, y su vida 
y su existencia, independientes de su propia 'voluntad, son para 
lo que su Criador quiso que fueran. Dios, autor del hombre y de 
la naturaleza, señaló al hombre su destino ó le prescribió el fin 
que debe libremente realizar, del mismo modo que sujetó el fin 
del mundo físico á leyes de necesario é ineludible cumplimiento; 
y corno es cosa evidente que quien da la vida y la existencia es 
superior al ser que la recibe, y que el inferior está y debe estar 
subordinado al superior, síguese que la voluntad del Criador, se-
ñalando á la criatura racional su  fin  destino, se le impuso como 
una necesidad' y, aun dejándola en libertad para cumplirle ó re-
chazarle, no por esto se hallará menos sujeta á respetar, acatar 
y obedecer la voluntad de su Criador. El fin humano se impone 
pues al hombre como obligación emanada de la voluntad de su 
autor, y los fines subordinados al fin último vienen á ser, en 
cuanto medios para conseguirle, otros tantos deberes, más ó me• 
nos sagrados é importantes, aunque todos respetables, que el 
hombre debe cumplir. 
Para la realización de su fin y por lo mismo para el cumpli-
miento de sus deberes necesita el hombre, corno limitado y fini-
to, del concurso de ciertas condiciones y del empleo de ciertos 
medios, de los cuales unos los encuentra en sí mismo y en la na-
turaleza, porque Dios se los proporcionó gratuitamente y se con-
servan sin esfuerzo, y otros dependen de la voluntad de sus se-
mejantes, ya porque éste ha de prestarlos, ya porque puede 
respetarlos, 6 destruirlos, ó impedir su uso, aunque existan in-
dependientemente de él. 
Si tales condiciones y medios dependen en su existencia ó 
en su empleo de la voluntad del hombre, originan lo que llama-
mos derechos, y así decimos que la vida es un derecho, que lo 
es la libertad, que lo son la dignidad, la honra, la propiedad, etc. 
Y como estas condiciones son para la voluntad obligato-
rias desde el momento en que la inteligencia las concibe como 
necesarias ó convenientes para realizar fines humanos, puesto 
que el cumplimiento de éstos constituye un deber, se traducen 
lógicamente en reglas de conducta, en cuanto que el hombre 
ha de enderezar sus actos de modo que sean condiciones y me-
dios para que él y los demás hombres puedan cumplir sus de-
beres y realizar su fin. 
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Cuando estas condiciones están 6 pueden estar á disposi-
ción del hombre, para cumplir su fin, se convierten en otras 
tantas facultades de que se sirve; y de este modo, lo que como 
condición necesaria 6 conveniente se erige en derecho, como 
condición respetable 6 exigible es norma de conducta ó regla, y 
como condición disponible 6 utilizable, es facultad ó poder; por 
lo que definiremos el derecho en sus varias acepciones: 
Primera: Regla 6 norma de conducta que exige entre los 
hombres el respeto 6 la prestación de las condiciones y medios 
de conservación 6 perfeccionamiento necesarios 6 convenien-
tes, según la naturaleza, para que puedan realizar su fin. 
Segunda: Condición 6 'medio de conservación 6 progreso, 
cuyo respeto 6 prestación puede ser exigido entre los hom-
bres, en cuanto sea necesario ó conveniente, según la naturale-
za, para el cumplimiento de su fin. 
Tercera: Facultad de exigir á los demás hombres el respe-
to ó la prestación de las condiciones 6 medios necesarios ó con-
venientes, según la naturaleza, para la consecución del fin pro-
pio de la persona á cuyo favor existe aquella. 
La primera de las definiciones formuladas, es la que con 
más propiedad puede aplicarse al derecho natural y al llamado 
positivo, en cualquiera de sus ramas, puesto que el contenido 
de uno y de otras no es más que un conjunto de leyes ó de re-
glas, cuyo cumplimiento es exigible hasta por coacción. 
Fijándonos pues en ella, decimos regla 6 norma de con-
ducta_ para indicar la relación que propiamente expresa la 
palabra derecho y su influencia en la voluntad humana diri-
giéndola. Y en efecto, las condiciones ó los medios, á que en 
la definición se alude, sólo son derechos en cuanto pueden ser 
proporcionados ó respetados por el hombre y servirle por lo 
mismo de guía en su conducta. Las copdiciones y medios que 
ni directa ni indirectamente dependen de la voluntad humana, 
como el mayor 6 menor grado de retentividad, el alcance del 
entendimiento, la lluvia que beneficia los campos, el calor solar 
que templa la atmósfera, etc., aunque sean medios y condicio-
nes de vida y bienestar, nunca originarán derechos, porque 
nada dicen á la voluntad libre y se producen ó dejan de produ-
cirse con independencia de ella. 
Añadimos que esta norma exige, para mostrar la virtud 
imperativa del derecho, que no se limita al simple consejo é im-
plica una fuerza coactiva; entre los hombres, para determinar 
su esfera de acción, constituida por las relaciones de unos ho rn 
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bres con otros, y significar además que el derecho no se da 
para el arreglo de la conducta íntima y privada de cada uno, 
como pretenden algunos pensadores; y afirmamos que las con-
diciones 6 medios exigibles lo han de ser según la naturaleza, 
para limitar las injustificables pretensiones de algunos utopis-
tas y poder concluir lógicamente que ciertos medios 6 condicio-
nes no fundados en la naturaleza, esto es, en lo que la recta 
razón enseña, aunque por interés particular se juzguen necesa-
rios ó convenientes, no serán jamás derechos. Así, puede ser 
necesario para un hombre que haya quien le ocupe retribuyén-
dole, quien, como vulgarmente se dice, le dé trabajo para que 
gane su subsistencia y sin embargo no tener á ello derecho; 
porque, si bien es cierto que el trabajo es para aquel una con-
dición de vida, ni se funda en la naturaleza, ni es conforme á 
ella que se ocupe á un trabajador á quien no se necesita ó se le 
prefiera á otro más apto 6 más honrado. Por el contrario, es 
conforme á la naturaleza que todo hombre se proporcione re-
cursos trabajando en la forma que más le cuadre, y como esto 
es una condición de su vida y de su desarrollo, el que le pertur-
ba en este trabajo, cualquiera que sea el pretexto, conculca el 
derecho, porque el hombre tiene derecho á trabajar, aunque 
no le tenga al trabajo, en el sentido de ciertos socialistas. 
En la definición primera caben además, en nuestro enten-
der, todas las acepciones en que los tratadistas usan la palabra 
derecho. Si se concibe como ley 6 como conjunto de leyes 6 
preceptos que han de regir la actividad libre, es evidente que 
será regla para la voluntad: si se concibe como facultad ó po-
der de exigir alguna cosa, en la definición se halla implícita-
mente contenida, puesto que dicho poder 6 facultad á favor de 
una; persona emana de que antes hay una regla que tal facultad 
engendra, así como la obligación correlativa: si se pretende que 
es condición ú orden de condiciones dependientes de la volun• 
tad, tales condiciones, apareciendo ante la razón como necesa-
rias y convenientes para la realización del fin humano, se hacen 
respetables y, al imponerse en tal sentido á la voluntad libre, 
se erigen en otras tantas reglas y son norma de la conducta ó 
del obrar (1). 
Los caractéres esenciales del derecho son: primero, inde- 
(r) nJustitiæ proprium est ut ordinet hominem in his, quæ sont ad alterum 
	  
Illud enim in opere nostro dicitur esse justum quod respondet secundum aliquam 
æqualitate alteri, puta recompensatio mercedis debitæ pro servitio impenso. Sic 
ergo justum dicitur aliquid, quasi habens rectitudinem justitiæ ad quod terminator 
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pendencia de la voluntad humana, ya se le considere como nor-
ma ó principio regulador, ya se estime como condicionalidad 
para ciertos fines, ya sea facultad ó poder propio del hombre. 
Si lo primero, la regla de la voluntad es necesariamente obra 
de Dios, único ser superior al hombre que puede prescribirle 
actio justitiæ, etsi non considerato qualiter ab agente fiat. Sed in aliis virtutibus 
non determinatur aliquid rectum nisi secundum quod aliqualiter fit ab agente. Et 
propter hoc specialiter justitiæ præ ali.is virtutibus determinatur secundum se 
objectum quod vocatur justum. Et hoc gulden) justum est. Unde manifestum 
est quod jus est objectum justitiæ.—Jus sive justum est aliquod opus adæquatum 
alterum secundum aliquem æqualitatis modem.» Sto. Tomás, Sum. Theo. Quæst. 
LVII, arts. I y II. 
Profunda y utilísima esta concepción de la justicia y del derecho, no expresa 
sin embargo, en nuestra humilde opinión, la verdadera naturaleza de éste: indica 
sí lo que es recto en el comercio de los hombres; pero el derecho no es propiamen-
te relación: el derecho regula relaciones, determina cuando las relaciones entre 
los hombres son conformes á su naturaleza y a su fin y prescribe qué ha de hacer-
se ú omitirse para conservar la armonía 6 justa proporción entre una cosa y otra. 
El derecho no es lo recto en sí, sino medida de lo recto y por lo mismo su regla. 
aIl n'y a aucun de nous qui ne se porte à desirer ce qui le semble bon, et à 
éviter ce quí le semble mauvais, sur-tout á fuir le pire de tous les maux de la na-
ture, qui sans doute est la mort. Cette inclinatión ne nous est pas moins nature-
lle, qu'à una pierre celle d'aller au centre lorsq'elle n'est pas retenue. il n'y á 
donc rien à blâmer ni à rependre, il ne se fait rien contre l'usage de la droite 
raison, lorsque par toutes sortes de moyens on travaille à sa conservation propre, 
on dèfend son corps et ses membres de la mort, ou des douleurs qui la précèdent. 
Or tous avouent, que ce qui n'est pas contra la droite raison est juste et de droit, 
car par la mot de juste et de droit on ne signifie autre chose que la liberté que 
chacun a d'user de ses facultés naturelles, conformément a la droite raison. D'où 
je tire cette conséquence que le premier fondement du droit de la nature est, que 
chacun conserve. autant qu'il peut, ses membres et sa vie.» Th. Hobbes, La 
Liberté, chap. I, VII.— ouvres philos, et polit, trad. franc.—Neufchatel 1787. 
Aparte el fundamento sensualista que sirvió de base á HIobbes para formular 
la anterior doctrina y admitiendo que la libertad, usada según razón, no es con-
traria al derecho, el derecho existe para algo más, existe para regular las relacio-
nes, conservar la armonía entre los hombres y procurarles mutuo auxilio, y no se 
concreta al fin egoista de usar exclusivamente en provecho propio la propia liber-
tad. De todos modos, para nuestro actual propósito basta consignar que en esta 
doctrina el derecho aparece como facultad. 
Según Kant, el primer carácter del derecho consiste en no aplicarse más que a 
las relaciones exteriores de una persona con otra, en tanto que las acciones de la 
una pueden mediata 6 inmediatamente ejercer influencia sobre la otra. El segundo 
carácter consiste, no en la relación del deseo del uno con la voluntad del otro, 
sino en la relación de dos voluntades. Para determinar la naturaleza de esta rela- 
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reglas: si lo segundo, también es obra del Criador, puesto que 
siendo el único ordenador del universo y quien ha establecido la 
jerarquía y dependencia entre los seres y la relación entre los 
fines y los medios, él solo ha podido determinar qué cosas sean 
condición para la existencia ó para el cumplimiento del fin de 
ción es preciso atender, no á la materia de la voluntad, sino á la forma. La ma-
teria de la voluntad es el fin que se propone; é importa poco (para el derecho) 
que el objeto del libre arbitrio sea la adquisición de esta 6 de la otra cosa, y 
que el móvil del obrar sea el interés personal, el afecto 6 el temor. Lo que fun-
da el derecho es la condición general que debe convenir a la vez a las dos volunta-
des: esta condición es la libertad. Así cualesquiera que sean los términos de un 
contrato y las intenciones de las partes, hay una cosa esencial al contrato, la li-
bertad de las dos voluntades contratantes aceptando recíprocamente las ventajas 
y riesgos de su convenio. Por último, mi derecho sobre las cosas no está fundado 
igualmente sino en la condición de no atentar la libertad de los demás hom-
bres, de tal modo que ellos puedan, como yo, apropiarse lo que les sea necesario 
en las mismas circunstancias. De aquí se deduce que «es conforme al derecho to-
da acción que permite 6 cuya máxima permite al libre arbitrio de cada uno poner-
se de acuerdo, armonizarse, según una ley general con la libertad de todos.» De 
aquí el principio de todos los deberes jurídicos. «Obra exteriormente de tal suerte, 
que el libre uso de tu arbitrio pueda conformarse con la libertad de cada uno se• 
gún leyes generales;» y la definición del derecho, conjunto de condiciones bajo las 
que la libertad de cada uno se conforma con la libertad de todos 
Vese pues que para Kant el derecho es una condición. Con notar esto, bas-
taría aquí para comprobar lo dicho en el texto; pero el haber servido de base este 
concepto a algunos filósofos juristas más modernos para formular sus definiciones, 
nos disculpará que indiquemos sus dos principales defectos, á saber: el identificar 
el derecho con la condición; y el restringirle á la armonía de la libertad. El aná-
lisis del lenguaje demuestra el error de lo primero: cuando decimos la libertad, 
la igualdad, la propiedad, la locomoción son un derecho, usamos esta palabra en 
sentido figurado 6 traslativo y no en sentido propio, porque, según su naturaleza, 
la libertad es una propiedad de la voluntad humana, la igualdad es una relación 
entre dos cosas, la propiedad en sí es un conjunto, ya de cosas físicas, ya de me-
dios morales, la locomoción es una aptitud 6 un conjunto de actos, y al decir que 
el hombre tiene derecho de libertad, de igualdad, de propiedad, de locomoción, 
afirmamos implícitamente que tiene derecho al ejercicio de la primera, á la consi-
deración que implica la segunda, al uso de los medios que constituyen la tercera, 
y al ejercicio de su actividad en la forma que la última supone. El otro defecto 
está en que Kant fija como fin exclusivo del derecho armonizar la libertad, y mira 
únicamente á su parte negativa: según esto, el derecho habría de concretarse á 
impedir la ruptura de la armonía, y en ningún caso llegaría a exigir prestaciones 
recíprocas entre los hombres y mucho menos unilaterales. 
Conociendo esto último, trató Krause de rectificar la definición kantiana, 
afirmando que «el derecho expresa una dirección invariable, idéntica; una relación 
^^ 
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otros: si, por último, se llama derecho á la facultad ó poder in-
herente ál hombre para reclamar el concurso ó respeto de los 
demás, como este poder proviene de la regla dictada por Dios y 
de la condicionalidad que él ha establecido, será también obra 
de Dios y, por lo mismo, independiente del hombre. 
entre dos cosas dispuestas de tal modo, que la una conduzca directamente á la  
otra;  una relación que une al hombre con sus semejantes, de tal suerte, que  
pueda alcanzar directamente su fin individual y social. Así, mi derecho es todo  
aquello que debe concedérseme por los demás hombres, á fin de que pueda cumplir  
mi destino como hombre y como miembro de la sociedad humana: en otros tèr-
minos; mi derecho consiste en el conjunto de condiciones de mi existencia, de mi 
individualidad humana, 6 mejor dicho, mi derecho comprende el conjunto de con-
diciones internas y externas, dependientes de la libertad humana y necesarias para 
el cumplimiento de mi destino racional. , Tiberghien—Generación de los conoci-
mientos, Tomo IV, pág. 262.– Trad. de Salmerón y Serrano.  
Esta concepción del derecho, aceptada después por Ahrens con ligeras varian-
tes, adolece del vicio de la de Kant, aunque inspirada en un más amplio sentado,  
salvó el exclusivismo de aquella, haciendo extensivo el derecho á todos los fines  
humanos. 
Autores hay que, para formar el concepto del derecho, principian distinguién-
dole en subjetivo y objetivo; procedimiento en nuestra opinión poco lógico, por-
que tal distinción, antes de definir el derecho, es presentar dos aspectos parciales 
 
de la idea, dos modos de ser del objeto por ella representado, ó si se quiere, dos 
 
relaciones distintas en que puede considerarse el derecho; pero no el derecho 
 
mismo. Y esta falta de lógica ha trascendido después á las definiciones del dere-
cho bajo aquellos dos aspectos. Así, al definir subjetivamente el derecho como 
 
«un poder de la voluntad reconocido y protegido por el Estado, poder que nos 
 
confiere la facultad de ejecutar ciertos actos ó de exigir que otras personas hagan 
 ú omitan-alguna cosa en nuestro interés» (Namur, Encyclopedie du droit), 6 como 
«poder con que el hombre está irrefragablemente facultado para dictar su volun-
tad á los demás» (Taparelli, Derecho Natural), parece desconocerse que tal fa-
cultad, poder 6 potestad existen para el hombre porque hay anteriormente un 
 
principio superior, el derecho, de donde aquellas emanan, y que es por lo mismo 
 
su origen. El derecho propiamente dicho y la facultad 6 poder que engendra se 
 
diferencian como el principio y la consecuencia, como la causa y el efecto, aun-
que los unos impliquen á los otros. Por análoga razón se ha incurrido también 
 
en error al considerar objetivamente el derecho, ya como «el conjunto de reglas á 
 
las que los miembros de un Estado pueden ser constreñidos á conformar sus ac-
tos externos» (Namur), ya como «la voluntad imperativa de Dios que manda 
 
consêrvar la proporción en las relaciones esenciales a la sociedad humana.» (Pris-
co.) En el primer caso; ó se atribuye el carácter de racionalmente justas á todas 
 
las disposiciones del poder, suponiendo que la ley y por consiguiente la voluntad 
 
es la causa del derecho, cosa opuesta al común sentir que siempre ha juzgado 
 
buenas 6 malas las leyes, según expresaran 6 no el derecho; 6 se deja sin determi- 
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El segundo carácter del derecho es su necesidad, porque, 
siendo el hombre libre, puede 6 no querer y obrar cooperando ú 
oponiéndose á los fines de los demás, alterando ó coadyuvando 
al orden de la creación; y si el derecho 6 la regla jurídica no 
existiera, daríase el absurdo de que el hombre fuera irresponsa-
ble contrariando los designios de Dios, ó de que la Providencia 
dejara de serlo queriendo el orden y la armonía y no imponién-
dolos al hombre como obligatorios. Lo mismo se ve la necesi-
dad del derecho considerado como medio 6 condición, , puésto 
que sin los medios es imposible conseguir los fines; y aparece 
también necesario como facultad ó poder, porque el obrar le 
presupone: no hay acto sin facultad que le cause, ni hecho sin 
poder que le produzca. 
El derecho es también inmaterial. Ni como regla es perci-
bida por los sentidos; ni como medio existe en el espacio, puesto 
que intrínsecamente sólo es una relación; ni como facultad tiene 
los caracteres de la materia, cosa tan clara, que aun las mismas 
fuerzas físicas son realmente cosas inmateriales. 
Otro carácter del derecho es el poder ser exigido por coac-
ción, esto es, compeliendo por medio de la fuerza física 6 moral 
al jurídicamente obligado para que respete ó preste las condicio-
nes que debe respetar ó prestar, y aunque esta fuerza no haya 
de emplearse en todo caso, sino cuando los actos del obligado 
sean contrarios al derecho, la consideramos característica de 
éste en cuanto que sin ella "no podría ejercitar su imperio en 
las relaciones externas de los hombres„ y vendría la ley jurídi-
ca á confundirse, en sus efectos, con la ley moral. Sin que val-
ga objetar que hay prestaciones que no pueden ser exigidas por 
la f_;erza, y que hay obligaciones que, originadas por la cos-
tumbre, no caen bajo la sanción material propia sólo de las le-
yes; pues en cuanto á las primeras, la voluntad puede ser com-
pelida, • siquiera indirectamente, á ejecutar los actos en que 
aquellas prestaciones consisten, y respecto á las segundas, las 
costumbres jurídicas aceptadas implícitamente por el Estado 
vienen á equipararse á las leyes en su fuerza coactiva. 
parlo constitutivo de éste, porque si las reglas á que la definición alude no sig-
nifican las disposiciones del poder supremo 6 legislativo, como no se fija ni pre-
cisa el alcance de aquel término, la definición es vaga. En la segunda acepción 
expuesta del derecho objetivo vuelve á confundirse la causa (evoluntad imperativa 
de Dios») con el efecto (regla 6 acto producido por esta facultad de mandar, pro• 
pia de Dios). l'or otra parte, en este Ultimo sentido, difícil será conocer donde 
está ni qué es el derecho, cuando se discuta entre los hombres. 
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II -SUJETO Y OBJETO DEL DERECHO 
El derecho existe siempre para un sujeto, ya se considere 
como fac-nitad, ya como restricción en el obrar, ó coma regla . 
El sujeto del derecho no es ni puede ser otro que el hom• 
bre, si se acepta la definición que de derecho hemos dado. Ex-
presando condiciones, sólo puede servir para seres condiciona-
dos, relativos y de ningún modo para el ser absoluto, Dios. Dios 
no necesita condiciones ni medios para ser perfecto en grado 
sumo; Dios por consiguiente no es sujeto de derechos. De aquí 
que cuando decimos "Dios tiene derecho á nuestra sumisión y 
respeto„ hablamos impropiamente ó en sentido figurado, por-
que nuestra sumisión y respeto no son condiciones para que él 
realice el fin que le plugo fijarse en su inmensa sabiduría desde 
el principio de los siglos. Esca sumisión y respeto son, por el 
contrario, condiciones para que nuestro fin se cumpla, y en tal 
concepto tenemos perfecto derecho á que no se nos retraiga de 
obedecerle, á que no se nos excite á rebelarnos contra él; y 
quien á esta rebelión nos induce, faltando á su deber para con 
Dios, falta á los deberes para con sus semejantes y conculca el 
derecho. Si Dios nos ha impuesto deberes, si nosotros estamos 
obligados á cumplirlos, es porque somos sus criaturas, porque 
tiene poder, potestad sobre nosotros, no derechos que para nada 
los necesita, en la acepción de regla, ni de condicionalidad, ni 
de facultad para su fin. 
Además, el derecho es regla; la regla sólo puede dictarse 
por un ser superior ó que así apsrece al dictarla, y no habiendo 
ser superior á Dios, ni puede obligarle ninguna regla, ni tam- 
poco recibir por virtud de ella facultad .ó poder alguno que él 
no tenga. 
Si Dios, hablando con propiedad, ni es ni puede ser sujeto 
de derechos, tampoco pueden serlo las criaturas, con las que el 
hombre está en contacto y relación más inmediata. Así, pues, 
se comete una inexactitud cuando se dice, por ejemplo,"que los 
animales tienen derecho á que no se les maltrate sin razón.,, 
Hablar de esta manera respecto á los irracionales es preten-
der colocarlos en una situación más ventajosa, en un rango más 
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 elevado que á los mismos semejantes nuestros; porque no ha-
biendo, como no puede haber, reciprocidad de prestaciones y 
servicios, de derechos y deberes, entre los seres libres y los no 
libres, pretender que éstos tengan derechos respecto á aquellos, 
siendo, como no libres, incapaces de deberes, es hacer mejor su 
condición. No es esto decir que el hombre tenga realmente de-
recho para abusar de sus cosas; pero esto es porque el abuso, 
lejos de ser nunca condición de vida ó de progreso, se opone á 
éste; y aun podríamos añadir que quien comete tal abuso con-
culca el derecho de la sociedad, que podría utilizar aquellas 
cosas, ó cuando menos puede exigir, como un derecho, que no 
se le dé mal ejemplo, satisfaciendo públicamente malos instin-
tos y oponiéndose de este modo á la cultura estética y moral (1). 
El hombre como ser consciente, esto es, porque tiene con-
ciencia de sí mismo y de su fin, es una persona, y como ser po-
seedor de derechos, se llama persona de derecho. 
El sujeto del derecho ó la persona puede ser física ó moral. 
(t) Autores hay que afirman que todos los seres tienen derechos, porque to-
dos son limitados, y aunque implícitamente reconocen lo erróneo de su opinión al 
confesar que hay seres, los inanimados, impotentes para conocer ni reclamar sus 
derechos, todavía pretenden cohonestarla diciendo que Dios se encarga de la rea-
lización del derecho de tales seres por medio de las fuerzas naturales. Otros pre-
tenden que hay seres de propio fin y por tanto de pretensión, por ejemplo, la Na-
turaleza, que son sujeto de derecho; pero, analizando sus razonamientos, se nota 
facilmente lo fútil de tal doctrina por las contradicciones que entraña. Así di-
cen: «t° que debemos abstenernos de causar, sin superior objeto, mal á los seres 
naturales;» y si esto implica que puede causarles mal con un objeto 6 fin superior, 
claro está que con relación á éste aparecen como simples medios, y no es facil 
comprender que puedan tener fin propio: ,2° que todo ser es sujeto de derecho 
como pretensor; pero... la extensión y plenitud de la capacidad del derecho no 
está, como suele creerse, en razón directa de las pretensiones, sino antes bien de 
las obligaciones;» pues, admitido esto, un ser incapaz de obligaciones, será tam-
bién incapaz de derechos, 6 no están en razón directa éstos de aquellas: «3° en 
tanto que las personas indeterminadas llegan á ser determinadas, realizándose 
la relación jurídica, debe ésta considerarse en suspenso, sin apelar á las ficciones 
de suponer á los objetos naturales sujetos de pretensión jurídica; » pues si, 
conforme á esta doctrina, los objetos naturales sou sujeto de pretensión sólo en 
virtud de una ficción, no serán realmente sujetos de derecho. 
La verdad se impone al cabo á pesar de todas las elucubraciones, y de aquí 
estas felices inconsecuencias. 
Quede, pues, sentado que únicamente el ser humano puede ser sujeto de dere-
chos, como él solo es susceptible de los deberes á aquellos correlativos. 
5 
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Esta última recibe por antonomasia en la ciencia del derecho el 
nombre de persona jurídica; pero es á la vez persona moral, 
porque se propone un fin lícito. La razón de ser de las perso-
nas morales ó jurídicas está en la necesidad de crear sujetos 
ideales para realizar fines humanos, que no pueden realizarse 
de ordinario en la vida de un solo hombre 6 por una persona 
física. Y pudiendo ser varios los fines peculiares de esta clase 
de personas y diversos además los medios que empleen aun 
para obtener el mismo fin, la distinción de estos fines y medios 
ha dado origen á especies diversas de personas jurídicas, como 
la Iglesia que prosigue el fin religioso, el Estado que prosigue 
el fin jurídico, las academias, ateneos, conservatorios, fundacio-
nes, que prosiguen el fin científico, artístico, benéfiço y otros 
análogos. 
Estas mismas personas jurídicas, aun proponiéndose fines 
análogos, pueden distinguirse por el grado ó jerarquía social 
que representan, como sucede con la familia, el municipio, la 
provincia y la nación . 
En cuanto al objeto ó materiadel derecho es, según Ahrens, 
"todo lo que puede estar sometido al poder ó á la disposición de 
una persona como medio para un fin racional.,, 
Aceptada esta noción, surge desde luego el problema de si 
los seres racionales 6 las personas pueden ser objeto de derecho, 
y aunque esta cuestión esté ya resuelta negativamente para las 
sociedades modernas y la solución teórica marche en este punto 
de acuerdo con la práctica, según el común sentir de los pensa-
dores, con todo, hay algunos que se deciden por la afirmativa, 
pretendiendo cohonestar ante la razón la esclavitud ó por lo me-
nos la servidumbre de las personas y aduciendo razonamientos 
cuya solidez es conveniente examinar. 
Tres son los principales: 1° Que el hombre puede vender á 
otro hombre todas sus acciones que no pugnen con el deber de 
conservarse y perfeccionarse, porque el vender lo que es suyo 
es un acto lícito y útil para quien lo realiza: 2° Que el hombre 
puede comprometerse á servir á otro por tiempo limitado y lo 
mismo por tiempo ilimitado, y aun por toda su vida en todo lo 
no prohibido por un superior legítimo, porque las acciones del 
hombre son suyas en todos los tiempos y no hay razón para dis-
tinguir entre unas y otras: 3° Que pudiendo ser lícito en ciertos 
casos condenar muerte á los prisioneros de guerra que han 
invadido injustamente un territorio, con más razón lo será redu-
cirlos á esclavitud poniéndolos bajo el dominio del Estado. 
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Tales argumentos, aun admitiendo la distinción que hacen 
sus autores entre la esclavitud antigua y la especie de servidum-
bre que defienden, y reconociendo su buena fé, puesto que afir-
man que nunca hay derecho sobre la vida y salud del esclavo, 
tienen poquísima fuerza. No es cierto que el hombre pueda ven-
der sus acciones: el hombre no puede privarse de su propia 
iniciativa, ni enagenar aquello que le es intrínseco, subordinan-
do por completo, con eficacia jurídica, su libertad á la voluntad 
ajena: podrá sí obligarse á ejecutar ciertos y determinados ac-
tos; pero no todos los actos que otro hombre le exigiere, ni aun 
previo contrato mutuo, porque tal convenio, si llegara á cele-
brarse, produciría á lo sumo, aun tratándose de actos lícitos, de-
ber moral, nunca jurídico, y la prueba de esto es, que, si el obli-
gado á ejecutar un acto en servicio de otra persona no quisiera 
realizarlo, la fuerza coactiva del derecho no se extendería á más 
que á exigirle una indemnización en favor del perjudicado por 
su omisión. Ahora bien, como el perjuicio sólo podría ser esti-
mado en el caso de que la obligación contraida se refiriese á 
actos determinados y concretos, es claro que la indemnización 
jamás comprendería todas las acciones posibles, ni aun dentro 
de cierta esfera, y que la obligación sería jurídicamente inefi-
caz; luego el hombre no puede voluntariamente constituirse en 
servidumbre 6 hacerse objeto de derecho. Además; nadie tiene 
derecho á pisotear su propia dignidad obligándosé á servir de 
juguete á los caprichos ajenos y renunciando á su libertad: esta 
libertad tué dada por Dios al hombre como una facultad esen-
cial; no puede privarse de ella; es un derecho inalienable, como 
lo son la vida, el uso de la inteligencia, todo lo que recibió de 
Dios y le es necesario para realizar su fin último y su fin actual 
6 su mejora y perfeccionamiento progresivo. Por último; aun 
siendo indiscutible el derecho de matar el enemigo en la guerra, 
el de matar á los prisioneros sólo podría admitirse cuando su 
vida fuera un peligro verdadero é inminente para la conserva-
ción propia, y como este derecho sobre la vida de los prisione-
ros sería siempre momentáneo, no puede deducirse de él, en bue-
na lógica, que sea lícito someterlos á esclavitud ó servidumbre . 
perpetua. 
El hombre 6 la persona racional no es pues objeto de de-
recho. Esto no obsta para que los hombres puedan prestarse li-
bremente servicios mutuos; en cuyo caso estos servicios ó pres-
taciones pueden ser materia de derecho, sin que por ellos se 
menoscabe la dignidad de las personas. 
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La tnateria del derecho se divide en cosas de la naturaleza 
y actos, hechos 6 servicios del hombre. 
Llámase jurídicamente cosa á toda lo que se manifiesta en 
el espacio, aunque no sea cuerpo, con tal que pueda servir 
para algo y tenga algún valor de uso y cambio. Las servidum-
bres de luz y de tránsito, por ejemplo, no son cuerpos y, sin 
embargo, son cosas para el derecho, porque reportan utilidad 
y son apreciables y cambiables. 
Es acto de derecho toda acción humana que se manifiesta 
al exterior,- porque los actos que se consuman en la conciencia 
sólo son útiles 6 perjudiciales para su autor. Inútil parece ad-
vertir que el acto humano para ser jurídico, para ser acción, ha 
de ser libre, porque los actos espontáneos y los instintivos, 
como no se producen por la voluntad, no son susceptibles de 
regla, ni de moral, ni de derecho . 
Los actos jurídicos se dividen en actos de comisión, que 
consisten en obrar, y de abstención, que consisten en no hacer; 
porque no sólo se contribuye directamente á la consecución del 
bien del hombre, cuando se le ayuda, sino también indirecta-
mente cuando no se le suscitan obstáculos. 
Por su relación con el derecho se dividen los actos en jus-
tos ó lícitos é injustos 6 ilícitos, según que al derecho se confor-
man ó ajustan ó que se separan de él. Los injustos pueden serlo 
con intención, por dolo, ó sin intención, por mera negligencia, 
falta ó culpa. 
Los actos que constituyen 14 materia del derecho pueden 
decir relación lo mismo al fin religioso, científico y artístico, 
que al industrial y á los bienes materiales. Estos últimos son 
realmente los más importantes en el derecho privado; más no 
por esto debe creerse que los demás son exclusivamente del 
dominio de la moral. La educación que los padres deben á sus 
hijos, la obediencia de éstos, la fidelidad de los cónyujes y otros 
análogos son susceptibles de arreglo jurídico, como indicamos 
en otra parte, porque son condiciones v medios para fines ra-
cionales, por más que en ellos prevalezca y resalte en primer 
término su carácter moral (1). 
(i) V. Ahrens, Derecho natural. 
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III-DE LA CIENCIA DEL DERECHO 
Siendo la ciencia en general una serie de verdades enlaza-
das entre sí y subordinadas á uno 6 más principios generales 6, 
lo que es lo mismo, "un conjunto sistemático de conocimientos 
verdaderos y ciertos„ es posible una ciencia del derecho, porque 
los conocimientos á él relativos pueden reunir las necesarias 
condiciones para ser científicos y organizarse en sistema. 
Los caracteres del conocimiento científico son la verdad y 
la certeza. La verdad es una relación de conformidad entre la 
inteligencia y su objeto, la ecuación entre la realidad objetiva 
y su representación en la mente: la certeza es un estado de 
nuestro espíritu, la tranquilidad del mismo producida por la se-
guridad de que nuestros conocimientos son verdaderos, porque 
tenemos conciencia de su verdad. Ahora bien, nada se opone á 
que nuestros pensamientos respecto al derecho correspondan á 
la realidad de éste, á lo que es en sí; y no es tampoco absurdo 
suponer que podamos adquirir certeza de su verdad, ya porque 
ésta sea evidente de suyo, ya porque la evidenciemos median-
te demostración: luego la ciencia del derecho no es imposible 
por falta de la materia 6 fondo de la misma. - 
Que los conocimientos relativos al derecho pueden organi-
zarse sistemáticamente y constituir una ciencia, fácil será de-
mostrarlo . 
Las condiciones del sistema son tres: unidad, variedad y 
armonía. La unidad en los conocimientos jurídicos se ve clara-
mente; ya porque todos ellos se refieren á un solo objeto, que es 
el derecho; ya porque todos los objetos particulares de estos 
conocimientos, las reglas ó preceptos jurídicos, pueden redu-
cirse, como hemos dicho en otro lugar (1), á un solo y único 
principio. No es tampoco difícil hallar la variedad de estos co-
nocimientos, porque tantas cuantas sean las condiciones 6 me-
dios para fines racionales, otras tantas serán las reglas para su 
respeto 6 prestación, y otros tantos los conocimientos que de 
éstas puedan tenerse. Y en cuanto á la armonía, si ésta expresa 
la variedad en la unidad, todas las verdades particulares que 
(r) V, la Introducción, 
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forman la materia científica están virtualmente contenidas en 
la verdad primera y más fundamental, en el principio del dere-
cho: todas son distintas de las demás y todas se relacionan entre 
sí por referirse á un mismo objeto y tener un mismo fundamento. 
Demostrado que los conocimientos jurídicos pueden ser ma-
teria científica y organizarse en sistema, podremos ya definir la 
ciencia del derecho: conjunto sistemktico de conocimientos ver-
daderos y ciertos relativos k las condiciones y medios regula-
bles y exigibles entre los hombres para la realización de su 
destino. 
Como estas condicioues y medios son muchos y variados, el 
estudio de los mismos sería tarea muy ardua y acaso imposible 
para la generalidad de los hombres, si no se hicieran de ellos 
grupos más ó menos importantes por las relaciones, semejan-
zas y diferencias que entre ellos se descubran y según los as-
pectos diversos bajo que puedan ser considerados, Estas agru-
paciones, indispensables por la limitación de la humana inteli-
gencia y la necesidad de fijar la atención separadamente en 
cada parte,cuando se aplica al conocimiento de un objeto com-
plejo, constituyen las diferentes ramas de la ciencia del dere-
cho, de las que enumeramos los principales. 
La primera división de esta ciencia corresponde necesaria-
mente á la división primordial de toda ciencia. Esta se divide, 
por su objeto, en Filosofía •6 ciencia de los principios, de lo 
universal, permanente ó inmutable; Historia ó ciencia de los 
hechos, de lo particular, accidental y variable, y Filosófico-
Histórica que estudia lo universal 'en lo particular, lo inmuta-
ble en lo variable, lo racional en lo sensible, la idea en los he-
clips; y examina, discute y  juzga éstos á la luz de los principios 
é induce las leyes que han presidido á su formación. De la 
misma manera, la ciencia de nuestro estudio podrá ser: Filoso-
fía del Derecho, ó de las condiciones y leyes jurídicas derivadas 
inmediatamente de la naturaleza, y constantes é inmutables 
como ésta; Historia del Derecho, ó de los hechos y preceptos 
jurídicos que, emanados de la voluntad humana en forma de 
leyes ó de costumbres, son como ella variables; y ciencia Filo-
sófico-Histórica del Derecho, ó examen, relación y juicio, según 
la idea y los principios, de las leyes y hechos jurídicos produci - 
dos por el hombre. 
Otra división de la ciencia del derecho es la fundada en la 
distinción de la materia y de la forma con que todo objeto inte-
ligible se presenta á nuestra mente, 
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Bajo el punto de vista de la materia, las condiciones y re-
glas que constituyen el derecho, pueden estudiarse teniendo en 
cuenta; ya los fines humanos particulares que con ellos pueden 
obtenerse; ya la naturaleza de los objetos en que consisten las 
condiciones y medios jurídicos; ya la naturaleza de las personas 
que deben realizar aquellos fines. 
Según los fines; puede estudiarse esta ciencia como derecho 
para la religión, para la ciencia, para las artes, para la indus-
tria, para el comercio y aun para el derecho mismo. 
Según la naturaleza de los objetos en que consisten las 
condiciones jurídicas, puede estudiarse el derecho con relación 
á las cosas de la naturaleza física y con relación á las acciones 
humanas. 
Según las personas que deben realizar fines generales ó 
particulares, puede estudiarse con relación á las personas in-
dividuales y á las colectivas, como derecho del individuo, de 
la familia, del municipio, de la provincia, de la nación, de la 
humanidad. 
Esta división, aunque racional y propuesta por algunos fi-
lósofos juristas, no ha tenido gran éxito hasta la fecha, sobre 
todo en España, como lo prueba la escasez de obras arregladas 
á este plan. 
Más generalizada es la división de la ciencia del derecho en 
político 6 constitucional, administrativo, civil, mercantil, pe-
nal, procesal, canónico, nacional 6 interior é internacional 6 
exterior; cuya división, aunque no muy lógica, porque alguno 
de sus miembros puede fácilmente referirse á otros, debe, con 
todo, exponerse como tradicional, por decirlo así, y adoptada 
oficialmente. 
Bajo el punto de vista de la forma se ha dividido el derecho 
en público, en que aparece la sociedad como sujeto predominan-
te y la acción social como objetivo directo de los preceptos jurí-
dicos, y privado, en que el individuo y su acción resaltan de un 
modo más especial . (1) 
(I) V. Ahrens, Derecho natural. 
s r 
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SECCIÓN PRIMERA 
DEL DERECHO POLÍTICO Y DEL ESTADO 
EN GENERAL  
CAPITULO PRIMERO 
DEFINICIÓN DEL DERECHO POLITICO. -SUS RELACIONES 
CON OTRAS CIENCIAS 
Hemos adoptado la denominación de politico para la rama 
del derecho que es objeto de nuestro estudio con preferencia 
á la de público constitucional, empleada por otros autores, 
porque, si bien esta última es más propia en cuanto refleja el 
carácter de los preceptos que son su contenido, puesto que á la 
constitución ó modo de constituirse un Estado se refieren; con 
todo, la que venimos usando, á más de ser la sancionada por el 
lenguaje oficial en la organización de la facultad de derecho, es 
también la más comun, y tiene la ventaja de no inducir al error, 
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como pudiera suceder, de confundir este derecho con un dere-
cho peculiar de los pueblos dotados de una constitución escrita, 
ó regidos por el sistema llamado constitucional . 
Pero, llámese político 6 constitucional, dice siempre, según 
su etimología, relación á la sociedad, pues, ó es un derecho pro-
pio de la colectividad, politico del griego polus, ó es un dere-
cho propio de las sociedades organizadas constitucionalmente 
sobre la base de separación de poderes 6 por un código funda-
mental. 
En uno y en otro caso puede afirmarse que el Derecho po-
lítico 6 constitucional es público en el sentido romano: quod ad 
statum rei romano spectat; significación que, aplicada á todo 
pueblo, hace considerar como derecho público aquel en que la 
sociedad aparece como sujeto predominante, y la acción y el fin 
social corno objetivo directo de los preceptos jurídicos. 
Ahora bien, en toda sociedad puede distinguirse entre su 
existencia y su vida, y tanto la una como la otra se subordinan 
á ciertas condiciones necesarias ó convenientes para conservar 
aquella y desarrollar ésta en armonía con su fin. Entre estas 
condiciones es la primera, que el ser social se halle dispuesto 
de tal suerte, que sus órganos todos, sus partes y elementos, 
puedan conservarse en toda su integridad. Luego todo derecho 
que á la sociedad se refiera ha de hallarse constituido en pri-
mer término por reglas referentes á la conservación de los ele-
mentos sociales, porque de la existencia de estos elementos de-
pende la existencia de la sociedad, como ser compuesto y resul-
tante de la unión de otros más simples ó particulares. El 
derecho público pues, en cualquiera de sus ramas, ha de exigir 
el respeto á la prestación de las condiciones ó medios necesa-
rios para que la sociedad exista, y por lo mismo ha de exigir el 
respeto 6 la prestación de las condiciones para la conservación 
de los elementos que integran la sociedad. 
Pero la sociedad no existe sólo como aglomeración ni como 
yuxtaposición de partes ó elementos, ya individuales, ya orgá-
nicos2)a existencia y la vida de la sociedad dependen también 
de que cada uno de aquellos guarde respecto de los demás, y 
aun respecto de la colectividad entera, el lugar que le corres-
ponda, de modo que resulten armónicamente coordenados para 
ejercer las funciones que les sean propias, sin embarazarse ni 
perturbarse recíprocamente. 
> Como además hay que afirmar que toda sociedad existe 
pari algo, esto es, que tiene un fin que cumplir, preciso es re- 
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conocerle la necesidad, y por consiguiente el derecho, á los 
medios adecuados para el cumjlimiento de tal fin; y uno de estos 
medios en los seres compuestos, como la sociedad, es que cada 
uno de sus componentes desempeñe una función 6 realice un 
fin en armonía con el total que ha de cumplir el ser compuesto 
de que forma parte; porque, si un elemento solo, ó sólo algu-
nos elementos pudieran llenar por sí todos los fines, serían inú-
tiles los demás, y aun el mismo ser compuesto, en cuanto el ser 
simple 6 individual bastaría para realizar todos los fines propios 
de la misma. 
Todo elemento de un ser, toda parte componente se llama 
órgano, cuando está dispuesto para ejercer una función, esto es, 
cuando, consciente 6 inconscientemente, ha de producir un acto 
ó una serie de actos necesarios 6 útiles para la existencia, para 
la vida 6 para el ejercicio de la actividad del ser superior de 
que forma parte. Habrá pues un derecho relativo á la orga-
nización de la sociedad, como hay un conjunto de preceptos 6 
reglas jurídicas que imponen como obligatorios el respeto 6 la 
prestación de las condiciones de que dependa su existencia; 
como hay ó puede haber otra rama del derecho referente á las 
condiciones en que haya de desenvolverse la vida 6 ejercerse la 
actividad social para el logro de los fines colectivos; pero en to-
do caso, es indudable que en cualquiera sociedad, aun en las 
formadas por limitado número de individuos y para fines parti-
culares, puede distinguirse el aspecto público, y por consiguien-
te el derecho que dice respecto al fin 6 fines de la colectividad, 
del privado, relacionado más íntima y directamente con los fines 
individuales. 
El nacimiento 6 sustantividad de la rama del derecho á que 
llamamos politico no ha sido, sin embargo, debido á la conside-
ración de cualquiera sociedad: los filósofos primero y los escri-
tores políticos después, que estimaron útil y aun necesario el  es-
tudio aparte de las reglas constitutivas de esta rama del dere-
cho, la refirieron y refieren á una especie determinada de so-
ciedad, á una sociedad completa é independiente, á la sociedad 
politica, 6 sea, al Estado; pero no á todo el derecho del Estado: 
no al relativo a su existencia, cuyas condiciones respetables 6 
exigibles parecen contenidas, ó en los preceptos generales del 
derecho natural, 6 en los del internacional público, hallándose 
además garantizados por las sanciones del penal: ni tampoco al 
referente al ejercicio de toda la actividad del Estado, pues las 
reglas jurídicamente obligatorias relativas á las condiciones 
r . . 
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para que una gran parte de aquella actividad se desarrolle por 
órganos particulares en armonía con los fines parciales conte-
nidos dentro del fin general del Estado, constituyen, según el 
mas común sentir de los tratadistas, el derecho llamado más  ó 
menos propiamente administrativo. Resta pues sólo el dere-
cho correspondiente á la organización del ser colectivo ó del 
Estado, á la determinación en concreto de su órgano supremo y 
al ejercicio de la actividad de éste;  por lo que noso ros -definí• 
mos el Derecho político: rama del Derecho públicLtjeferente á  
las condiciones necesarias ó convenientes en la organización 
del Estado y para da concreción y ejercicio de su soberania, ó 
conjunto de.reglas que exigen el respeto 6 la prestación de di- 
chas condiciones (1).  
En esta definición creemos que se expresa lo fundamental  
del Derecho político y todo lo que en realidad es de su competen-
cia, tanto por lo que hace á la persona humana, elemento mate-
rial del Estado, como al poder público, su elemento formal. En 
efecto; en la definición se halla por de pronto contenido todo lo 
.9referente á la consignación, respeto y garantía de los derechos 
naturales, puesto que exige ante todo las condiciones para una  
buena organización, y como ésta supone elementos 6 partes que  
organizar y los elementos no se organizan destruyéndolos 6 al-
terando su naturaleza, síguese necesariamente que al querer una  
buena organización, se quiere implícitamente la conservación  
en su esencia y naturaleza de los elementos que han de ser or-
ganizados. Como, por otra parte, quien dice organización, dice,  
según ya hemos indicado, unión armónica dd los elementos para  
la realización del fin común, la definición debe comprender, 
 
(s) Don Manuel Colmeiro define el Derecho político: «conjunto de leyes que 
 
ordenan y distribuyen los poderes constitucionales, moderan su acción, sefialan 
 
su competencia, declaran los derechos y fijan los deberes de los ciudadanos.» 
 
Macarell entiende por Derecho político: «el Derecho de la naturaleza aplica. 
 
do a la organización particular é interior de cada sociedad civil.» 
Foncart: «la rama del Derecho público que dice relación al gobierno de la 
sociedad.» 
Orlando, profesor en la Universidad de Palermo, llama Derecho constitucional 
á «la ciencia que estudia la organización jurídica del Estado representativo mo-
derno.» 
Y según Palma, profesor en la Universidad de Roma, «el Derecho constitu-
cional es la ordenación de la soberanía, ó de los poderes públicos del Estado y de 
la libertad de los ciudadanos, « 
x.,,141., 	 ^,o" 	 ,. S e,.tukil ^ e.. 
b. 	
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como comprende la formulada, todas las condiciones á que se 
subordina aquella unión y que deben existir en las relaciones 
públicas de los ciudadanos entre sí y con el poder, como medios 
de cooperar por derechos y deberes al fin social. Restan las 
condiciones mediante las que el poder pública supremo ó la re-
presentación del Estado ha de concretarse y ejercerse para cum-__ 
plir su misión, entre las que aparecen desde luego la legitimi-
dad, la capacidad, la fuerza, etc., á todo lo cual se alude en la 
última parte de la definición. 
De la misma se deduce que las relaciones establecidas ó 
reguladas por el Derecho político son fundamenta les, y que las 
leyes que expresan estas relaciones han de -ser la base de todos 
los derechos y deberes que ulteriormente se consignen en las 
demás leyes, así civiles, penales, procesales, etc., como admi-
nistrativas . 
Dedúcese también que el Derecho político, en cuanto á la 
determinación racional de condiciones regulables se refiere, 
forma con las otras ramas del derecho el sistema general de 
las ciencias jurídicas, y ha de haber entre aquel y éstas, rela-
ciones fundadas en su común y armónica naturaleza. He aquí 
las principales: 
Con el derecho administrativo sostiene relaciones muy ín-
timas, porque establece los principios fundamentales que han 
de servir de base para que la acción del poder social se ejerza 
de la manera más adecuada y conveniente á la satisfacción de 
las necesidades públicas, ó lo que es lo mismo, formula las pre-
misas cuyas consecuencias ha de sacar el administrativo. 
Con el civil se relaciona en cuanto el político consigna las 
condiciones generales de vida y cultura respetables en toda per-
sona y que por lo mismo ha de tener presentes el civil al estable-
cer ó formular los preceptos reguladores de las relaciones mu-
tuas entre los ciudadanos, al mismo tiempo que limita ó modifica 
en algunos casos ciertos derechos civiles. 
Se relaciona con el penal, no sólo porque organiza el poder 
que ha de ejercer la justicia social castigando al delincuente, 
sino también porque en nombre de los derechos naturales y de 
la dignidad humana restringe á veces la acción de este poder, 
aboliendo, por ejemplo, las penas infamantes ó haciendo que se 
limite ó que se extienda á ciertos actos la consideración de pu-
nibles. 
Se relaciona con el procesal, porque éste ha de tener pre-
sentes en la organización de los tribunales y en la prescripción 
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de trámites judiciales los preceptos, derechos y garantías con-
signados en la ley fundamental del Estado y ciertas condiciones 
que procuren á las personas una administración de justicia rec-
ta, expedita y poco dispendiosa. 
Las relaciones del Derecho político con el eclesiástico de-
penden de las fundamentales que se establezcan entre la-Iglesia 
y el Estado, siendo mayor su influencia mutua á medida que sea 
mayor la armonía entre ambas sociedades. 
Finalmente se relaciona con el internacional en cuanto que, 
al constituir y organizar el Estado, parece como que da vida 
al sujeto de las relaciones jurídicas internacionales. 
Además de estas relaciones naturales del Derecho político 
con las otras ramas del derecho, sirven de poderosos auxilia-
res á esta ciencia; la Filosofía, porque le da el conocimiento del 
hombre en su naturaleza 6 en lo esencial de su ser, y la Histo-
ria, que, presentándole el cuadro de los hechos sociales, le re-
vela las necesidades, las tendencias, los deseos humanos y has-
ta los medios de satisfacerlos y realizarlos. 
CAPITULO II 
NOCIÓN DEL ESTADO 
I—DE LA SOCIEDAD EN GENERAL 
Cualquiera que sea el concepto que haya de servir para 
formular la definición del Estado, ya se le considere como so-
ciedad para un fin particular, ya se entienda por él la organi-
zación ó simplemente el poder social (1), es lo cierto que á esta 
idea precede siempre la de sociedad; y por lo mismo el estudio 
de la sociedad en general debe preceder al del Estado para fijar 
sobre bases sólidas la teoría relativa á éste. 
(t) Aunque algunos tratadistas llaman también Estado á toda persona en 
cuanto realiza el derecho, entendemos que en una obra de Derecho político huelga 
discutir la exactitud de tal concepto, porque el Estado á que el Derecho político 
se refiere no puede ser otro que el social. Con todo, dudamos que en buena lógica 
pueda legitimarse aquel concepto, pues el individuo jamás declara el derecho, y 
aun cuando sus actos puedan originar derechos, no surgen éstos sólo por su vo-
luntad sino por la virtualidad de otro derecho preexistente é independiente de 
aquella. El individuo, por sí, carece de autoridad bastante para declarar lo que 
es justo. 
Por ser también extracta al Derecho político, prescindimos de la noción de 
Estado como conjunto de circunstancias y condiciones que determinan la capaci-
dad 6 aptitud jurídica de una persona. 
7 
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Para que haya sociedades, poi.' de pronto, necesario que  
haya seres racionales y que estos seres no estén aislados, ó que  
se reunan: pero una reunión material y accidental, ya sea for-
tuita ó buscada, no es por sí sola bastante para la existencia de  
la sociedad; es pues necesario algo más, es preciso que el sen-
timiento de la insuficiencia individual para conseguir un objeto  
dado lleve á los hombres, espontánea ó reflexivamente, á adunar  
sus esfuerzos, á trabajar en común ó á poner los medios indivi-
duales á servicio del bien general que se trata de obtener.  
Unión de mentes y voluntades Jfin común á todos conocido,  
r9y combinación de fuerzas para obtenerle son los caracteres esen-
ciales de toda sociedad,reconocidos por la generalidad de los pu-
blicistas, aunque no se hallen de acuerdo respecto al origen, na  
turaleza y modo mejor de constituirse; por lo que, siguiendo á  
Taparelli, podemos definirla: unión moral de hombres ó perso-
nas para obtener un fin común y racional por medio de es-
fuerzos 6 prestaciones combinadas (1). De aquí se infiere que la  
sociedad es por su naturaleza medio para conseguir fines huma-  
nos; como medio, necesaria en todos aquellos casos en que la  
fuerza aislada no es bastante para el logro de un fin; obli atg_yic. ,. .., 
siempre que esta sociedad sea el medio único ó más adecuado  
para realizar un fin también obligatorio; é históricamente per-
manente y universal, efecto de su necesidad en todos tiempos  
y lugares . 
 
Siendo la sociedad el único medio para la realización de mu-
chos fines humanos, algunos obligatorios, y no habiendo ni pu-
diendo haber ningún fin humano contrario á la naturaleza, sigue-
se que el fundamento de la sociedad está en la naturaleza mis-
ma del hombre, y por lo tanto, en la voluntad de Dios. Que hav  
muchos fines humanos que no pueden realizarse sin el hecho de  
la asociación lo demuestran: 1° las necesidades físicas, intelec-
tuales, morales y estéticas que experimenta el hombre: 2° el 
 
examen de las facultades de que el hombre dispone para satisfa-
cer aquellas, y cuyo examen nos da á conocer su insuficiencia;  
(r) Con tal exactitud expresa esta definición la naturaleza de la sociedad que 
hasta las mismas doctrinas positivistas sirven para comprobarlo. «Une société  
dice Herbert Spencer, au sens scientifique du mot, n'existe que lorsqu'à la juxta-
position des individus s'ajoute la cooperation. Tant que les membres d'un grou 
 
pene combinent pas leurs forces en vue d'une ou plusieurs fins communes, il n'y 
 
a guère de lien pour les unir.» Principes  de Sociologie. Tom. III pág. 33», Trad.  
de M. E. Cazelles. Paris 1883. 
 
•VVV^^ 
 
^^ .  u‘k1  
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y 3° la tendencia del hombre á ensanchar el círculo de sus ne-
cesidades y á perfeccionar sus facultades; lo que constituye el 
progreso, deber tanto del individuo como de la humanidad, Hay 
además otros hechos ó fenómenos que descubre el andlis y sir-
ven para comprobar el fundamento que á la sociedad hemos 
atribuido. La simpatía, la amistad y el amor, como afectos, y 
el lenguaje, como facultad, por una parte; y la degradación mo-
ral y el embrutecimiento, consecuencias de la vida aislada, por 
otra, son prueba de que la sociedad es conforme á la naturale-
za y de que en ésta tiene su fundamento. 
Considerada la sociedad en general, su fin se deduce inme-
diatamente de la definición dada, y si descendemos ahora a las 
diversas especies de sociedades, no es dudoso que habrá en cada 
sociedad particular un fin que le sea propio, y que, bajo este as-
pecto, las sociedades podrán clasificarse teniendo en cuenta los 
distintos fines que se proponen; y cada fin particular, á la vez 
que sirve de base para la clasificación de las sociedades, será 
también la razón de su legitimidad; pudiendo decir con Ahrens, 
que toda sociedad adquiere el derecho de su existencia del 
 fin 
que se propone, y que la acción del Estado debe por tanto limi-
tarse, respecto á ella, á exigir la publicidad de su existencia y 
el conocimiento de sus estatutos. 
El predominio del fin social sobre el individual de cada aso-
ciado, ó vice-versa, nos da también una base para distinguir la 
sociedad llamada civil en sentido extricto de la verdadera so-
ciedad política. 
Cuando en la sociedad se busca el bien general, no por sí 
mismo, sino en cuanto se refiere al bien individual, que por 
aquella se aumenta, surge la sociedad civil (1), propiamente di-
cha, en la que se atiende principalmente al arreglo de las rela-
ciones entre los individuos que la constituyen. 
Cuando la consideración del bien público predomina y la so-
ciedad adquiere la conciencia de su existencia como tal, con-
templándose como una entidad con vida propia, como una per-
sonalidad autónoma, se constituye en sociedad política, cuya 
manifestación más perfecta es el Estado, conocedor de su fin 
propio, peculiar é independiente de cualesquiera otros fines in-
dividuales ó sociales, aunque relacionado con ellos. 
(s) Esta noción no se opone á la que considera á la sociedad civil formada 
pars aumentar las fuerzas individuales y para satisfacer necesidades que fuera de 
ella no pueden ser satisfechas. 
41 (1)/C, ' 
También se han clasificado las sociedades: 1° Por su rela-
ción con la libertad humana, en necesarias, impuestas por la 
naturaleza, obligatorias para el hombre é independientes en su 
constitución del consentimiento de éste; y voluntarias, libre-
mente formadas por los asociados, á perpetuidad ó por tiempo 
limitado, según los fines que persiguen: 2° Por la extensión ó 
número de personas que la constituyen, en universal, formada 
por todos los hombres, cualquiera que sea el lugar donde se 
hallen; y particulares, limitadas á algunos, pocos ó muchos, 
hombres: 3° Por su comprensión ó fines que se proponen, en 
completas, en las que y por las que se puede procurar la reali-
zación de todos los fines  humanos; é incompletas, que sólo per-
siguen alguno ó algunos de los fines particulares, más ó menos 
relacionados con el fin último del hombre: 4° Por los medios 
de que disponen; en perfectas 6 independientes, que tienen á su 
disposición todos los medios necesarios para la obtención de su 
fin propio; é imperfectas ó dependientes que necesitan del con-
curso de otras personas, individuales 6 colectivas, para realizar 
aquel: 5° Por los derechos y deberes de los asociados, en igua-
les y desiguales, según que sean 6 no aquellos unos mismos 
para todos los socios: 6° Por el grado 6 jerarquía social que 
representan, en protarquias formadas por otras inferiores, á 
las que se llama deutarquias, como subordinadas á las prime-
ras, ó consorcios, como iguales entre sí; y 7° Por el tiempo de 
su duración, en perpetuas y temporales. 
Además suelen distinguirse, aunque no con mucha propie-
dad, porque toda sociedad es compuesta, en simples, ó consti-
tuidas por personas individuales, y compuestas, ó formadas de 
otras sociedades; y en naturales, por oposición á las volunta-
rias, si bien todas las sociedades lícitas son naturales ó confor• 
mes á la naturaleza . 
Il--DEFINIC16N DEL ESTADO: SUS ELEMENTOS 
Para fijar ahora el conceptu racional del Estado, preciso es 
partir de la necesidad de que el derecho se realice ; La conside-
ración de esta necesidad nos lleva naturalmente á pensar que el 
derecho no puede cumplirse sin ser antes conocido, y si bien es 
cierto que el hombre conoce por su razón las relaciones más 
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generales cuya regulación corresponde al derecho natural, en 
la vida práctica no bastan aquellos principios, siendo necesario 
además formular reglas especiales ó de derecho positivo. Como 
la mayoría de las personas, individuales 6 sociales, carecen de 
autoridad bastante para formular estas reglas, porque si la tu-
vieran, no habría más derecho que el dictado por la convenien-
cia de cada uno, surge la necesidad de un superior dotado de 
esta autoridad para declarar el derecho en leyes positivas. 
Aun conocido el derecho por medio de las leyes en que ha 
sido formulado, puede 6 no cumplirse, ya por las pretensiónes 
caprichosas de las personas á quienes obligan sus preceptos, ya 
porque, siendo preciso en la práctica establecer una relación en-
tre el precepto jurídico y los actos 6 prestaciones humanas, pue-
de aparecer esta relación más ó menos clara y ser discutible, 
en su virtud, á quién corresponde la facultad y quién está obli-
gado á la prestación, suscitándose una controversia entre las di-
ferentes personas pretensoras, que ninguna puede resolver por 
falta de autoridad. De aquí también la necesidad de otra perso-
nalidad superior para declarar igualmente de qué parte está el 
derecho cuando varias personas le invocan. 
Declarado el derecho en las leyes y en las decisiones que 
resuelven las contiendas jurídicas, puede todavía no cumplirse -._ 
por ignorancia 6ppr malicia y, en uno ó en otro caso, como el 
cumplimiento de la regla jurídica es indispensable para realizar 
el fin humano, hócese preciso restablecer su imperio, y para esto 
es necesaria también una personalidad superior á' los concul-
cadores, con autoridad y poder material bastante para conse-
guirlo . 
Pues esta personalidad superior á todas las que pueden 
desconocer, controvertir 6 conculcar el derecho, no puede ser-
lo el individuo, ni ninguna sociedad que esté subordinada á 
otra, y por esto definimos el Estado: sociedad autónoma orga-
nizada para la consecución del fin humano por la realización 
del derecho (1). 
(r) «El Estado de un pueblo es el conjunto de ruedas 6 mecanismos por me-
dio de los cuales se mueve y persigue su destino, y por lo mismo viene á ser la 
personificación dé la nación misma considerada, no en la colectividad de los in-
dividuos que la componen, sino en el funcionamiento de la vida social y de sus 
órganos constitucionales..—(Redue cath. des Instil. et du Droit. Marzo, 189o.) 
En esta definición se confunde el $stado cou las autoridades que ejercen 
el poder público, 
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En esta definición se contiene, á mi ver, el verdadero con-
cepto del Estado, porque se da á conocer su naturaleza diciendo 
que es sociedad autónoma, y su fin propio, que le imprime un 
carácter distintivo. Hállase además conforme con la etimología, 
status, en cuanto esta palabra significa modo de ser permanen-
te de una cosa; y aun significando capacidad para el derecho, 
pues el Estado tiene la plenitud de ésta . 
Pasando ahora á determinar los elementos del Estado, es 
indudable, como dice Rossi, que el Estado es un cuerpo com-
plejo, un conjunto que resulta de elementos diversos, más ó 
menos coordenados que conspiran al mismo fin; que, siendo el 
Estado una agregación de hombres, hay en la organización de 
todo Estado elementos necesarios y elementos que no lo son, 
elementos inmutables y comunes á un Estado cualquiera y ele-
mentos variables. Prescindiendo de los últimos, toda vez que 
en esta parte nos concretamos al estudio de lo general y común 
á todos los Estados, de nuestra definición se desprende que sus 
elementos esenciales son dos: los individuos, y el poder públi-
co, correspondientes ambos á los elementos que integran todo 
ser con existencia real, la materia y la forma. 
Algunos autores, al estudiar el elemento material del Esta-
do, distinguen la materia próxima de la remota y afirman que 
"la materia de que próximamente consta la sociedad política, 
Otras definiciones del Estado, aunque muy profundas algunas de ellas, cree-
mos que no determinan su concepto con toda claridad y precisión. 
Ahrens dice que el Estado es «el orden general del derecho.» Esta concep-
ción nos parece demasiado formal, y, como tal, no da á conocer los elementos, 
constitutivos, ni la naturaleza verdadera del Estado. 
Rossi entiende por Estado «una asociación de familias con el fin de procu• 
rarse los medios de realizar el destino humano en este mundo;» definición que da 
lugar a confundir el Estado con el municipio, la provincia y la nación, y es 
además algo vaga, porque no precisa el fin directo é inmediato del Estado. 
Bluntschli dice que Estado es «la persona políticamente organizada de la 
nación en un país determinado;» concepto inexacto, según Reus y Bahamonde, 
porque «el fin del Estado no es solo la política, sino también el derecho, y no 
hay nación sin país, según hoy se entiende la palabra nación.» 
Otros llaman Estado al «conjunto de los poderes públicos;» cuya noción es 
incompleta, porque excluye á los individuos y otras entidades que con aquellos 
forman el Estado; defecto en que también. incurre Dupont-White al decir que «el 
Estado es la Autoridad existiendo, no por sí misma, sino por 6 para la sociedad», 
y que «la esencia del Estado es ser el poder de la razón expresado por la ley, y no 
el del hombre pervertido por la fantasía. » 
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no son los individuos, sino las familiàs; porque el hombre es 
miembro de la sociedad política en cuanto lo es de la domésti-
ca; no se une á la primera sino por medio de la segunda, y no 
obtiene su integridad y su perennidad sino por medio de la fa-
milia . ,, 
Reconocemos que el Estado se compone de familias, como 
también que el ser humano se completa y perpetúa por la fami-
lia; pero no podemos admitir que los individuos todos se unan á 
la sociedad política por medio de aquella, pues, de ser así, no 
formarían parte del Estado los célibes; ni que la sociedad políti-
ca sólo sea necesaria al hombre como un complemento de la 
doméstica, como pretenden dichos autores, porque el derecho 
es necesario á todos, y en la vida humana, individual 6 social, 
no se cumple por desgracia sin la intervención del Estado. Ade-
más; si los elementos son lo más simple que entra en la compo-
sición de los seres, los individuos y no las familias serán el 
verdadero elemento del Estado, en cuanto éste es sociedad. Las 
familias, como los municipios y las provincias son miembros, 
órganos del Estado y aun partes, si se quiere, considerados en 
su individualidad; pero no elementos propiamente dichos, como 
no son elementos del cuerpo, aunque sean partes del mismo, los 
órganos destinados á las funciones varias que exige la vida de 
todo organismo. 
Otros añaden á los dos elementos indicados arriba el terri-
torio; pero en este vemos nosotros una condición para la exis-
tencia de los individuos que componen la sociedad, y aun para 
la independencia del Estado; no debiendo confundirle con los 
elementos integrantes, como no se confunden, por ejemplo, la 
atmósfera ; que es condición de vida para el hombre en su esta-
do actual, con el espíritu y el cuerpo, qué son elementos de 
su ser. 
III-FIN DEL ESTADO Y MODOS DE REALIZARLE 
Al hablar del fin del Estado, suscita Bluntschli la cuestión 
de si el Estado tiene fin propio, 6 si, por el contrario, es sólo me-
dio para los fines individuales; y añade, que este problema, re-
suelto por las teorías antiguas en sentido afirmativo, pero exa-
gerando el fin propio del Estado hasta crear un verdadero 
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socialismo y originar la tiranía, ha tenido también solución com-
pletamente contraria á la anterior, principalmente entre los 
escritores ingleses y americanos. 
Unas y otras doctrinas son tan exageradas como exclusi-
vistas, porque el Estado puede ser y es medio para el individuo 
en cuanto le facilita el cumplimiento de su destino, y tiene fina-
lidad propia por ser persona, á la que por otra parte auxilian 
también los individuos con sus actos y prestaciones. Entre el 
bien social, representado por el Estado, y el bien particular de 
los individuos hay cierta relación y dependencia, como es fuer- 
za que la haya entre el todo y los miembros, y en tal sentido se 
concibe que aquel pueda exigir á éstos sacrificios cuya utilidad 
no les alcance actualmente; pero que son necesarios para la con-
servación 6 para el engrandecimiento ulterior del Estado. Del 
mismo modo, hay ocasiones en que las necesidades individuales 
son tan apremiantes, que exigen la intervención del Estado para 
satisfacerlas por medio de auxilios directos, sacrificios ó dis-
pendios de muy dudosa conveniencia actual y en ocasiones nula 
para el Estado. 
Debemos pues afirmar que, si bien el Estado puede y debe 
servir de medio para los individuos, tiene asimismo su fin pro-
pio, el cual, a nuestro entender y conforme á la definición del 
Estado, es doble: directo ó inmediato, la realización del dere• 
cho; y mediato 6 indirecto, la consecución del fin humano. 
Dejando á un lado el segundo, como genérico y común á 
toda sociedad, el Estado pítede realizar su fin por dos modos 
diferentes, según que dicte la regla jurídica y exija el cumpli-
miento çïel derecho, respetándolo á la vez por su parte; ó preste 
él mismo las condiciones que jurídicamente le sean exigibles 
por las demás entidades individuales 6 colectivas. 
A estos dos modos por los que el Estado puede y debe rea-
lizar su fin, corresponden dos funciones llamadas, una regula-
dora, y otra complementaria ó supletoria. 
La primera toma naturalmente su nombre de los actos que 
realiza. En efecto, toda fuerza, toda actividad tiene su propia 
esfera, y si cada una se ejercitase dentro de ella, se tendría 
mucho adelantado para el cumplimiento del derecho; pero des-
graciadamente, como ya hemos indicado, ó se desconocen mu-
chas veces los límites de cada una, ó, aun conociéndose, se in-
vaden los de las demás, ejercitándose unas á espensas de las 
otras, y de aquí perturbaciones y trastornos que son otros tan-
tos obstáculos al desarrollo y marcha de la sociedad. Pues el 
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Estado, manteniendo el equilibrio, la proporción y la armonía 
entre estas fuerzas; haciendo que todas ellas se respeten dentro 
de su peculiar dominio; restableciendo el orden trastornado por 
aquellas intrusiones; en una palabra, proporcionando las con-
diciones para que el ejercicio de todas las fuerzas sea ordena-
do, realiza su fin de un modo regulador. 
Por otra parte todas las esferas ú órdenes sociales, ya pro-
vengan de la asociación reflexiva, ya de la cooperación espon-
tánea de las fuerzas individuales y de su concurrencia á la pro ,- 
 ducción del bien público, sirven de condiciones para conseguir 
éste. Los individuos contribuyen también con sus facultades á 
la vida, al desarrollo y al progreso social, á la realización del 
fin general humano; pero tanto el resultado de las fuerzas que 
obran asociadas, espontánea 6 reflexivamente en esferas ú ór-
denes inferiores al Estado, como las que operan aisladas, son 
insuficientes para el logro del fin común. Pues el Estado, vinien-
do en auxilio de las diversas clases de fuerzas que se ejercitan 
dentro de la sociedad, desempeña una función supletoria, y en 
tal sentido realizará su fin siempre que proporcione á los hom-
bres condiciones de vida 6 de cultura que fuera de él no pueden 
encontrar. 
Debe, sin embargo, entenderse que esta fuerza del Estado 
es de un carácter especial; que no es fuerza que produce inven 
ciones industriales, ni descubrimientos científicos, ni dogmas re-
ligiosos, ni procedimientos económicos, ni bellezas artísticas; 
todos estos efectos tienen su causa propia, y la misión del Es-
tado no es otra, ya lo hemos repetido, que proporcionar á estas 
causas condiciones para que puedan producir. Por lo que, si el 
Estado, ó mejor, el poder que le representa, ha visto, por ejem-
plo, que por no asociarse, ó por el espíritu de rutina, ó por las 
preocupaciones, etc., tales ó cuales fuerzas quedan improduc-
tivas, debe fomentar ó facilitar los medios favorables y procu-
rar la destrucción de los obstáculos opuestos al ejercicio con-
veniente de aquellas fuerzas; pero sin que su intervención sea 
jamás directa, y distinguiendo siempre su misión, que es pro-
porcionar condiciones, de la acción individual ó de otras socie-
dades, que es producir resultados directos. 
En el ejercicio adecuado de estas dos funciones, la regula-
dora y la supletoria, está contenida la realización del fin del 
Estado. 
La función reguladora puede ser realizada por medidas que 
tiendan: primero, á hacer respetar la personalidad de cada in- 
s 
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dividuo y entidad social: segundo, á evitar colisiones entre es-
tos individuos y entidades: tercero, á restablecer el orden tras-
tornado; y cuarto, á procurar que se auxilien mutuamente to-
das las personas é instituciones sociales.  
La supletoria puede ejercerse: primero, por actos formales 
que pongan á cada esfera de vida y cultura en situacion de po-
der desarrollarse: segundo, por auxilios materiales, que sean el  
sostén de quellas medidas formales, cuando el atraso, por ejem-
plo, de la sociedad en general ó la índole particular de algunos  
trabajos hacen imposible ó muy difícil su cultivo; y tercero, por  
actos que consistan en remover los obstáculos, ó en ejecutar  
las obras que las fuerzas individuales no puedan por sí solas re-
mover ó ejecutar (1).  
Entre los actos, por medio de los que puede realizarse el  
fin del Estado, incluyen también algunos autores los relativos  
á la existencia y conservación de la sociedad política en un te-
rritorio independiente. Nosotros, sin embargo, creemos que ta-
les actos no se refieren directamente á la consecución del fin del  
Estado, porque éste, como todo ser, sólo puede realizar su des-
tino á condición de existir; y así sucede que, al decidir en la  
práctica acerca de la justicia y moralidad de los actos ejecuta-
dos por el Estado para cuidar de su existencia, nunca se tien s 
en cuenta la conformidad de tales actos con el fin del Estado,  
sino el derecho de conservación, que le es común con todas las  
demás personas físicas y morales. 
 
Bluntschli, después de examinar algunas concepciones fal- 
sas, incompletas ó exageradas del fin del Estado dice que "su  
fin verdadero y directo es el desarrollo de las facultades de la  
nación, el perfeccionamiento de su vida por una marcha pro- 
gresiva que no se ponga en contradicción con los destinos de la 
 
humanidad, deber moral y político sobreentendido:,, fórmula 
 
que "comprende todo el fin del Estado, y respeta los caracteres 
 
y las necesidades particulares de las naciones y la variedad de 
 
su desarrollo, asegurando al propio tiempo la unidad del fin (2).,, 
Examina luego el mismo autor las diversas tendencias que 
 
pueden manifestarse en la nación, haciendo notar de paso los 
 
peligros de su exclusivismo, y enumera como principales:el 
 
desarrollo del poder, tendencia derivada de la necesidad que  
tiene el Estado de ser poderoso para hacerse respetar en el ex- 
0) V. Ahrens, Droit nat., 6a edic. franc. 
(y) Dcho. públ. .uni . ,Tom. I, pág. 265. Trad. de G. Moreno y Ortega, 
^ 	 'v_ ;
t 
// 
^ %bb ^ ^ Vl^ (J•.^^1n^3^ ' ^%¡9 	
. l. . -tn.Y Q.r•  ^+ 	 .  V 	 . 	 G,:6M 	 i/V' ^^.í .-w .. 
^ 	
¡ 	 ( 	 ^/`, 	 ^i 	 l 	 ¡ 
^^f. 
	
Jr 4.., .NVwin.wtl ,^ _ Lé^ G , ¡¡j '0/^ 6  ^,,, 	 , l t _ ^ - 	 /7 
	
I 	 ) (f V ^ 
'-^ Î ¡^vt'^.^' '^(^.^  h^ 
 V r^ 	 "ti^  e ^^U`R^à^o^^ry^  ^ 	 ^!/i ^%/^i}y^ ^ ^ 
	
^ 
• 	 C 	 ^ 
 : .^ ^^ t ,^ .^ ., 	 ^ . 	 ^ . , ^. J ^  1--t. el, ' 
^ 1^ ^^  ^  ^
. f,,  
	
r e—w 3 1---,J 	 , ` y, 	 ..^^ ^C  ,L' va ^Ó^Q ^. :^ 
'^F 	 r- ^   ... , ^ . 	 . 	 "^ ^ 	 " 	 . 	 r J 
	
^^i ele‘ ---• o ---t- ^2 ^ 
^ 
. .. 
 ^ ; ^ . , a ^ f t. 	 ' C 	 S •  
-87- 
terior y por sus miembros9ciertas tendencias económicas, según 
que en la nación predomina la industria pastoral, la agrícola, 
la fabril 6 la comercialg el cultivo de los intereses  civilizado-
res, como el arte y la cienciagla garantía jurídica de las liber-
tades públicas y privadas, que, considerada como misión prin-
cipal del Estado, engendra los libres Estados de derechofJy la 
manifestación de la unidad nacional  como expresión de los 
sentimientos de un pueblo consciente de su unidad. 
Tanto el fin directo asignado por Buntschli al Estado, como 
las tendencias varias que pueden manifestarse en los diversos 
Estados, caben dentro de los fines que nosotros hemos fijado co-
mo inmediato 6 mediato cuando el Estado se encarna en la na-
ción; pero como también hay otras agrupaciones inferiores, por 
ejemplo, la ciudad, que pueden constituirse en Estado cuando 
para ello tienen poder é independencia bastante, menester es no 
confundir las entidades nación y Estado, que realmente son di-
versas, y distinguir también el fin directo y propio de cada una. 
IV—RELACIONES DEL ESTADO CON LAS DIVERSAS ENTIDADES 
Y ORDENES SOCIALES 
Expuestos los modos principales por los que el Estado pue-
de realizar su fin, fácil será conocer la misión que al mismo in-
cumbe respecto á los órdenes diversos de la vida y de la activi-
dad humana. Estos órdenes pueden distinguirse, ya bajo el pun-
to de vista de la cualidad, ya bajo el de la cantidad (1), pues 
aunque esta última no sea una base muy propia para fijar dis-
tinciones, sin embargo, cuando se la conoce constantemente 
como mayor ó menor, puede dar lugar á varios grados perma-
nentes en determinada escala, y bajo tal aspecto ser aceptable 
para el objeto indicado. 
Los diversos órdenes sociales pueden ser clasificados, bajo 
el aspecto de la cualidad, en esferas de vida y esferas de cultu-
ra. Llamamos esferas de vida á aquellos órdenes en que resalta 
sobre todo el hecho de la existencia independientemente de tal 
6 cual modo especial de ser, y de cultura á aquellos otros en que 
(I) V , Ahrens, Derecho natural. 
J' 
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aparece de un modo más notorio la particular manera de vivir 
intelectual, moral, estética y aun materialmente. 
Las . esferas de vida se distinguen principalmente bajo el 
punto de vista de la cantidad, porque desde el individuo hasta 
el Estado se hallan representadas por agrupaciones cada vez 
mayores que expresan otros tantos grados sociales en que se 
manifiesta la vida. Entre nosotros pueden enumerarse la familia, 
el municipio, la provincia y la nación. 
Las esferas de cultura pueden distinguirse cualitativamente 
por el fin peculiar de cada una; y, como los fines principales, 
que deben realizarse en la sociedad, son el religioso, el moral, 
el científico, el artístico y el económico, las instituciones de cada 
una de estas clases serán otras tantas esferas, cuyas relaciones 
con el Estado habremos de exponer despues de haber consigna-
do las que sostiene con las,esferas'de vida., 
La familia es una reunión de individuos ligados entre sí por 
los vínculos de la sangre y dirigidos por un jefe que les dió la 
naturaleza. 
Por esta definición se ve que la familia es una sociedad na-
tural; pero aunque así sea, no vive sólo en si y por sí, sino que 
vive en el Estado y también por él en cierto modo; resultando 
que puede y debe ser estudiada bajo dos puntos de vista, uno 
privado y otro público. Bajo uno y otro aspecto tiene sus fines 
propios: privddamente, el fin de la familia es el auxilio mutuo 
de los que no están en condiciones de proporcionárselo por sí 
mismos y la educación recíproca y de los menores: bajo el as-
pecto público, el fin de la familia es contribuir la realización del 
derecho por su buena organización y por la realización del 
mismo derecho dentro de su propio seno. De estos fines se 
 des-
prende que el Estado no puede jurídicamente intervenir en los 
modos con que se proporcione su sustento, ni en los procedi-
mientos que los padres empleen para educar á sus hijos; á me-
nos que estos medios sean contrarios, ó bien al derecho que la 
sociedad en general tiene al servicio de sus miembros, ó bien 
al derecho de los mismos individuos que componen la familia. 
Asi es que podrá corregir los brutales abusos de la fuerza, que 
priven á la sociedad de uno de sus miembros ó le inutilicen, y 
la educación inmoral, ó mejor la perversión, que lleve á la so-
ciedad un miembro no sólo inútil, sino perjudicial. En cuanto á 
la organización de la familia, no pretendemos que la naturaleza 
deba ser enmendada en este punto; más, cuando la organización 
natural es trastornada, total ó parcialmente, por la muerte del  
n 
e 
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jefe ó por la tendencia á sobreponerse los que deben estar su-
bordinados, el Estado puede y debe intervenir dándole una or-
ganización supletoria, ya, por ejemplo, con la institución de los 
tutores, ya con el consejo de familia, y otras análogas. 
El municipio, que es una reunión de familias é individuos 
en una localidad determinada para facilitar la consecución de 
los fines esenciales de la vida, del mismo modo que la familia, 
no vive sólo en sí, sino que vive en el Estado y de algún modo 
por él. De donde se infiere que, si el municipio, como persona-
lidad con fin propio, tiene derecho á arreglar por si solo los 
asuntos que con este fin dicen relación, considerado como parte 
integrante del Estado, muchos de sus actos han de caer bajo la 
inspección de éste y hallarse sujetos á su dirección. Fijar la 11-
nea divisoria de la acción del Estado y de la propia del muni-
cipio es más difícil que determinar las relaciones del Estado con 
la familia, porque ésta, á diferencia del municipio, tiene una 
organización natural, y los fines propios que ha de llenar son 
también naturalmente conocidos por todos. Sin embargo, no 
perdiendo de vista el fin directo del Estado, que es la realización 
del derecho, y la multiplicidad de fines que el municipio puede 
abarcar, la cuestión se presenta más sencilla, pudiendo resol-
verse en estos términos: el municipio deberá tener completa au-
tonomía siempre que en la gestión de los asuntos municipales 
no se conculquen las reglas generales del derecho, ya adoptan-
do medidas arbitrarias, ya imponiendo al vecindario sacrificios 
que no se compensen con el beneficio reportado de la vida en la 
localidad, ya gravando á las generaciones futuras de un modo 
egoista en provecho exclusivo de la presente. Mas, como el 
municipio forma también parte del Estado, éste tendrá derecho 
á determinar sus relaciones con los otros municipios y demás 
esferas sociales, consideradas también bajo su aspecto público, 
y con el mismo Estado, para que resulte el equilibrio y la ar-
monía, y no el desquiciamiento y la desorganización social. 
Esta intervención es con toda propiedad una manifestación de 
la función reguladora. del Estado, y á ella estaría reducida la 
misión de éste, si no hubiera circunstancias anormales ó ex-
traordinarias en las que, peligrando, por ejemplo, la vida del 
municipio, se hace necesaria una intervención más directa del 
Estado, prestando á aquel su apoyo, como deber que se deriva 
de su función complementaria. 
La provincia, análoga por sus fines al municipio, y á cuyo 
régimen pueden aplicarse los mismos principios consignados 
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respecto á éste, es una agregación de municipios contiguos, 
cuyo lazo de unión debe ser la comunidad de afectos, intereses 
y tradiciones. Su organización, del mismo modo que la del mu-
nicipio, debe responder sus dos fases, pública y privada, de 
modo que, si bajo esta última el municipio y la provincia han de 
tener su poder local y propio en los ayuntamientos y diputacio -
nes, bajo su aspecto público, deben consentir y aun admitir de 
buen grado delegados del poder central que representen y con-
serven en armonía tales relaciones. 
Cual sea el mejor sistema de organización, tanto munici-
pal como provincial, es cuestión eminentemente práctica y que 
no puede resolverse sin tener en cuenta el carácter, la historia 
y las necesidades, no sólo del Estado, sino de cada una de estas 
esferas; por más que, no siendo éstas al cabo otra cosa que rue-
das del organismo superior de aquel, deba buscarse siempre 
en lo posible la uniformidad, ó por lo menos, la semejanza en 
la organización (1). 
La nación, considerada como sociedad de familias y pueblos 
unidos por los vínculos del origen, lenguaje, tradiciones, senti-
mientos y carácter comunes, y que viven en un determinado te-
rritorio, sostiene con el Estado relaciones tan íntimas que ha 
llevado á algunos pensadores á confundirlos ó poco menos (2). 
Y en efecto, cuando el Estado se encarna en la nación ó ésta se 
constituye en Estado, aparecen como la misma sociedad, por-
que los elementos materiales son á ambos comunes, las fuerzas 
de que disponen son las mismas en muchos casos, y la dirección 
y régimen de la nación y de sus fuerzas se halla encomendada, 
(i) V. nuestros Principios de Derecho administrativo, t. I, pág. 1 43 á 1 47 y 
176 a 185. 
(2) Le sentiment de nationalité peut avoir été engendré par diverses causes; 
c'est quelque fois l'effet de l'identité de race et de souche; souvent la communau-
té de langage et la communauté de religion contribuent á le faire naltre, les limi-
tes géographiques également. Mais la cause la plus puissante de toutes, c'est 
l'identité d'antécédents politiques, la posesión d'une historie national et par con-
séquent la communauté de souvenirs, l'orgueil et l'humiliation, le plaisir et le 
regret collectifs se rettachant aux memes incidents du passé. Cependant aucune de 
ces circonstances n'est, ou indispensable, ou absolument suffisante á elle seule  
Les institutiones libres sont presque impossibles dans un pays composé de natio-
nalités différentes, chez un peuple où n'existe pas de lien sympathique, surtout si 
ce peuple lit et parle des langues différentes. L'opinion publique et generale né-
cessaire á l'oeuvre du gouvernement représentatif, ne peut exister., Stuart Mill, Le 
Gouvernement représentatif. Págs. 383-385. Trad. de Dupont White, París 1877. 
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en los Estados nacionales, al mismo poder público. Con todo, 
una y otro tienen medios que le son propios porque sus fines son 
distintos, pues mientras el Estado prosigue directa y principal-
mente el fin jurídico, la sociedad nacional no es extraña á nin-
gún fin humano y puede proseguirlos todos directamente sin 
faltar á su misión. Por lo mismo, el Estado, como tal, debe de-
jar que la espontaneidad nacional se desarrolle, sin pretender 
regularlo todo, ni mucho menos cumplir por sí los fines propios 
de la nación; pero, como en algunos casos la actividad de ésta 
puede extraviarse, 6 peligrar su vida, 6 carecer de medios pro-
pios bastantes para el logro de su fin, el Estado puede y debe 
venir en su auxilio, ya regulando sus actos, ya prestándole coo-
peración y  auxilio, ó ejerciendo en su obsequio, como puede 
ejercitarla en beneficio de cualquiera otra entidad, individual 6 
colectiva, la función complementaria 6 supletoria de que antes 
hemos hablado. 
Sucintamente expuestas las relaciones del Estado con las 
diferentes esferas de vida, veamos las que debe sostener con los 
diversos órdenes de cultura . 
La religión es sin duda la palanca más poderosa para el 
arreglo y ordenada dirección del Estado. Expresión del vincu-
lo de amor, de respeto y sumisión con que toda criatura debe 
unirse á su Criador, las verdades y los preceptos religiosos si-
guen al hombre por doquiera, lo mismo en el silencio del hogar 
que en las agitaciones de la vida pública; y su influjo se hace 
sentir constantemente, ya en la calma que produce el cumpli-
miento de sus mandatos, ya en la vacilación, en la intranquili-
dad ó en el malestar, que va anejo á la infracción de éstos ó á 
la negación de sus verdades. Esta influencia decisiva, que la 
religión ejerce y que ha sido conocida por todos los hombres de 
Estado, ha llevado á los unos á querer dirigir las conciencias, 
mientras por otro lado dictaban leyes é intentaban de este modo 
hacer incontrastable su poder, uniendo á la sanción civil la re-
ligiosa. Otros, por el contrario, y con el mismo conocimiento 
de esta influencia, queriendo romper completamente con el pa-
sado, trastornar ó reformar, según dicen, la sociedad desde sus 
cimientos, han principiado por atraerse á las muchedumbres, 
adulándolas con la apoteosis de su poder, cegando su inteligen-
cia para la verdad religiosa con el vértigo en ellas producido 
por la sobreexcitación de sus pasiones y lanzándolas, para ex-
plotarlas, en el cieno del materialismo 6 en las sombras del in-
diferentismo religioso . 
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De aquf la necesidad imperiosa de asentar sobre bases fijas 
los principios que determinan y han de tenerse en cuenta para 
establecer las relaciones entre el Estado y las creencias reli-
giosas. 
Por de pronto es indudable que el Estado, como tal, ni debe 
ni puede llevar su acción hasta las conciencias, que bajo este 
punto de vista el hombre es libre en su conciencia, de hecho y 
de derecho. De hecho, porque no hay fuerza humana capaz de 
alterar, ni cambiar los actos que  se' consuman en el fuero inter-
no. De derecho, porque á Dios plugo que su ley se cumpliera 6 
infringiera voluntariamente por el hombre, fundando en la li-
bertad del cumplimiento ó la infracción los méritos para el pre-
mio ó castigo subsiguiente. Las creencias y los sentimientos 
religiosos, mientras no se manifiestan al exterior por actos po-
sitivos, son asunto privado, y como tal no puede el Estado in-
tervenir en ellos. 
Además, como el Estado es una institución• para la reali-
zación del derecho, y éste se determina por las condiciones nece-
sarias para la vida 6 perfección humana, siendo la libertad en el 
querer condición de la personalidad, mediante la que. Dios ha 
querido que se cumpla el destino humano, y no fatalmente, como 
hubiera podido hacerlo y lo ha hecho con los demás séres de,la 
naturaleza, el Estado debe respetar y  garantir este derecho . 
Esto no quiere decir que la conciencia de cada unu sea la regla 
de sus actos: la conciencia es luz que, bien aplicada, .puede 
guiar al hombre por buen camino, así como también extraviar-
le, si de ella no se usa bien. 
El Estado, ó mejor su poder, debe, pues, respetar la .con- 
ciencia individual en materia de creencias; más, como á la vez 
tiene el convencimiento de la gran importancia de éstas para el 
régimen social, ha de procurar también que haya creencias. Es-
te deseo del Estado dicen algunos que no debe manifestarse por 
medidas,encaminadas directamente á fomentar una religión ó á 
destruir otra, porque ni él es maestro de dogmas ni, corno Es-
tado, puede reivindicar para sus creencias el dictado de infali-
bles. En este razonamiento nos parece que hay algo de sofísti-
co. Bueno que el Estado no sea maestro de dogmas; pero nada 
impide que él crea en la verdad de ciertos dogmas, como cree 
en las ventajas de tal 6 cual plan económico, proclamando en 
su consecuencia la libertad del comercio, 6 erigiéndose por el 
contrario en protector de la industria nacional; como juzga que 
ciertos actos son perniciosos para la sociedad, prohibiéndolos 
..,.1114,
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por consiguiente, y que ciertas instituciones son benéficas y 
moralizadoras, procurando por lo mismo su conservación y fo-
mento. Si el Estado no es un mito 6 una pura abstracción, si es 
una persona real, tendrá, como toda persona, inteligencia y vo-
luntad, opiniones y creencias, obligaciones y deberes. Si el Es-
tado ateo no fuera un absurdo, el Estado moral, el Estado res-
ponsable seria una contradicción flagrante, porque sin un Dios 
superior al Estado, no alcanzamos quien pueda exigirle cuen-
ta de sus actos, quien pueda hacer efectiva aquella responsa-
bilidad. 
O Dios y las relaciones consiguientes en que es necesario 
suponer á la sociedad, ó la negación de la persona y de la mo-
ral social: en otros términos; 6 Dios y la religión social, 6 la 
agrupación de hombres, y ho la sociedad. Llegando á esta dis-
yuntiva, no juzgamos racional decidirnos por su segundo térmi-
no, y pensamos que de lo expuesto se puede lógicamente con-
cluir: que la sociedad existe como persona moral; que, como ser 
moral, presupone la existencia de Dios; que en tal concepto 
tendrá creencias acerca de este Dios y de las relaciones que á 
él la unen; que estas creencias y relaciones constituyen la reli-
gión; que al preferir unas y desechar otras lo hará porque juz-
gue aquellas verdade .ras, y que por lo mismo debe fomentarlas 
y protegerlas, procurando á la vez la destrucción de las contra -
rias, á menos que juzgue á todas igualmente buenas, lo que es 
un absurdo, 6 que la necesidad le obligue á obrar de otra 
manera. 
Téngase presente, sin embargo, que al consignar el hecho 
de que el Estado juzgue unas creencias, 6 una religión superior 
á otra, no significa que no esté siempre obligado á respetar la 
religión verdadera, á protejerla y defenderla; y que ni la con-
ciencia individual ni la colectiva 6 del Estado son ni pueden 
ser criterio de verdad en materias religiosas, pues las verdades -
de esta clase están por cima del modo de apreciarlas los hom-
bres con la sola luz de su razón. 
Nótese también que al sentar como un derecho del Estado 
el oponerse al desarrollo de las creencias contrarias al dogma 
religioso que acepte, no pretendemos que se ataque a los indi-
viduos, ni que se busque en la persecución de éstos la destruc-
ción de aquellas. Las creencias erróneas pueden ser combati-
das por el Estado, negándoles los derechos que a la verdad se 
conceden, proscribiendo sus manifestaciones, presentando obs-
táculos á su germen y desarrollo en vez de proporcionarles con- 
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diciones favorables. Pero esta cuestión implica la de las rela-
ciones del Estado con los cultos, de que vamos á ocuparnos, 
procurando hacerlo con entera imparcialidad y sin mira alguna 
exclusivista. 
Toda creencia tiende naturalmente á manifestarse por actos, 
y desde el momento en que estos actos se exteriorizan, pueden, 
como todos los externos, coadyuvar ó entorpecer la realización 
del fin social, siendo para el mismo, ya condición, ya obstáculo, 
según las circunstancias. Ahora bien, si el derecho está consti-
tuido por las condiciones que, aunque dependientes de la liber-
tad humana en su cumplimiento, han sido impuestas por Dios al 
hombre para que llegue á su destino, es indudable que entre la 
religión, conjunto de creencias relativas á Dios y sus obras, y el 
derecho, conjunto de condiciones dé que Dios ha hecho depen-
der el destino humano, habrá relaciones muy íntimas; que una 
religión falsa es incompatible con un derecho verdadero y vice-
versa; y de aquí que la religión, 6 mejor el culto que la expresa, 
pueda ser ó no condición jurídica, regulable en el derecho. Sien-
do esto así; si el Estado se hallara en posesión segura, cierto de 
las verdades religiosas 6 de las jurídicas, las unas le servirfan 
para contrastar las otras y, siendo su misión realizar el dere-
cho, proscribiría las manifestaciones religiosas contrarias á 
éste, ó comprendería que iba desacertado al juzgar como dere-
cho lo contrario á la religión. Así sucede, en efecto, con mu-
chas relaciones generales, admitidas universalmente corno ver-
daderas y comunes á la religión y al derecho, lo mismo que á 
la moral: la existencia de un Dios, en el que la religión y la mo-
ral ven al Criador y ordenador, y el derecho al legislador del 
universo; los preceptos negativos del Decálogo concernientes 
á relaciones entre los hombres; la obediencia á los superiores, 
y otras análogas, son verdades de esta clase, que, á pesar de no 
servir por su misma generalidad para conocer si una religión 
determinada es falsa ó verdadera, son útiles, por su evidencia, 
para decidir que aquellas religiones que no las reconozcan ó las 
rechacen no son verdaderas, y como falsas, opuestas al derecho, 
debiendo ser proscritas del Estado sus manifestaciones. Esta 
nuestra opinión se confirma en cierto modo por la autoridad, en 
cuanto que ni aun aquellos que más blasonan de libre-cultistas 
creen permisibles, por ejemplo, las ceremonias del fetiquismo. 
En cuanto á las demás religiones y cultos que no violan de 
un modo tan directo y evidente estas verdades universales, 
creemos, examinando este punto á la luz de la razón exclusiva- 
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mente, que ni deben proscribirse en absoluto por el Estado, ni 
admitirse sin restricciones. 
Los partidarios de la libertad de cultos pretenden que, como 
el Estado no es maestro de dogmas, no debe ser juez en ma-
terias religiosas, admitiendo unas y proscribiendo otras. Aun 
concedida la premisa, no creemos, sin embargo, que pueda de-
ducirse en buena lógica la conclusión propuesta. El Estado, es 
cierto, no debe ser juez en materias religiosas, si su fallo ha de 
recaer sobre la verdad ó falsedad de las doctrinas; pero acepta-
da una doctrina por el Estado y prestándola su asentimiento, la 
razón exige que sea consecuente, que proceda con arreglo á sus 
convicciones, y que obre como obraría todo ser racional, pro-
curando el triunfo de lo que juzgue bueno y conveniente y la 
destrucción de lo falso y pernicioso. Así, creemos que la solu-
ción del problema sobre la libertad de cultos, como eminente-
mente práctica, depende principalmente de la relación en que 
el Estado se haya colocado respecto á una creencia determina • 
da y del carácter y naturaleza de ésta. 
Si el Estado, que no puede ser indiferente, sopena de no ser 
moral, profesa una religión libre-pensadora, es decir, una reli-
gión cuyos dogmas se resuman en este principio, "todo hombre 
que piense y obre conforme á sus opiniones y creencias, pien-
sa y obra bien,,, el Estado, para ser consecuente, habrá de per-
mitir el culto privado y público de todas las religiones no con-
trarias al Derecho natural. Mas si, por el contrario, el Estado 
profesa una religión cuyo dogma fundamental sea que "sólo ella 
posee la verdad y prescribe el bien, y que fuera de ella no se en-
cuentra otra cosa que el error y el mal,,, en este caso la conse•• 
cuencia y la lógica exigen que el Estado proscriba todo lo que 
manifestándose al exterior se oponga á los dogmas que profesa 
ó á los preceptos religiosos que venera, si son conformes con el 
Derecho natural; á menos que la necesidad reconocida, ó el de-
seo de evitar un mal mayor le precise á obrar de otra manera. 
Por ejemplo: los Estados que profesan una religión protestante 
no son consecuentes con sus principios sino admiten la libertad 
de cultos; mientras que los Estados católicos, por el contrario, 
sólo pueden llamarse lógicos proscribiendo toda clase de cultos 
que no sean el católico, á menos que la necesidad les obligue, 
pues, en este caso, aun los mismos representantes supremos de 
la religión católica han transigido en cierto modo, celebrando 
concordatos para evitar mayores males. 
Para determinar las relaciones del Estado con el orden mo- 
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ral, conviene fijar antes las que existen entre la moral y el dere-
cho, fin directo de aquel, notando al efecto sus semejanzas y di-
ferencias más notables. 
La principal semejanza es que una y otro se refieren á la 
voluntad, en cuanto que una y otro son reglas de la actividad 
libre del hombre; y tienen también de común, que, si la moral 
se propone el bien humano como .fin, el derecho indica y garan-
tiza muchos de los medios que á dicho fin conducen ó de las 
condiciones para conseguir aquel bien. 
El bien humano, considerado en si mismo, consiste propia-
mente en la realización del destino del hombre, ó en la posesión 
de los medios para realizarle; y bajo el punto de vista de la 
forma, se llama bien el acto humano apreciado, ora en su causa 
ó intención del agente, ora en sus consecuencias ó efectos que 
produce. 
De los dos modos de considerar el bien por su forma surge 
la primera diferencia entre la moral y el derecho y las distintas 
denominaciones, de moral y de jurídico, que al acto humano se 
aplican, según que en él se estudien los motivos ó móviles de la 
voluntad que le determinó, 6 las condiciones ó medios que puso 
ó respeto. Pero, como en todo acto jurídico es necesario supo-
ner también libertad, y por lo mismo intención por parte del 
agente, pues de otro modo tales actos no serían regulables, es 
obvio que todo acto de derecho es á la vez bueno 6 malo, con-
forme ó contrario á los preceptos de la moral. 
Pero, aunque las relaciones de la moral y del derecho sean 
tan intimas, que para muchos no haya entre ellos verdadera dis-
tinción real sino puramente formal, los separan también, á más 
de la ya indicada, notables diferencias, de las que son las más 
notables las siguientes: 
ta El derecho ha de estar necesariamente subordinado á la 
moral, porque los preceptos morales tienden inmediatamente 
al fin último del hombre, á la consecución del bien supremo,- y 
los preceptos jurídicos tienden á la realización de los fines ac-
tuales, de los bienes medios, necesariamente subordinados á 
aquel . 
2a Los actos morales no son exigibles por la fuerza, porque 
ésta no alcanza hasta las voliciones; mientras los jurídicos pue-
den exigirse por este medio y son por lo mismo coercibles. 
3a El único juez de la moralidad es Dios, porque él única-
mente puede conocer y apreciar con exactitud los móviles de la 
voluntad al determinarse y la relación entre los actos y la ley 
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moral; sin que esto sea negar que el hombre tenga un medio,  
aunque falible, la conciencia, para conocer la moralidad de sus  
propias acciones.  
Otras diferencias menos evidentes, y algunas de ellas ine-
xactas, suelen enumerarse, por ejemplo: que los preceptos mo-
rales son absolutos, invariables, como emanados de un legisla-
dor perfectísimo, que ha previsto y establecido las inmutables 
relaciones que ha de sostener siempre con el hombre por medio 
de la ley moral, y los del derecho, relativos, variables en su 
mayor parte, como referentes á las relaciones entre los hom-
bres, que cambian con los tiempos y lugares: que la moral se 
refiere al individuo y el derecho á la sociedad, como si los pre-
ceptos morales que prescriben el respeto á la vida, á la honra, 
á la propiedad ajena, la obediencia á las autoridades constitui-
das, la benevolencia, el mutuo auxilio, etc., no trascendieran á  
la sociedad: que la moral dice relación á la vida del espíritu, y  
el derecho al cuerpo y al espíritu juntamente: que el derecho  
tiene su razón de ser en la imperfección humana, etc.  
En cuanto á la extensión de la moral y del derecho, puede  
formularse esta regla: todo lo que el derecho manda ó prohi -  
be, lo manda ó prohibe la moral; pero no todo lo que la moral  
manda ó prohibe, lo manda ó prohibe el derecho.  
Algunos, interpretando mal la extensión de uno y otra, di-
cen que el derecho permite algunas veces lo que la moral pro-
hibe, como si las acciones realmente malas pudieran estar san-
cionadas alguna vez por el derecho. Lo que hay es que el Dere-
cho deja hacer muchas veces, aunque no lo apruebe, lo que no  
puede impedir, porque su esfera de acción se limita á las rela-
ciones entre los hombres, y nunca puede regular aquellos actos 
que sólo tienen trascendencia individual para su autor. 
Respecto á la mutua influencia del derecho y de la moral, se 
comprende que lejos de haber oposición entre ellos se auxilien 
mutuamente, pues aunque sus dominios son distintos, ambos 
concurren al mismo objeto, al perfeccionamiento del hombre y 
de la sociedad; por lo que las leyes políticas y civiles deben 
marchar siempre de acuerdo con la moral, procurando además 
que la cultura de esta clase se desarrolle en la sociedad, no sólo 
porque el bien es fin de toda persona individual ó colectiva, sino 
también porque el respeto á las leyes morales hace á los hora-
. ores más dispuestos para el cumplimiento de las jurídicas, has-
ta el punto de que, si aquellas fueran acatadas por todos, serían 
éstas realmente innecesarias para el régimen del Estado. 
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La armonía entre los preceptos jurídicos y los morales es 
además doctrina corriente entre los tratadistas. Todos convie-
nen en que los principios, alterurn non lædere (respetar la per-
sonalidad y la actividad agena) y jus suum cuique tribuere 
(ayudar los demás en lo necesario, según la naturaleza, y dar-
les lo que es suyo), son comunes á la moral y al derecho; y si el 
honeste vivere (ejercitar las propias facultades ó usar los pro-
pios medios rectamente ó en relación con el fin último) es pe-
culiar de la moral, no por eso es menos cierto que aquellos dos 
principios comunes han de traducirse en leyes esencialmente 
iguales, aunque para los fines morales baste quererlas, ó el 
acto de pura voluntad, y los fines jurídicos exijan además el 
acto externo; pero siempre determinado por la resolución .inte-
rior. Y no se opone á esto que en algunas obligaciones jurídi-
cas no aparezca directamente la voluntad del obligado en vir- 
tud de un acto, por ejemplo, en la indemnización debida por el 
padre ó el tutor del menor que causa un daño, pues si bien se 
analiza, esta responsabilidad subsidiaria de los padres y tuto-
res, tiene su fundamento en la omisión voluntaria de la vigilan-
cia que debieran ejercer sobre los actos del menor sujeto á su 
cuidado, ó en cierta especie de comunidad en los bienes fami-
liares. 
De lo expuesto se infiere que la conducta del Estado, ó del 
poder que le representa, ha de subordinarse á la ley moral, 
porque ésta tiende inmediatamente al fin último, y el derecho, 
para cuyo cumplimiento existe el Estado, es sólo medio con re-
lación á aquel; sin que esto signifique facultad para el Estado 
de intervenir en los actos puramente morales de los ciudada-
nos. Sin embargo, cuando los actos humanos traspasan la esfe-
ra de la conciencia y salen al exterior, como pueden servir ya 
de ,ejemplo y de estímulo, ya de escándalo y rémora para la 
consecución de los fines sociales, debe el Estado intervenir, 
ejerciendo unas veces su función supletoria, promoviendo, por 
ejemplo, la creación de instituciones y establecimientos benéfi-
cos, y regulando otras todo lo que á moral pública dice rela-
ción, ya con medidas preventivas contra la prostitución, los es-
pectáculos licenciosos, etc., ya con medidas represivas de los 
delitos que principal y directamente ataquen á la moral social. 
En orden á la instrucción y á la educación en general, debe 
el Estado garantir la libertad de enseñar, aprender y educarse 
de la manera que mejor parezca á cada cual: primero, porque 
ni las ciencias, ni las artes pueden progresar ni perfeccionarse 
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cuando los que á cultivarlas se consagran tienen que sujetarse 
á procedimientos fijos é invariables y no pueden ejercitar su ge-
nio más que en un campo limitado; y segundo, porque los des-
cubrimientos é invenciones científicas ó industriales no consti-
tuyen, según hemos indicado, el objeto final del Estado; y aun 
dado que le constituyeran, el Estado no tendría bajo este aspec-
to otra consideración que la de una inteligencia más que, como 
humana, no podría reclamar para sí ni la infalibilidad, ni la om-
nisciencia. Sin embargo, la misión del Estado no es meramente 
pasiva en este punto, y del conocimiento de las dos funciones, 
supletoria y reguladora, que le hemos asignado, se deduce cuan-
do es ó no justa su intervención . Así que, una vez convencido 
el Estado de la necesidad de la instrucción y de la educación so-
cial, debe, supliendo lo que la impotencia ó la incuria individual 
no permiten conseguir, fomentarlas por medios indirectos, como 
establecimientos consagrados á su cultivo y enseñanza, ó auxi. 
lios y premios á los que se dedican á ellas y principalmente á 
trabajos que ya por su índole especial, ya por la escasa cultura 
general, no sólo no proporcionan recompensa, pero ni aun los 
recursos necesarios para la vida en la mayoría de los casos. 
Desempeñando el Estado su misión reguladora en punto á 
instrucción y educación, debe procurar que ésta sea paralela y 
armónica, en cuanto posible, respecto á todas las aptitudes, no 
sacrificando, por ejemplo, al cultivo de la inteligencia el del sen• 
timiento y de la voluntad, que desempeñan un papel tan grande 
como aquella en el organismo social: debe asimismo procurar 
que no se perturbe el orden en las diversas esferas de la • instruc-
ción, dirigiéndolas en sus relaciones de modo que se auxilien y 
completen y evitando las colisiones que entre ellas pudieran 
surgir, si por acaso las unas pretendieran la absorción ó el pre-
dominio sobre las otras; y, por último, aunque el Estado debe 
garantir la libertad en esta materia, puede y debe también con-
servar el orden social, moral y material, impidiendo que se tras-
torne á pretexto de la ciencia, castigando las transgresiones 
de la ley que en nombre de aquella se cometan, exigiendo cier-
tas condiciones para algunas profesiones, cuyo ejercicio puede 
ser origen de bien ó de mal social, y, en una palabra, procu-
rando que la instrucción y la educación sean conformes y no 
contrarias á las leyes é instituciones fundamentales del Estado; 
sin que esto sea decir que las leyes é instituciones no puedan 
cambiar y modificarse á medida que avanzan la ciencia, la ins-
trucción y la educación pública. 
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Al tratar de la ingerencia del Estado en orden á la instruc-
ción, no puede pasarse por alto el problema sobre si ha de ser 
ó no obligatoria la primaria. 
La mayoría de los políticos llamados liberales se deciden 
por la solución afirmativa, fundándose principalmente en que 
la falta de instrucción, elemental siquiera, hace imposible la 
educación política del pueblo; en que los menores tienen per-
fecto derecho a esta clase de instrucción, debiendo el Estado 
suplir en esta materia la falta de los padres; y en que siendo los 
individuos ó ciudadanos parte integrante del Estado, á éste in-
teresa también que sus miembros sean lo más perfectos posi-
ble, porque de la perfección de ellos resultará la perfección 
de la colectividad. Deducen de aquí los partidarios de la ense-
ñanza primaria obligatoria, que, cuando los padres ó encarga-
dos descuiden este deber respecto á los menores, se imponga á 
estos la asistencia á las aulas donde tal enseñanza se dispensa; 
y como puede suceder que no sea el abandono, sino la falta de 
recursos, lo que retraiga a los padres de proporcionar á sus 
hijos esta instrucción indispensable, el Estado habrá de costear 
á sus espensas, 6 de imponer á las corporaciones populares, el 
sostenimiento de escuelas donde se dé tal enseñanza. 
Sientan asimismo los liberales aludidos que, pudiendo ser 
distintas las creencias religiosas de los ciudadanos, y pudiendo 
también no tener ninguna, no se debe violentar las conciencias 
con la imposición de doctrinas determinadas, y por lo mismo en 
la instrucción que se dispense en los establecimientos sosteni-
dos por el Estado, las provincias ó los municipios no ha de figu-
rar ninguna doctrina religiosa . 
Examinando los anteriores argumentos á la luz de la razón 
solamente, aparecería en verdad extraño que los llamados libe-
rales fueran precisamente los más decididos partidarios de la 
enseñanza obligatoria ó impuesta por el Estado, sin tener para 
nada en cuenta el detrimento que con tal imposición sufre la li-
bertad individual, sino se recordara que en esta inconsecuencia 
incurrieron antes, arbitraria y tiránicamente, como dice Lucia-
no Brun (1), los gloriosos antepasados de tales demócratas. 
Pero estos individualistas, para quienes la libertad lo era 
todo, se hacen socialistas cuando de la educación se trata; sa-
crifican al individuo, hijo ó padre, en aras de la sociedad, es 
decir de la sociedad política tal como ellos la quieren. La ra- 
(i) Introduct. á P Etude du Droit. 
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zón suprema de sus votos y de las leyes liberales sobre instruc-
ción primaria obligatoria, gratuita y láica 'es esta: hacer libe-
rales en el sentido de libre pensadores ó irreligiosos. 
Veamos ahora la fuerza de los argumentos. 
El primero, relativo á la imposibilidad de la educación po-
lítica del pueblo por falta de instrucción, es de muy poco valor, 
porque la instrucción elemental primaria no puede dar aptitud 
á las clases humildes para otra cosa que para leer las publica-
ciones en que los relatos de crímenes y las aventuras fantásti-
cas vician el sentimiento y estropean las inteligencias de las 
gentes sencillas. Pero, aun dado que esta instrucción pudiera 
dar aptitud para la política, sólo á los partidarios de una inter-
vención directa é inmediata del pueblo en el gobierno y en la 
gestión de los negocios públicos puede parecer necesaria ó útil 
esta educación política superficial; y el pueblo del foro es in-
compatible con el pueblo de los talleres, de los establecimientos 
fabriles y comerciales, de las faenas agrícolas; en una palabra, 
es incompatible con el pueblo productor, con el pueblo que 
trabaja . 
Lo que no puede negarse, y esto lo explica todo, es que la 
educación intelectual deficiente ha servido antes para engro-
sar las filas de los partidos políticos exaltados por el culto á la 
libertad, como sirve ahora para aumentar el número de los que 
pretenden la igualdad de goces por el reparto igual de las rique-
zas ajenas, y más recientemente el de los enemigos de las so-
ciedades modernas, de las sociedades de la sensualidad, de la 
molicie y del lujo en que ellos no pueden participar. 
Más fuerte es el argumento en favor de la enseñanza obli• 
gatoria fundado, juntamente con el provecho que el Estado 
reporta de la instrucción de sus miembros, en el beneficio que 
los menores alcanzan por este medio y al que tienen perfecto 
derecho, así como el Estado le tiene á protegerlos contra la in-
curia ó negligencia de los padres ó encargados. Pero el Estado 
no puede inmiscuirse en el régimen de las familias imponiendo 
la enseñanza en establecimientos públicos ó determinados, sino 
cuando sea imposible obtener el mismo resultado por otros me- 
dios menos vejatorios; por ejemplo, comprobando por certifica-
dos de personas competentes, ó por exámenes periódicos ante 
tribunales formados ad hoc, ó por cualquier otro medio fácil y 
menos oneroso, que los niños tienen la instrucción elemental 
correspondiente á su edad é indispensable para satisfacer las 
necesidades más perentorias de la vida en un país civilizado. 
io 
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Añádase á esto que la mayor parte de las medidas que con 
este propósito se dicten serán ineficaces en muchos casos, so 
pena de una sanción muy rigurosa y desproporcionada á la fal-
ta de cuidado de los padres, ó injusta, si se hiciera pesar ulte. 
riormente sobre los hijos, como sucedería, v. g. en el caso de 
sujetarlos sin sorteo, como pretenden algunos, al servicio mi-
litar, ó de privarles del derecho de sufragio, si en algo le esti-
maran. 
Y, aun concediendo al Estado el derecho de imponer la 
enseñanza como obligatoria en ciertos casos y á condición de 
proporcionarla gratis, no hay razón alguna que justifique la 
obligación de la asistencia de los niños á las escuelas del muni-
cipio ó del Estado, si sus padres ó encargados prefiriesen otras, 
gratuitas 6 retribuidas. Exigir otra cosa sería el más despótico 
socialismo del Estado. 
Tampoco puede cohonestarse por razón alguna la proscrip-
ción de la enseñanza religiosa en los Estados que no son ateos, 
y mucho menos en los que se llaman católicos. Para todo Es- 
tado religioso, 6 no indiferente, y principalmente para los ca-
tólicos, el fin último del hombre es lo más importante de la vida 
individual y social, y su realización el bien mayor á que puede 
aspirarse. Esto es evidente, ó mienten los Estados y los hom-
bres que se llaman religiosos. Pues si la religión, sus doctrinas 
y sus preceptos son necesarios para conseguir el bien supremo, 
ni el respeto á la libertad de conciencia, ni ninguna otra consi-
deración serán bastantes para justificar el que se prive á los 
niños, aun consintiéndolo sus padres, de la instrucción más ne-
cesaria para el hombre, de la única que puede conducirle á su 
destino ultraterreno. 
En suma: la instrucción primaria elemental podre, impo-
nerse por el Estado como obligatoria, invocando al efecto el de-
recho de los niños á los medios necesarios de perfeccionamien-
to y el del Estado al progreso de sus miembros, cuando la negli-
gencia ó penuria de los padres no la procure á sus hijos; pero 
en tales casos será siempre gratuita, y nunca se podrá racional 
ni jurídicamente prescindir de la enseñanza religiosa, la más 
necesaria de todas; ni impedir que cada cual reciba dicha ins-
trucción donde y como pueda y quiera; ni negar á ninguna cla-
se de personas, sociedades ó institutos el derecho de dispensar-
la con ó sin retribución, siempre que respeten la moral, el 
derecho natural y las leyes fundamentales del Estado, con ellos 
conformes. 
-.. 
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De las funciones reguladora y supletoria del Estado respec-
to á las enseñanzas secundaria y superior, como no pueden im-
ponerse nunca como obligatorias y no se relacionan tan direc-
tamente con los derechos naturales ni con los políticos se debe 
tratar en el Derecho administrativo, donde tienen lugar más 
propio los problemas relativos al ejercicio y extensión en esta 
materia de aquellas dos funciones. 
En cuanto al orden económico, sólo debemos consignar que 
la libertad de trabajo y de industria es, en tesis general, á la vez 
que un derecho de todos, la condición más favorable para el au-
mento de los productos que constituyen la riqueza social; sin que 
en esta materia se manifieste tan necesaria la intervención su-
pletoria del Estado, porque la producción material ocupa de or-
dinario y de un modo preferente la actividad humana, ya por lo 
perentorio de las necesidades que esta producción satisface, ya 
también, algunas veces, por la predilección que el extravío da á 
los goces sensuales. 
Sin embargo, hay crisis en la vida económica de los pue-
blos y situaciones especiales en que se hace precisa una inter-
vención más ó menos directa del Estado, ora con medidas res-
trictivas que tiendan á fomentar el trabajo y la producción na-
cional, ya con auxilios directos á ciertas industrias nuevas para 
cuyo desarrollo y prosperidad ofrezcan condiciones adecuadas 
el suelo y la población, y hasta con socorros á los menestero-
sos, cuando por causas independientes de su voluntad no pue-
dan proporcionarse con su trabajo los medios indispensables 
de subsistencia. 
Cuáles sean los medios que el Estado deba emplear para 
sostener justas relaciones con todas las esferas y órdenes de 
vida y cultura que hemos mencionado, y hasta qué punto y en 
qué forma deba intervenir en cada caso, son cuestiones propias 
del Derecho administrativo, el cual las resuelve teniendo en 
cuenta, á la vez que los principios generales que dejamos ex-
puestos, las condiciones particulares de tiempo, de lugar, de ca -
rácter, etc., que dan á las medidas administrativas su aspecto 
variable (1). 
(i) V. nuestros Principios de Derecho administrativo, t. I, págs. 252 y si-
guientes. 
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V-ORIGEN Y FORMACIÓN DE LOS ESTADOS 
Distinguen los autores el origenJilosófico del Estado, con-
siderado en abstracto, del origen histórico de lós Estados que 
tienen existencia y vida real. 
El primero equivale, en opinión de algunos, á la razón de 
ser, y, si se admite esta equivalencia, fácil será deducir de nues-
tra noción del Estado cual sea su origen filosófico. Proponiéndo-
se el Estado la realización del derecho, comprenderemos que su 
razón de ser se halla en la impotencia de los esfuerzos individua-
les y en la consiguiente necesidad de esta institución para con-
seguir aquel fin. Si los esfuerzos individuales bastaran para la 
realización del derecho, el Estado' sería inútil; pero desgraciada-
mente la idea del derecho no está grabada profundamente en 
todas las inteligencias, ni el sentimiento de lo justo se ha apo-
derado de todos los corazones hasta el punto de hacer innece-
saria la intervención del Estado en los actos humanos, siquiera 
sea en muchas ocasiones solamente para indicarles la regla de 
conducta. Por el contrario, bien puede asegurarse que la ma-
yoría de los hombres, y aun de las entidades sociales, se han 
penetrado tan poco de la necesidad de realizar el derecho, para 
la común felicidad, y se han dejado llevar de miras tan egoistas, 
que la conculcación de los preceptos jurídicos se estima cosa 
de poca monta, cuando en ella se ve un motivo de medro 6 de 
interés particular. 
De aquí se deduce una consecuencia importante para la 
práctica; que, siendo el derecho la mira, el punto objetivo del 
Estado, todo Estado particular ha de procurar presentarse co-
mo modelo ó tipo de la realización del derecho, y que aquellos 
Estados, que principian desconociéndole en su constitución, en 
el modo de estar organizados, no podrán jamás realizar su fin. 
Los pueblos regidos despóticamente 6 aquellos otros que son 
presa de la anarquía, no pueden ser presentados como rriodelos, 
mejor dicho, no son Estados, porque en ellos al derecho, que es 
principio fijo, se ha sustituido la voluntad con todos sus capri-
chos y veleidades. 
Según otros, el origen filosófico del Estado equivale á la 
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causa fundamental que le da origen, es como su base jurídica y 
por lo mismo común á todos los Estados. 
Acerca de esta base han sido formuladas varias teorías, en-
tre las que enumera Bluntschli: la la del Estado de naturaleza, 
según la cual, piensan unos que los hombres vivían tranquilos 
y felices en una sociedad primitiva sencilla é inocente, donde la 
naturaleza prodigaba á todos por igual los mismos goces, hasta 
que en el seno de sociedad tan venturosa surgieron las pasiones 
bastardas y se hizo necesaria una fuerza 6 poder que tuviera a 
raya á los díscolos y castigase j. los malvados. Otros, por el 
contrario, creen que esta fuerza 6 poder fué necesario, para po-
ner coto á los desmanes, violencias é injusticias que constituían 
el modo de ser ordinario de la sociedad primitiva: 2a la que 
mira al Estado como institución, en cuya teoría también se ma-
nifiestan dos direcciones distintas: una que considera el Estado, 
como obra inmediata de Dios é inviste por consiguiente al po-
der público con la plenitud de un poder incontrastable; y otra 
que sólo le considera como proveniente de Dios de un modo me-
diato ó indirecto, dejando á los hombres 6 á los hechos natura-
les su organización, aunque siempre subordinada á los designios 
providenciales: 3a la del derecho de la fuerza, principio antiju-
rídico por el que pueden legitimarse todas las injusticias, todos 
los atropellos y tiranías: 4a la del contrato, que hace surgir el 
Estado de un convenio entre los hombres, quienes ceden, según 
unos, parte de su libertad y derechos en aras del bien común y 
para hallar en la sociedad política las fuerzas y los medios que 
faltan al individuo, ó ya, según otros, para poner término á la 
guerra de todos contra todos, considerada por ellos como modo 
de ser natural al hombre. 
En la primera de las teorías enumeradas pudieran incluirse 
la mayor parte de las formuladas sobre el origen del Estado, 
porque casi todas ellas parten de la necesidad, para el cumpli-
miento 6 para la restauración del derecho, de contener á los 
hombres dentro de los límites del deber, ó de castigarlos cuando 
á éste hubieran faltado. Pero en dicha teoría, más que al origen 
de la sociedad política se alude al del poder público y en ella no 
se fija concretamente cómo se constituye el Estado, ni cómo lle-
gan sus miembros á formar parte de él, si por el consentimiento 
ó por el pacto, por el azar 6 por la fuerza. 
A la segunda clase de las teorías citadas sólo podrían refe-
rirse, y no con mucha exactitud, en la primera de sus direccio-
nes, la doctrina del patriarcado, según la cual, el Estado viene 
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de la familia histórica y filosóficamente; y la misión conferida 
á Moisés y á Josué para emancipar y constituir al pueblo he-
breo. En la segunda dirección de la misma teoría, ó sea, en la 
que sólo considera al Estado como proveniente de Dios de un 
modo indirecto ó mediato pudieran incluirse, entre otras mu-
chas, las de Santo Tomás (1), Suárez (2), Bossuet (3) y Tapa-
relli (4). 
A la tercera teoría sólo puede referirse propiamente la de 
la conquista, sobre todo si es consecuencia de una guerra injus-
ta; y en la cuarta, ó sea en la del contrato, están contenidas en= 
tre otras, y por el orden en que á ellas alude Bluntschli, la de 
Rousseau (5) y la de Hobbes (6). 
El modo de formarse un Estado particular se ha llamado 
comunmente su origen histórico. Este tiene por carácter la va-
riabilidad, puesto que los hechos que le determinan no son ne-
cesarios, sino que se producen por causas accidentales. Sin em-
bargo, por más varios que puedan ser estos hechos, siempre 
han de estar fundados en la naturaleza y ser conformes al dere-
cho. Puede, con todo, suceder que el principio aparente de un 
Estado se halle en un hecho violento; pero, en este caso, tal 
hecho habrá dado lugar á la agrupación, no al Estado, que solo 
(s) De regimini principium, lib. I, cap. I. (V. el Apéndice.) 
(2) De legiáus, lib. III, cap. III, § 4. (v. el Apéndice.) 
(3) avres.—Politique tir, de la E. S., tomo VIII, pág. 332. Lieja 1767. (V. el 
Apéndice.) 
(4) Derecho nat., t. I, pág. 314. Trad. de Orti y Lara, 2a edic. 
(5) V. en el Apéndice. 
(6) «EI hombre, según Hobbes, es un ser sensible, movido por las pasiones y 
cuya única misión es satisfacer las exigencias de su naturaleza individual; sin 
afecciones hacia sus semejantes, ni deberes sociales, ni vínculos de ninguna clase 
que á ellos le unan. De aquí se sigue que, buscando todos el propio bienestar, sin 
consideración alguna al bien ageno, y siendo limitados los medios de satisfacer 
las necesidades, las pasiones y los caprichos, todos lucharán por su adquisición y i goce, surgiendo como natural, un estado de guerra perpétua, sin límites ni restric- 
ciones, y que dé al vencedor derecho para todo. Semejante estado, aunque natu-
ral, es un mal y contrario al mismo fin que por la lucha se busca; de aquí que, 
reconociéndolo los hombres, hayan tratado de ponerle un término, celebrando al 
efecto un contrato, en virtud del cual cada uno limite sus pretensiones en favor 
de todos y para provecho propio. Para que nadie pueda violar el acto celebrado, 
se exige un gobierno fuerte, vigoroso, despótico, que pueda contrarrestar con su 
poder y energía cualquiera manifestación de la voluntad individual que pretenda 
romper 6 aflojar los lazos de la asociación.»—Tiberghien. Gener. de los conocimien-
tos. Tomo III, págs. 46 y siguiente. Trad. de G. M, 
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principia desde que el consentimiento tácito ó expreso, la pres-
cripción ú otro cualquiera medio de legitimación, reconocido 
en derecho, viene á purgar tal Agrupación de su vicio origi-
nario . 
Los hechos que determinan el modo particular de formar-
se cada Estado pueden producir la agrupación; ó lentamente y 
de un modo gradual, siendo expresión de la natural tendencia 
humana á constituir Estado; ó de una manera brusca, sin pre-
cedentes que hayan llevado al hombre como por la mano á la 
formación del Estado. 
Cuando el modo de formación de los Estados reconoce por 
causa los hechos naturales y, por decirlo así, espontáneos de la 
primera clase, recibe, según algunos autores, la denominación 
de origen orgánico; y tendría lugar, por ejemplo, en un Esta-
do, que partiendo de la familia se hubiera ido transformando 
por la reunión de familias en gentes, por la de gentes en tribus, 
y así sucesivamente. Este modo de formación, además de expre-
sar un desarrollo progresivo, serviría también para resolver 
muchos problemas concernientes á las relaciones del Estado con 
las varias esferas de la vida y cultura de los pueblos. En efecto, 
como la agrupación de las familias, formando gentes, y la de 
éstas, formando tribus, no se verificaría sin proponerse antes 
un fin común y la manera de proseguirlo por los esfuerzos com-
binados de las familias ó las tribus, este fin indicaría en cada 
caso cuáles habrían de ser las relaciones de cada miembro ó en-
tidad con el Estado de que formara parte, y entre sí recíproca-
mente. Constituido de este modo un Estado, se haría también 
notorio que éste es completamente extraño á los fines particu-
lares de los individuos y de las instituciones sociales, y que su 
intervención, en lo que a ellos se refiere, sólo puede ser exigi-
da y estar legitimada por lá consideración del fin general co-
mún á todos. 
También hallaria de este modo su sanción, en la razón y en 
los hechos, la autonomía, dentro de su esfera, de las entidades 
que viven en el Estado; se vería que esta independencia no es 
incompatible con el concurso que todas deben prestar para 
conseguir aquel fin superior; y, reconociendo todas estas enti-
dades la superioridad del mismo fin común, se demostrarfa la 
necesidad de sacrificarle el interés y aun el bien particular, sí 
por acaso llegara éste d hacerse incompatible con el público. 
El desarrollo racional y progresivo, de que venimos hablando, 
se ha realizado, sin embargo, en muy pocos Estados, pues la 
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existencia de casi todos depende de causas accidentales, inca-
paces muchas de ellas de legitimarla en su origen, siendo por 
lo mismo necesario buscar su legitimación en otros hechos ju-
rídicos posteriores (1). 
Hay, pues, además de este origen, otro que pudiéramos lla-
mar externo y aun casual por ser efecto de circunstancias, las 
más veces imprevistas. La inteligencia y energía de un hombre 
que se impone á los demás, los reune é imprime dirección al co-
mún esfuerzo para rechazar un peligro inminente ó acometer 
una empresa atrevida, manteniéndolos después en la obedien-
cia; las agregaciones de territorio y  población por efecto de la 
guerra; el dominio que naturalmente se ejerce sobre los pueblos 
salvajes é incultos por los que los han civilizado; la obediencia 
de los mismos pueblos, qu'e llega á hacerse habitual en virtud 
de repetidos experimentos de la superioridad de los pueblos ci-
vilizados, y otras tantas causas fortuitas, determinan muchas 
veces la formación 6 el origen de los Estados. 
Bluntschli clasifica en tres grupos los modos de formación 
histórica de los Estados: originarios, en que la formación del 
Estado es enteramente nueva; nace directamente de la socie-
dad (2) y del país, sin derivarse de ningún otro Estado: secun-
darios, en que la formación se produce igualmente en el  inte-
rior, pero relacionándose con la existencia de muchos Estados 
que se unen para formar un todo,-ó de un Estado que se descom-
pone para formar muchos: derivados, en que la formación se 
produce de fuera, del exterior. 
Cada uno de estos grupos se divide en otros subalternos. 
Corresponden á los modos originarios: 1° aquellos en que la or-
ganización coincide con el establecimiento de la sociedad en el 
territorio y el Estado parece la obra libre de la voluntad cons-
ciente, como sucedió en la antigua'Roma: 2° aquellos en que el 
pais, habitado de tiempo anterior, se organiza después política-
mente por un acto reflexivo de la voluntad; ejemplos, la anti-
gua Atenas, la república irlandesa, la organización de Califor-
nia y la de algunos Estados de la Unión americana: 3° aquellos 
en que el pueblo 6 la nación existen ya y se constituyen pos- 
(r) Ahrens, Derecho natural. 
(2) Sustituimos la palabra nación, empleada por Bluntschli, con la de  socie-
dad;  porque, segun nuestro concepto, puede constituirse en Estado, no solamente 
la nación, sino cualquiera otra sociedad dotada de independencia y poder bastan-
tes para dictarse y hacer cumplir sus propias leyes. 
1 
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teriormente en Estado al tomar posesión ó conquistar un terri-
torio, como el pueblo judío después de su salida de Ejipto y los 
pueblos germánicos que se establecieron en las provincias ro-
manas. 
Tienen lugar los modos secundarios: 1° cuando el senti-
miento de la propia debilidad 6 el deseo de realizar la unidad 
nacional lleva á dos ó más Estados á formar otro superior me-
diante los pactos ó convenios necesarios al efecto; pero sin su-
primir los anteriores, aunque unidos por el vínculo creado en 
un principio por los pactos (Confederación de Estados); y, des-
pués que el sentimiento de la unidad se ha afirmado y la orga-
nización común se desarrolla, por la ley constitucional (Federa-
ción) (1): 2° cuando dos Estados se reunen bajo un jefe común, 
cuya unión es simplemente personal, y puede ser transitoria, 
si un monarca es llamado accidentalmente á reinar sobre los 
dos Estados, 6 permanente, si la corona de ambos Estados per-
tenece á la misma dinastía y se trasmite por herencia: 3° cuan-
do los Estados, consultando á sus propios intereses y aspiracio-
nes, se unen para ser dirigidos y gobernados en común (unión 
real), aunque pueden conservar cierta independencia relativa 
en orden á legislación y administración. 
En todas estas formas de unión hay en realidad un Estado 
complejo, pues, de un lado, aparece un solo Estado con una sola 
dirección y gobierno para los fines comunes á los Estados uni-
dos, y de otro lado, éstos conservan su existencia y aun su go• 
bierno y legislación propias, para lo que les es peculiar. 
(t) En la Confederación no se forma un verdadero Estado compuesto de di-
versos Estados, una verdadera persona política dotada de poderes soberanos, direc-
tos, sobre todos los ciudada nos y sobre los mismos Estados; sino que es propia-
mente una alianza permanente de Estados, para cualquier fin común, principal-
mente para la seguridad exterior. Consiguientemente todo miembro de la Union 
continúa siendo un Estado soberano, y las resoluciones del cuerpo federal,  coin-
puesto de ministros ó procuradores, más bien que de verdaderos representantes, 
tienen fuerza, no como leyes directamente obligatorias para los individuos particu-
lares súbditos, sino más bien como convención y mediante la acción de cada go• 
bierno separado que, adoptándolas, les da fuerza de leyes dentro de su propio 
territorio. La base de la alianza permanente es el contrato, su carácter es inter-
nacional, la dirección de los negocios comunes puede ser diversa, pero siempre 
son los Estados los que, como asociados, deciden en común, no la mayoría de los 
ciudadanos. Si hay aquí representación es de los Estados, no ya del pueblo como 
un todo orgánico. 
El Estado federativo es una unión de Estados en la que al lado y sobre la so-
beranía de los Estados particulares forma una verdadera soberanía nacional para 
11 
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Hay además otra forma de unión completa ó plena, cuando 
a los Estados primitivos sustituye un nuevo y simple Estado. 
Pueden también formarse secundariamente nuevos Esta-
dos: ya por división de otro anterior, cuando los intereses en-
contrados ó las aspiraciones distintas, ó las diversas nacionali-
dades, artificiosamente ó por la fuerza unidas, se separan al 
cesar la acción de tal fuerza, ya por sucesión, corno ocurría fre-
cuentemente en la Edad Media, cuando los reyes disponían de 
sus Estados corno de cosa propia distribuyéndolos entre sus hi-
jos: ya por insurrección de una parte del Estado, que se pro-
clama y logra hacerse independiente. 
Entre los modos derivados se cuentan: 1° la colonización; 
ora con.espíritu mercantil ó industrial y constituyéndose á imi-
tación de la antigua patria, como las colonias griegas; ora con 
fines militares y de dominación, como las de Roma; ora como 
las de los tiempos medios y modernos, motivadas por el deseo 
de engrandecimiento, por móviles civilizadores ó por huir de las 
persecuciones: pero realmente las colonias no son verdaderos 
Estados hasta que por su fuerza logran emanciparse y se hacen 
independientes: 2° la concesión de los derechos de soberanía, 
frecuente en la época del feudalismo y hecha de ordinario a los 
señores por los monarcas: 3° la voluntad de un conquistador, 
que dispone de los Estados, los separa, los une ó los organiza 
como le place, aunque suelen durar únicamente mientras dura 
su poder. 
Por los modos de formarse los Estados es facil conjeturar 
los negocios comunes, un poder federal legislativo, ejecutivo y judicial. Se divide 
el contenido de la soberanía de todos los pueblos 6 Estados en dos grandes cate-
gorias, y algunos de sus objetos, los más generales, como especialmente la repre-
sentación en el exterior, la guerra y la paz, son atribuidos á la federación; los 
otros, más particulares, se dejan á cada uno de los Estados en particular. Sin du-
da, atendiendo á esto, ha dicho Tocqueville que «la federación es una forma de 
sociedad, en la cual muchos pueblos se funden realmente en uno solo en cuanto á 
ciertos intereses comunes, y quedan separados para todos los demás,. 
La esencia del Estado federativo no consiste en la extensión de la esfera de 
los negocios de la federación, ni en que esta sea formada por la voluntad una del 
todo  sino en la indicada existencia de una doble soberanía, la federal y la 
local. «No es, que en los Estados defederativos haya sobre el mismo objeto dos 
soberanías, pues esto ya hemos visto que repugna á la esencia de la soberanía, sino 
en el sentido de que el campo de la soberanía está dividido, y una parte está con-
fiada á la federación, y la otra á cada uno de los Estados particulares  En los 
Estados libres, aunque unitarios, puede haber regiones y provincias con privilegios 
ó derechos especiales; más el poder soberano pertenece propiamente al príncipe 
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cómo pueden también morir 6 desaparecer. La necesidad del  
orden 6 el sentimiento de la justicia llevan á las sociedades á or-
ganizarse en Estado; pues el desorden, la anarquía, las injusti-
cias sistemáticas y la violencia los matan. Por la toma de po-
sesión de un territorio puede cons tituirse en Estado un pueblo 6 
una nación errante; pues la emigración en masa ó la expulsión 
de sus habitantes acaban también con el. La conquista y la ple-
na unión engrandecen un Estado; y la división de un Estado en 
muchos le hace desaparecer, como la concesión de los derechos 
de soberanía le empequeñece (1). 
6 al centro. En los Estados federativos las partes no tienen sólo libertad adminis-
trativa, sino funciones soberanas, como la de hacer leyes por sí solas en determina-
dos casos ú objetos  A esta categoría podría bajo algunos aspectos adscribirse el 
actual Imperio federal germánico, porque precisamente tiene órganos propios del 
querer y del poder de toda la Alemania, independientes de cada uno de los Esta-
dos, y que mandan á los mismos en la esfera de los poderes federales; un cuerpo 
electoral germánico, dotado del poder de nombrar los representantes en la Dieta 
del imperio; un Reichzsta;d con una competencia propia en la legislación y en la 
vida común germánica, un Bundesrath, 6 sea una especie de Senado federal de 
delegados de cada uno de los gobiernos, una cabeza de la federación, el rey de 
Prusia, Emperador de Alemania, y además el Canciller del imperio, á la cabeza 
 
de todos los institutos imperiales, una diplomacia, un ejército, una marina, un te-
soro imperial. De otra parte los Estados particulares tienen, en la esfera del poder 
 
que les ha dejado 1% constitución del imperio, un propio poder legislativo, ejecu-
tivo y judicial, propia constitución y legislación, propios principios 6 gobiernos.» 
 
—Palma. Corso de Diritto cost. Tomo I, págs. 234 y siguientes. Firenze 1884.  
(1) V. Bluntschli, Obra cit. Tomo I, págs. 217 á 234. 
—^^HC^^ i•-«fir%-- 
T 
SECCIÓN SEGUNDA 
ELEMENTO MATERIAL DEL ESTADO 
CAPITULO PRIMERO 
DEL SER HUMANO EN GENERAL 
Hallándose constituido el elemento material del Estado por 
los ndiviàú s que forman la agrupación, preciso es que conoz-
camos á estos, que sepamos qué es lo esencial á su naturaleza y 
de lo que no pueden desprenderse, para deducir de aquí cuáles 
son los sacrificios que el Estado puede exigirles sin aniquilarlos 
ni absorberlos, y qué es, por otro lado, lo que él debe de hacer en 
pro de los individuos: en una palabra, cuáles son los derechos y 
deberes del individuo como miembro del Estado. Para esto, exa-
minaremos al hombre, ó mejor al ser humano en sí, independien-
te de toda relación social, y después como miembro de la enti-
dad política. 
El hombre es un ser compuesto de espíritu y materia, con 
un destino que cumplir libremente, y dotado para cumplirle de 
facultades ó medios en armonía con .su naturaleza y por lo tanto 
anímicas y corporales, 
s 
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Que es compuesto de alma y cuerpo lo demuestra la Antro-
pología por la observación de las diferentes clases de fenóme-
nos que en 61 se producen y por la imposibilidad racional de re-
ferirlos á un mismo ser: que tiene un destino que cumplir lo prue-
ba la Metafísica, fundándose en que todo lo creado lo ha sido 
para algo, á menos que no hubiera habido sabiduría en la crea-
ción: que este destino ha de cumplirse libremente lo demuestra 
la experiencia, por la que venos la posibilidad que tiene el hom-
bre de eludir la ley moral y las veces que la elude: que está do-
tado de facultades ó medios para realizar su fin, se deduce, se-
gún la misma Metafísica, de la sabiduría y bondad del Criador, 
que no puede querer lo imposible ni sujetar al hombre á. la per-
petua tortura de luchar sin esperanza de vencer; y, por último, 
que estas facultades son físicas y espirituales lo demuestran la 
misma complejidad del ser humano y la prueba inducida de la 
observación de las especies diversas de actos humanos, además 
de la necesidad racional de que todo medio esté en relación con 
el fin para que ha de servir, y en armonía con la naturaleza del 
ser que ha de utilizarlo. 
Cuando se estudia al hombre como miembro del Estado, la 
razón ve en su existencia y en sus facultades y aptitudes otras 
tantas condiciones para que realice su destino; condiciones por 
lo mismo respetables, que el Estado debe respetar y hacer que 
respeten los demás, y en las que se halla el fundamento de la 
personalidad política del individuo. De donde se infiere que la 
conservación de la existencia del hombre, ó su vida, la integri-
dad de su ser como cuerpo y como espíritu, es decir, en todas y 
cada una de sus fuerzas materiales, por las que se proporciona 
la subsistencia, y en todas y cada una de sus facultades aními-
cas, sensibilidad, inteligencia y voluntad, por las que se desarro-
lla y progresa, no pueden ser destruidas ni mermadas por los 
demás individuos ni por el Estado, mientras no se hagan incom-
patibles con éstos por la falsa dirección ó el abuso de aquellas 
fuerzas ó facultades (1). 
El hombre es°'persona por conocerse: primero, como causa 
libre y origen inmediato de sus actos; y segundo, como distinto 
de los otros hombres en cuanto ser, aunque igual á ellos en sus 
(t) Cuanto se diga del hombre, en orden á derechos y deberes, es aplicable á 
las personas colectivas, pues, aunque no sean propiamente elementos del Estado, 
pueden formar parte de él y tienen, como compuestas de individuos, la misma 
aptitud jurídica que éstos, 
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elementos y en sus facultades esenciales. El primero de estos 
conocimientos, el de la libertad, es de conciencia y como de in-
tuición inmediata no puede ser demostrado; pero obtiene el uni-
versal asentimiento de todos los hombres juiciosos, y se com-
prueba en todas las circunstancias de la vida normal, lo mismo 
al contemplarse el hombre en sí mismo, que al compararse con 
los demás, por lo que la libertad es, en nuestra opinión, el cons-
titutivo de la personalidad en si. 
El segundo conocimiento, el de la distinción del ser y el de 
la igualdad fundamental de los elementos y facultades humanas, 
es producto de la comparación y como tal de la observación au-
xiliada del raciocinio. Por ésto, y teniendo su explicación en 
otros principios superiores, á la vez que es susceptible de de-
mostración ha sido negada por algunos. De todos modos la igual-
dad de esencia, por la que sólo se afirma que todos los hombres 
son compuestos de alma y cuerpo, y que todos son inteligentes, 
libres y. sensibles, aunque haya algunos qne sistemáticamente 
se atrevan á negarla, es indudable que aparece, según decía 
Donoso Cortés, como el fundamento y la condición primera de 
toda asociación, puesto que no habiendo igualdad no puede ha-
ber derechos y deberes recíprocos, sino que por parte de unos, 
los mejores, todos serán derechos, y por parte de otros, los me-
nos perfectos, todo serán deberes; lo cual es precisamente lo 
que servía á Aristóteles para considerar la esclavitud como na-
tural. En la igualdad esencial de naturaleza y facultades ve-
mos nosotros, por tanto, el constitutivo de la personalidad en la 
vida de relación ó social; pero en la igualdad compatible con la 
distinción de desarrollo ó aptitudes, y no en la identidad. 
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CAPITULO II  
DE LA LIBERTAD: SUS FASES Y LIMITACIONES  
Entendemos aquí por libertad "la facultad que tiene el hom-
bre de elegir y obrar después de haber deliberado,,. Esta defi-
nición, que expresa el concepto más genérico de la libertad hu-
mana, demuestra que para la existencia de la libertad es condi-
ción previa, indispensable, la de la razón, puesto que nadie  
delibera sino comparando motivos y razones, esto es, juzgando;  
y en la misma definición se hallan contenidas las varias espe-
cies de libertad, tanto la moral, como la civil y política, pues  
así lo indican las palabras elegir y obrar.  
La libertad de decidirse, como hecho, es indemostrable, ya  
lo hemos dicho; la siente cada uno de sí mismo, la ve en su con-
ciencia al contemplarse como causa de sus actos reflexivos;  
pero si alguno no la sintiera en si ó no la viera en su conciencia,  
probablemente se perdería el tiempo tratando de demostrárse-
la. Esto no obstante, ha habido algunos, y precisamente filósofos,  
que la han negado, fundándose en algunas razones más ó menos  
especiosas, contra las que y en pro de la libertad han formulado  
los filósofos sensatos algunas pruebas que pueden reducirse á  
las siguientes: primera, todas las razones, todas las promesas,  
todos los placeres y dolores, no son á veces bastantes para  
cambiar una volición, esto es, á querer lo contrario que se está  
queriendo o vice-versa: segunda, el sentido común de todos los  
hombres que se creen y confiesan responsables de sus actos, y  
el asentimiento universal de todos los pueblos que presuponen 
en sus códigos y leyes la existencia de la libertad como condi- 
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 ciGn precisa de la validez de los actos y de la responsabilidad 
consiguiente: tercera, sin la libertad todas las ideas del orden 
moral carecerían de realidad objetiva, y las palabras bien y 
mal, mérito y demérito, premio, pena, etc., serían signos sin re-
presentación alguna, y la existencia de semejantes palabras en 
los idiomas sería la realización de un imposible, un efecto sin 
causa. 
La libertad no se manifiesta sólo interiormente, determi-
nando á la voluntad para querer, sino también exteriormente 
en la persistencia de la volición hasta el obrar. Si no hay nin-
guna fuerza superior á la mia 6 ningún obstáculo que á mi vo-
luntad se oponga, soy libre no sólo al querer sino también al 
ejecutar. Esta libertad en el obrar es la causa de la responsa-
bilidad por los actos externos, como la libertad en el querer lo 
es de los actos internos ó que se consuman en la conciencia . De 
aquí que la libertad pueda ser concebida por de pronto bajo dos 
fases distintas; como libertad moral, causa de la imputación y 
responsabilidad por los actos interiores; y como libertad furl. 
 dica, causa de la imputación y responsabilidad por los actos ex-
ternos. 
Como estos actos exteriores pueden clasificarse de muy va-
rios modos, la libertad jurídica recibe diversas denominaciones 
según los actos á que se refiera; y siendo la clasificación mis 
general de éstos en actos que se refieren á la vida privada de 
los individuos, á su persona, familia y bienes, y actos que se re-
fieren á la vida pública y social, la distinción fundamental de la 
libertad jurídica será en libertad civil y libertad politica; aque-
lla, condición necesaria para la realización del fin del hombre, 
y ésta, medio para conservar la civil; de modo que la libertad 
política y los derechos que implica son la verdadera y eficaz 
garantía de la libertad y derechos civiles (1). 
(r) Bergeret entiende por libertad política la libertad «de expresar su opinión 
y de trabajar para hacerla prevalecer;» y por libertad individual, la que consiste 
en «no poder ser detenido por sus opiniones ó por sus actos más que con arreglo 
á formas determinadas». (Princ. depone., pág. 2S.) 
«La libertad, dice Palma, exige ante todo que el poder público sea regula-
do en su acción y en su ejercicio por las leyes  Pero esto no basta; es preciso 
que los ciudadanos mismos participen en la formación de las leyes y puedan vigi-
lar su aplicación, como todos los actos del gobierno  La primera condición 
del vivir libre y civil es que los negocios comunes, el derecho que ha de regir á 
todos sean tratados y determinados en común..... Y no es para esto necesario que 
todos se reunan en la plaza pública para discutir y decidir sobre la guerra, la pat, 
Acerca del carácter de cada una de estas fases de.la liber-
tad se ha discutido largamente; lo que tiene su razón de ser en 
las consecuencias prácticas que entraña la determinación de tal 
carácter para restringir sus manifestaciones, ó no fijarlas nin-
gún límite. Examinemos sucintamente esta cuestión. 
"Siendo el hombre un ser finito, limitado y relativo, ningu-
no de sus atributos ó facultades puede ser absoluto, y como la 
libertad es una facultad humana, estará sujeta á ciertas limita-
ciones.,, Hé aquí, poco más ó menos, el razonamiento formulado 
por los que no se avienen con la proclamación de los derechos 
naturales del hombre como absolutos, imprescriptibles é inalie-
nables; y si con tal proclamación quiere indicarse que la liber-
tad se ejerza caprichosamente, que no hay regla alguna que la 
dirija, que el hombre eligiendo como quiera obra conforme 4 su 
derecho y por consiguiente siempre bien, en este caso no cabe 
duda de que la proposición contra lo absoluto de la libertad es 
verdadera. Mas, si esta proposición significa que hay ocasiones 
en que el hombre en el pleno uso de sus facultades no se decide 
libremente, que hay ciertos motivos que le atraen de un modo 
irresistible, tanto vale como afirmar que el hombre es libre unas 
veces y otras no. Es cierto que la libertad humana no es absolu-
ta, porque no existe por sí, ni depende de su naturaleza el exis-
tir eternamente, ni se ejercita siempre: sino que existe por Dios 
y mientras Dios quiera; coexiste con otras, y sólo se ejerce 
cuando el hombre va á resolverse 6 á obrar; todo lo cual le da 
un carácter relativo, condicional ó limitado; pero afirmar que la 
libertad siendo, no es, que la facultad de elejir existe en algunos 
la hacienda, la administración propiamente dicha, como sucedió en la antigua 
Atenas..... Hoy es verdad que en los Estados-Unidos de América y en algunos 
cantones suizos son llamados los ciudadanos á ratificar la constitución y también 
las leyes votadas por las asambleas representativas; pero, así y todo, parece im-
posible convocar la plaza pública á un pueblo grande, y hacerle discutir y votar 
conscientemente, un código penal, civil, administrativo, de hacienda  La nación 
pues debe participar en el gobierno en el modo posible, esto es, escogiendo y di-
putando con este fin a los mejores, para que la representen en las cámaras legis-
lativas; mediante el concurso de la libre ciudadanía á la administración pública; y 
por medio de los jurados  Pero aun cuando esté así constituida una soberanía 
nacional, basada en la libertad popular, tendremos la libertad política á la anti-
gua, no la libertad civil moderna..... Hace falta una protección contra las inge-
rencias indebidas del poder público, no solamente del gobierno propiamente di-
cho sino de las mismas leyes. Es necesario limitar la soberanía, unir á la libertad 
política las libertades personales y locales. Se ha de tener el derecho de desarro- 
12 
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casos sólo á condición de que se elija una cosa dada es contra-
dictorio y como tal absurdo. 
Nosotros, pues, llamaremos limitaciones de la libertad, no á 
las causas que la anulan siquiera sea momentáneamente, por-
que nosotros las negamos, sino á los motivos que por su carác-
ter de generalidad y perpetuidad solicitan la voluntad constan-
temente. Estos motivos son de dos clases, según se deduce de 
las dos especies primordiales de la libertad: morales y jurídicos, 
Los primeros son todos los preceptos de la moral, cuyo funda-
mento esta en las relaciones entre la criatura y su Criador; y 
los jurídicos están constituidos por los preceptos del derecho na-
tural o del positivo, que tienen su fundamento en la coexisten-
cia de seres iguales por su naturaleza. 
llar, coordenadamente con todos los demás ciudadanos, y en toda su rica varie-
dad, las propias facultades, morales é intelectuales, artísticas é industriales, socia-
les y económicas: de aquí las varias libertades individuales de conciencia y de 
culto, de pensamiento y de imprenta, de reunión y asociación, de trabajo y de 
comercio, de la propiedad, y la vida propia de los municipios y de las provin-
cias  Lo que verdaderamente da autoridad á los hombres, ya individual, ya 
 
colectivamente, para limitar aun con la fuerza la libertad de acción de otros, es 
 
la defensa de sí mismo, 6 el impedir que se dañe á otro. Hay también muchos 
 
actos positivos para el bien común que un individuo puede en verdad ser obliga-
do á ejecutar; por ejemplo, el prestar testimonio en juicio, el concurrir á la defen-
sa común, la adquisición de cierta instrucción, el desempeño de ciertos oficios, 
 
como el de jurado y otros, en servicio del Estado, de la provincia 6 del municipio, 
 
el respeto a la decencia y á la moral pública; pero la libertad humana debe tener 
por regla una grande esfera de acción.»—Palma, Diritto cost,, vol. I, págs. 161 
y siguientes.—Firenze, 1884, 
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CAPITULO III 
DE LA IGUALDAD 
No pretendemos definir la igualdad, porque su concepto es 
demasiado claro para que pueda ser equivocado; ni discutiremos 
si es una cualidad ó una relación, porque á nada conduce para 
nuestro fin particular. Sólo, sí sentaremos que la idea de igual-
dad no la adquirimos hasta que comparamos dos cosas; que por 
consiguiente la obtenemos relacionando seres ú objetos; que 
no se da sin esta relación; y por lo mismo, al enumerar los ca-
racteres constitutivos de la personalidad, dijimos que la igual-
dad lo era en la vida de relación porque no se concebía sin ella, 
así como la libertad lo era de la personalidad en sí ó individual, 
por la razón contraria. Pero, si la idea de igualdad en general 
es clara, se puede concebir de varios modos y, según la distinta 
manera de concebirla, puede ser una verdad ó un error cuando 
se dice de un objeto. Así sucede al afirmar que un hombre es 
igual á otro: esta proposición es verdadera, si con ella quere-
mos indicar que todo hombre tiene las propiedades fundamenta. 
les del ser humano, como fuerzas físicas y anímicas; y falsa, si 
queremos indicar que la forma, el desarrollo de las fuerzas, etc., 
es igual en todos los hombres. De aquí que la igualdad pueda 
ser esencial ó accidental, según se considere en lo esencial ó 
en lo variable de los objetos. Hecha esta distinción, afirmarnos 
que la igualdad de esencia es constitutiva de la personalidad en 
la vida de relación, esto es, que todos los hombres son esencial-
mente iguales; así como también reconocemos que son desigua-
les en lo accidental, en el desarrollo de sus aptitudes. 
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Para demostrar que todos los hombres son iguales esen-
cialmente, se pueden emplear dos procedimientos; ó la obser-
vación, 6 el puro raciocinio; pero, en todo caso, será preciso 
concluir que todos los hombres están dotados de alma y cuerpo., 
que las propiedades constitutivas de éstos son iguales en todos 
los hombres, y que no hay hombre alguno que tenga más ele-
mentos y propiedades que otro. Esta observación y la demos-
tración consiguiente se hallan encomendadas á los antropolo-
gistas fisiólogos, psicólogos y metafísicos, por lo que nosotros 
nos limitamos á consignar los resultados de sus observaciones 
y raciocinios. 
La experiencia fisiológica ha probado que en la composi-
ción de todo cuerpo humano entran los mismos elementos sim-
ples; que la combinación de éstos da también por resultado en 
todos ellos sustancias análogas, como son los huesos, nervios, 
tejidos, sangre, etc.; que la disposición particular de estas sus-
tancias es también análoga en todos; que las funciones ejercidas 
por todo cuerpo humano, tanto las de la vida vegetativa como 
las de la sensitiva, son idénticas y se ejercen por órganos igua-
les, y que las diferencias que entre los hombres se notan son 
 re-
lativas, no al número, ni á la disposición de los elementos y ór-
ganos, sino á su mayor 6 menor desarrollo, á su forma más 6 
menos pronunciada, al color y otras accidentales, que, sino to-
dos las han explicado de un modo satisfactorio, no por eso es 
menos cierto que no entrañan ninguna esencial diferencia. 
La experiencia psicológica demuestra la igualdad esencial 
de los hombres, porque en todos revela un alma dotada de los 
mismos atributos y facultades, sensibilidad, inteligencia y vo-
luntad; conocimiento que se obtiene por la observación de los 
distintos fenómenos que en el hombre se producen y la necesi-
dad de referirlos á causas, diversas entre sí, pero las mismas 
para cada clase de aquellos. 
Metafísicamente se comprueba esta igualdad, según los fi-
lósofos que ven en la humanidad un ente son realidad objetiva, 
porque los elementos constitutivos de esa misma humanidad, 
los hombres, participan y están todos penetrados de su esencia; 
y en cuanto á los filósofos, para quienes la humanidad es una 
idea general, ven esta igualdad como incuestionable, puesto que 
las ideas generales representan lo común, lo que igualmente 
puede decirse de todos los seres ú objetos contenidos en la idea 
general . 
La igualdad esencial del hombre es, pues, indiscutible como 
M 
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hecho é independientemente de las teorias sobre su origen, ya  
sea éste por creación directa, ya por transformaciones sucesi-
vas; y aun bajo el punto de vista del origen, la mayoría de los 
 
filósofos, de acuerdo en esto con el Génesis, afirman la unidad 
 
de la especie humana, el origen de un tronco común. No debe, 
 
por lo mismo, causar extrañeza que el cristianismo proclamara 
 
la igualdad de la naturaleza humana, llamando hermanos á los 
 
hombres; sin que por eso tratase de abolir las jerarquías socia-
les, ni intentara destruir las diferencias individuales provenien-
tes, no de lo esencial y constitutivo del hombre, sino del mayor 
 
alcance y desarrollo de sus facultades. 
 
Esta igualdad esencial, como constitutiva de la personali-
dad en la vida de relación, sirve, lo mismo que la libertad, de 
 
fundamento á los derechos del hombre; pero su consideración 
 
ha llevado á algunos utopistas, de buena ó de mala fé, é preten-
der para todos los hombres una igualdad absurda y comprensi-
va, no sólo de todos los derechos, sino también de todos los me-
dios morales y materiales que sirven para satisfacer necesida-
des, y destructora de las clases. Por esto es preciso fijar bien 
los derechos que se derivan de la igualdad esencial, y puesto 
que en la igualdad de naturaleza se fundan los que piden para 
todos los mismos derechos, si esta igualdad es sólo esencial, 
que sólo se concedan los mismos derechos esenciales, y donde 
haya diferencias, que sean también distintos los derechos, por-
que, según dijo un filósofo, "la verdadera igualdad consiste en 
tratar desigualmente á los seres desiguales.,, 
El respeto igual á todas las personalidades y é. las faculta-
des ó aptitudes que cada uno debe ejercitar como le convenga, 
es el primer derecho ó la primera consecuencia jurídica de la 
igualdad de esencia. 
La proscripción de toda medida que tienda á declarar pre-. 
viamente inepto á cualquier hombre por presunciones de naci-
miento ú otras análogas, es otro derecha derivado de la igual-
dad. Esta exige que para el desempeño de ciertos cargos ó el 
ejercicio de ciertas profesiones no se reclamen de l os candidatos 
otras condiciones de aptitud que las adecuadas al fin del cargo o 
de la profesión: que no se exija, por ejemplo, la limpieza de san-
gre, para ser militar, sino el valor y la pericia. En este derecho 
se contiene la abolición de privilegios. El privilegio supone ó 
declara á los unos de mejor condición que á los otros, é induce 
á creer que la sociedad se ha formado para beneficiar á aque-
llos á expensas de éstos; que mientras unos tienen sólo dere- 
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chos, los otros tienen sólo deberes, y, por fin, que la sociedad, 
lejos de serlo, es la retención forzosa de unos hombres al servi-
cio de otros que los emplean como medios ó cosas. 
;) La qpción de todos á todo lo que pueda ser medio ó con-
dición de vida ó de progreso, según el alcance de sus aptitudes 
naturales, sin que la sociedad ó los demás individuos le susciten 
obstáculos arbitrarios; ó, lo que es lo mismo, que á nadie se 
niegue la posibilidad de serlo todo, según su aptitud; que sean 
comunes para todos las condiciones de vida ó cultura que faci-
lita el Estado, es otro de los derechos derivados de la igualdad 
fundamental . 
La igualdad formal, ante la ley según unos, ó en la ley se-
gún otros, puede considerarse, bien entendida, como la síntesis 
y sanción de todos los derechos derivados de la igualdad funda-
mental. Bien entendida decimos, porque, si se la exagera á in-
terpreta malamente, puede ocasionar graves errores ,y aun per-
turbaciones sociales. Si se pretende expresar por esta fórmula 
i que todas las personas deben ser consideradas iguales para la 
aplicación de las leyes, el absurdo es evidente, porque en este 
caso la ley se aplicaría igualmente á los cuerdos que á los lo-
cos, á los niños que á los viejos, etc. Si, por el contrario, se 
pretende que sólo el hecho debe tenerse en cuenta por la ley, 
independientemente de las circunstancias que han concurrido 
en su ejecución, se viene á decir, poco más ó menos, lo mismo 
que en el caso anterior, y la monstruosidad no es menos palma-
ria, porque implica la aplicación igual de la ley al hecho eje-
cutado con libertad ó sin ella, por una persona avezada al cri-
men y por la que infringe por primera vez el derecho, por la 
que tiene perfecto conocimiento del hecho y de su relación con 
el derecho y por la que carece de este conocimiento ó le tiene 
confuso. 
Si la fórmula, igualdad ante la ley, indica que la posición 
social de las personas, su jerarquía, sus riquezas, etc., no de-
ben tenerse en cuenta en la formación ni en la aplicación de las 
leyes, y sí sólo las circunstancias relacionadas con el hecho 
que cae bajo la ley; en una palabra,)que las mismas leyes rijan 
para todos los que se encuentren en las mismas circunstancias, 
y que todos estén sujetos á los mismos procedimientos al apli-
carse las leyes, en este caso la inteligencia de la fórmula es ra-
cional y representa un verdadero derecho, acaso el más impor-
tante, porque contiene implícito el reconocimiento de todos los 
demás. 
• 
Todos los hombres tienen un fin 
 destino ulterior análogo; 
 
pero acá, en la tierra, los fines que han de realizar son muy di-
versos, como lo indica la diversidad de dotes con que los hombres 
 
están adornados, pues mientras en los unos predomina la sensi-
bilidad y son buénos artistas, otros tienen más desarrollada la 
inteligencia y dan grandes resultados en las ciencias: otros se 
hallan dotados de valor y energía para vencer los obstáculos 
más imponentes, y en otros se ha desarrollado la fuerza material. 
Esta diferencia de desarrollo en las facultades, que son sin em-
bargo iguales esencialmente en todos los hombres, supone di-
versos fines, y éstos, distintos deberes, y la diferencia entre los 
fines y los deberes, desemejanza entre los medios, esto es, entre 
los derechos. Por eso sería un absurdo que se le concediera el 
derecho de patria potestad al que no tuviera los deberes de pa-
dre, ó los de esposo al soltero, ó al paisano y al lego los del mi-
litar y el eclesiástico. De la misma manera sucede en el terreno 
político, y puesto que aquí la diferencia está entre los que man-
dan y los que han de obedecer, dedúcese que la justicia exige de 
acuerdo, como siempre, con la razón que donde hay distintos 
fines que cumplir haya distintos medios que emplear, y que los 
derechos del que ha de dirigir sean diversos de los correspon-
dientes al que ha de ser dirigido. Por otra parte, aunque se con-
cedieran iguales facultades á todos los hombres, muchos de és-
tos no podrían ejercitarlas por suponer otras previas de que 
carecen, y tales facultades, no pudiendo ejercitarse, más que 
medios, vendrían á ser rémora para los fines humanos. El dere-
cho electoral y el de ser amparado por la sociedad son, por 
ejemplo, diversos derechos correspondientes, el uno al inteli-
gente, y al loco ó imbécil el otro, aunque análogos ambos á sus 
estados respectivos (1). 
Ç (t) «Dejando á un lado la preocupación política, tan llena de peligros, de pro- 
curar conseguir entre los ciudadanos aquella igualdad material, á la que no res- 
ponden las condiciones del hecho ni la necesidad jurídica, afirmamos en vez de 
esto que el concepto de igualdad implica proporción y no ya semejanza mecánica 
y brutal, Esto exige reconocer: r° las diferencias naturales de hombre á hombre,  
por las cuales el inteligente se distingue del vulgo, el culto del ignorante, el ac-
tivo del ocioso, el honrado del malvado; 2° las diferencias impuestas por la nece-
saria existencia en toda pública organización de una jerarquía política y por lo 
mismo de ciertas garantías especiales que, cuando sea necesario s es justo que  
acompafien á ciertas funciones públicas (concepto de prerrogativa, en antítesis 
al de privilegio),»  
eEl principio de igualdad constituye verdaderamente uno de los caracteres 
/
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Las necesidades humanas son tan múltiples y variadas, que 
en vano intentaría satisfacerlas el individuo por sí mismo sin la 
cooperación de sus semejantes. La limitación de las facultades 
de éstos ha hecho preciso que se distribuyan entre sí la obten- 
ción de los diversos medios, ó lo que es lo mismo, ha hecho na„ 
cer la división del trabajo; es decir, que sin ésta cada cual hu• 
biera necesitado ocuparse en toda clase de trabajos, á menos 
que renunciase á satisfacer algunas necesidades. Sera, pues 
una falta de razón tener en menos a quien cooperó a nuestra fe-
licidad, y una falta de justicia no considerarle tan digno como á 
los demás porque sea baja su ocupación; por lo que concluimos 
sentando que esta dignidad igual de todas las manifestaciones 
de la actividad humana, es también una consecuencia jurídica 
de la igualdad esencial del hombre y de la desigualdad de sus 
aptitudes. 
propios del Estado moderno, en cuanto ya no se reconocen diferencias de ciuda-
dano a ciudadano, que tengan por base exclusiva favorecer uno en perjuicio de 
los demás (en antítesis pues á los privilegios singulares ó de clase). » 
«Este principio supone: a) Igualdad ante la ley y en la jurisdicción; 4) Igual 
goce de los derechos civiles y políticos, salvas las condiciones generales de capa-
cidad, así civil como política; c) Igual admisibilidad á los cargos públicos, salva 
la prueba de capacidad específica; d) Igual cooperación á las cargas públicas, asi 
personales como reales, en proporción á las facultadesy á los recursos individuales.» 
--(Orlando, Principii de Diritto costituzianale, págs. 228 y 229. Firenze, 1890.) 
CAPITULO IV 
DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y SUS CLASES 
Pellegrino Rossi en su Curso de Derecho Constitucional (1) 
sienta que la verdadera división de los derechos del hombre que 
vive en sociedad y especialmente en un país libre es en derechos 
privados, públicos y,;pollticos. Los primeros, porque hay rela-
ciones entre individuos y familias que, si no estarían garantiza-
das sin la sociedad, pueden sin embargo concebirse existiendo 
fuera de ella. Los públicos ó sociales, porque apenas podrían 
ser concebidos fuera de la sociedad siendo, como son, expresión 
del desarrollo del hombre en el estado social. Así, la libertad 
individual, la de publicación del pensamiento, la de conciencia, 
etcétera, que son derechos públicos ó sociales, se distinguen 
perfectamente de la libertad de comprar ó de vender, que son 
meramente privados. Y por último, los derechos políticos, que 
consisten en la participación del poder social y no deben con-
fundirse con los públicos, porque los políticos, por muy genera-
les que quiera suponérseles, siempre implican una condición de 
capacidad, mientras que los públicos no suponen esta condición 
y sí solo la cualidad general del hombre. En otros términos, 
los derechos públicos son la cosa, y los derechos políticos la 
garantía; y si llegara un tiempo en que los derechos del Estado 
(1) Torno I, Lec, zi', págs. 9ysiguientes,—París, 1866, 
13 
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y del ciudadano pudieran estar garantizados por cualquier otro 
medio que no fuera el Gobierno, no habría derechos políticos, y 
sí solamente públicos.. 
Partiendo nosotros, como Rossi, de los varios puntos de vis-
ta en que puede considerarse al individuo, aunque haciendo dis-
tinción entre la sociedad en general y la sociedad política, cree-
mos que la clasificación menos expuesta á errores y que tiene 
más importancia en el derecho público constitucional es la que 
distingue los derechos del hombre en naturales (1), políticos y 
mixtos, según que deriven inmediatamente de la naturaleza y 
correspondan al hombre como tal é independiente de su consi-
deración en el Estado, por tener su fundamento en la igualdad 
esencial ó específica; ó los tenga principalmente en relación con 
dicho Estado y no sean eficaces hasta que la ley positiva los de-
clara y sanciona, por tener su fundamento en la desigualdad in-
dividual de aptitudes; ó ya participen de un doble carácter, y 
según sea el fin, particular ó público, que el hombre se propo-
ne principalmente al ejercerlos. 
Los derechos naturales han sido llamado& individuales, 
porque pertenecen á todo individuo de la especie humana;Jile-
gislables, porque se ha dicho que la ley no puede darles exis-
tencia, ni quitársela, modificarlos, ni restringirlos;??imprescrip-
tibles, porque su falta de ejercicio, sea cualquiera la causa que 
la produzca y sea cualquiera el tiempo porque dure, no puede 
hacerlos desaparecer; inalienables, porque ni aun la misma vo-
luntad del individuo puede privarle de ellos; y por fin;,ábsolu- 
tos, porque se les supone independientes de toda circunstancia 
y relación. Veamos si estas denominaciones son  no acep-
tables. 
Respecto á la de individuales no cabe duda que es propia, 
pues no hay uno solo de los individuos que no tenga todos los 
derechos naturales: á todos corresponde el derecho de vida, á 
todos el de trabajar, á todos el de propiedad. Es cierto que la 
vida de los unos aparece como más precaria, que el trabajo de 
los otros es menos productivo, que los bienes que constituyen la 
(i) También se ha llamado á estos derechos innatos 6 nativos, pretendiendo 
que esta denominación es más propia, puesto que todos los derechos son natura-
les en el sentido de que todos son conformes a la naturaleza. Sin embargo, prefe-
rimos la indicada en el texto; porque con ella se les ha designado varias veces al 
tratar de declararlos; porque es también corriente en política, y porque estos de-
rechos son los tnicos que directa é inmediatamente provienen de la naturaleza. 
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propiedad de cada cual no son iguales ni en número, ni en valor; 
pero todos, absolutamente todos, tienen igual derecho á que se 
respete su vida, tal como sea; á que se les permita ejercer sus 
facultades como pueda, ya sean de esta ó de la otra clase y de 
mucho ó de poco alcance; á que no se les usurpen los bienes que 
constituyen su propiedad, sean muchos ó pocos; porque esa vi-
da, ese trabajo y esa propiedad son otros tantos medios que, 
fundados en la naturaleza, sirven al hombre para realizar su 
destino . 
J La palabra ilegislables puede tomarse en dos acepciones:)ó 
significando que son anteriores á la voluntad del legislador é 
independientes de él ;  ú que el legislador nada puede respecto 
ft ellos, ni aun regular su ejercicio. En el primer sentido es in-
dudable que los derechos naturales son ilegislables, puesto que 
tienen su origen en la misma naturaleza como condiciones nece-
sarias de vida 6 de progreso: ,:no así en el segundo, pues sur-
giendo enfrente de los derechos de uno, los derechos de los de-
más, la vida social sería imposible si todos quisieran prevale-
cer y no hubiera quien, determinando la esfera de acción de ca-
da uno, evitara las colisiones de derechos y las consiguientes 
perturbaciones sociales. El decir que los derechos naturales 
tengan su origen inmediato y directo en la naturaleza, no impli-
ca que los derechos, cuyo origen inmediato está en la ley 6 en 
la voluntad de los individuos concurriendo sobre un objeto, no 
sean verdaderos derechos, siempre que su fundamento esté en 
lit naturaleza, como decíamos en la definición, ó sean conformes 
á ella . 
Que son imprescriptibles é inalienables lo demuestra su 
misma necesidad como medios indispensables para la realiza-
ción del fin del hombre. La prescripción de tales derechos, que 
no puede fundarse en las mismas razones que la prescripción de 
otros derechos secundarios (1)} sería un acto de despotismo si 
por la ley se estableciera, y! la enagenación de tales derechos 
por el individuo supondría en el mismo perturbación mental, 
porque es inconcebible que el hombre quiera por su propia vo-
luntad privarse de los medios indispensables para conseguir su 
fin, y sería además incompatible con la necesaria subordinación 
(s) La prescripción ordinaria se funda, ya en la necesidad de dar fijeza á la 
propiedad, ya en la de amparar al poseedor de buena fe, ya en la presunta volun-
tad de el antiguo poseedor, ya, en fin, en el deseo de evitar á la sociedad el dic-
tado de vengativa, como sucede en la prescripción penal, 
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del  orden jurídico al moral. Los derechos naturales 6 innatos 
son, como dice Prisco, inalienables en cuanto lo son los deberes 
para cuyo cumplimiento sirven. Veamos ahora si les cuadra la 
denominación de absolutos. 
Absoluto según la Academia, tanto vale como indepen-
diente, ilimitado, sin restricción; lo que no tiene respecto ni 
relación á otra cosa. Ahora bien;'derechos naturales son los que 
tienen su fundamento y origen en la naturaleza; pero la natura-
leza humana no es independiente; ni existe, ni es como es por 
sí, sino por la voluntad del Criador, y por lo mismo depende 
completamente de él: pues si la causa, si el origen, que es la 
naturaleza, no es independiente, menos lo serán los derechos 
que son su efecto, que se derivan de ella, á no ser que se des-
conozcan las verdades primitivas, pretendiendo que el efec-
to puede ser contrario á la naturaleza de la causa. ,Que no son 
ilimitados se demuestra observando que el sujeto de tales dere-
chos ha de coexistir con otros dotados de análogos derechos, y 
precisamente por coexistir los tienen y los necesitan: así, mi de-
recho á la vida sólo existe mientras yo no atente contra la de 
los demás y los ponga en el caso de ejercer el de su justa defen-
sa; el que tengo á trabajar se restringe por el respeto debido á 
la propiedad ajena y circunstancias de lugar y tiempo; el de lo-
comoción, por otro idéntico de los demás, etc., etc: No menos 
evidente es que dicen respecto 6 relación á otra cosa, porque 
están subordinados;.primero á la naturaleza humana, y después 
á los fines que el hombre por ellos ha de realizar, puesto que 
por ser medios son derechos. Estos fines por otra parte no de-
penden del hombre, porque no se los ha impuesto él así mismo 
sino que sólo son debidos á la voluntad del Hacedor. 
No son pues los derechos naturales absolutos en el verda-
dero sentido de la palabra, aunque puede admitirse esta deno-
minación significando que existen independientemente de toda 
ley positiva ó voluntad humana. 
Estos derechos son principalmente: la integridad del ser 
con la seguridad personal, la inviolabilidad del domicilio y de 
la correspondencia, la libertad y sus manifestaciones y la pro-
piedad. 
Los derechos políticos, 6 atribuciones del hombre como 
miembro del Estado para intervenir en la organización de éste 
y en el desempeño de los cargos públicos, sólo se conciben, 
como hemos dicho, dentro de la sociedad política, y su origen 
se halla en la ley positiva, sea cualquiera, por otra parte, la 
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persona ó institución donde residan el poder legislativo y la 
 so. 
beranfa. No quiere decir esto que la ley política no deba con-
formarse con la natural al hacer la declaración de estos dere-
chos y de las personas á quienes se concedan, si no que, sean 
 
cualesquiera las condiciones y aptitud que el hombre-ciudada-
no tenga para ejercerlos, no los posee hasta que la ley se los  
reconoce.  
Tales derechos son por su naturaleza eminentemente irela•  
tivos, porque dependen de la capacidad especial que la ley exi-
ge en las personas á quienes se han de conceder; soñ-legislables 
porque no sólo son regulados por la ley sino que de ella se de-
rivan inmediatamente, y, por fin, son--; amisibles y renunciables, 
porque su existencia depende de la ley y su ejercicio de la vo-
luntad del poseedor.  
Como se ve, la diferencia entre los derechos naturales y los 
 
políticos no puede ser más palmaria: 4)aquellos tienen su origen 
 
en la ley natural ó divina; éstos en la positiva ó humana;  
'',aquellos son imprescriptibles é inalienables; éstos son por el  
contrario amisibles y renunciables.s verdad que ambos soh  
legislables y quEaninguno de ellos es absoluto;:¡ero los natura-
les sólo son legislables en su ejercicio, y los políticos lo son  
también en su nacimiento;;;y la relación ó dependencia de los  
naturales es, digámoslo así, más noble puesto que dependen de  
la naturaleza, ó mejor de Dios, que es inmutable, mientras que  
los políticos dependen de cosa tan efímera como la ley humana.  
S,Por eso los derechos naturales son de todos tiempos y lugares,  
y de los viejos lo mismo que de los jóvenes, de los sabios como  
de los ignorantes, de los varones como de las hembras y de los  
cuerdos como de los locos, mientras que la existencia de los  
políticos es de fecha muy reciente, limitada á algunos paises y  
sólo concedidos á algunos hombresç)Por último, los primeros  
satisfacen necesidades particulares, y los segundos generales.  
De lo dicho se infiere que, si estos derechos no se conceden  
á todos los individuos, no podrán llamarse individuales. Pero ni  
se conceden ni deben concederse á todos. Si el ciudadano desea  
intervenir en la gestión de la cosa pública, ya organizando, ya  
gobernando, ya administrando, sólo podrá reclamar dicha in-
tervención á condición de poder desempeñar bien su cometido.  
Por eso, ni aun los individualistas más acérrimos se los conce-
den á todos los ciudadanos, sólo por el hecho de pertenecer al 
Estado, sino que exigen ciertas condiciones de capacidad, ex-
cluyendo no sólo á los locos, criminales, mujeres, niños, etc. 
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sino también, en muchos casos, á los que no saben leer y escri-
bir, y á las personas cuya perversión moral ó cuya falta total 
de independencia hacen racionalmente suponer que no usarán 
bien de estos derechos. 
 
Los derechos políticos son dos: 'el electoral y el de' opción 
á los puestos públicos. 
Los derechos mixtos como que participan del doble carác-
ter de naturales por su origen, y de políticos por el medio donde 
forzosamente han de ejercerse, pueden ser considerados de muy 
diverso modo, según la fase que en ellos aparezca predominando 
al estudiarlos en cada individuo y en cada situación y circuns-
tancias, y según que hayan de ejercitarse, principalmente para 
fines individuales, 6 para fines de interés social y público. 
Se enumeran como derechos mixtos el deJemisión y publi- 
cación del pensamiento, el de^ elición, el de i-ci nióny asocia- 
ción y el de;resistencia k la opresión.   
J 
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CAPITULO V 
DE LOS DERECHOS NATURALES 
I- INTEGRIDAD DEL SER Y SEGURIDAD PERSONAL 
Es el primer derecho del ser humano su integridad, porque 
en ella encuentra el primer medio, la primera condición para el 
cumplimiento de su destino. En efecto, la integridad de un ser 
consiste en que no le falte ninguno de sus elementos, en que no 
se le cercene ninguna de sus facultades ni de sas miembros; de 
manera que á la integridad del ser-hombre se oponen jurídica-
mente las mutilaciones; las perturbaciones mentales voluntaria-
mente producidas,, el menoscabo de su dignidad O consideración 
personal y)la pérdida de su independencia. Porque, si Dios al 
crear al hombre le dió, como necesarios ó como útiles auxilia-
res para realizar el fin que le impuso, sus facultades, sus miem-
bros y sus órganos, atentar contra la existencia de una sola de 
estas facultades ó aptitudes es atentar contra la obra de Dios y 
querer privar al hombre de los medios adecuados á su fin. Así 
lo han reconocido todos los pueblos cultos, proscribiendo de sus 
códigos criminales las penas infamantes y las que consistían en 
mutilaciones y otras análogas, propias de los siglos y de las 
sociedades bárbaras y no legitimadas, ni aun disculpadas, por 
ninguna razón sólida. 
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Pero no debe olvidarse que los derechos del hombre ni sort 
absolutos ni ilimitados, porque coexisten con los demás, y des-
de el momento en que al derecho de uno intenta oponerse el 
derecho de otro, haciéndose incompatibles, alguno ha de ceder, 
dejando el puesto á su antagonista. Ahora bien, si todos los de-
rechos, ó mejor los derechos de la misma especie, son igual-
mente respetables en todos los hombres, ¿cómo determinar en 
justicia qué derecho ha de prevalecer siendo ambos derechos y 
los dos iguales? 
Enunciada de este modo, la cuestión se presenta irresoluble 
para la razón humana; es más, tal colisión de derechos repugna 
á la razón (1); de lo que nosotros deducimos que, más que coli-
sión de derechos, hay en el fondo solamente pugna de hechos 
que pretenden á la vez para sí el nombre de derechos. Y así es 
en verdad; el criminal que invoca para su libertad de acción el 
dictado de inviolable, y la sociedad ó el poder público que le 
priva, por ejemplo, de la libertad de locomoción en nombre del 
orden social, pretenden el derecho cada uno para sí, pero en 
realidad sólo está de parte de uno de los dos: para resolver quien 
le tiene, preciso es recurrir á la ley que regula tanto la libertad 
del individuo como la acción social, esto es, á la ley natural, y 
ésta nos dirá cual de los hechos es derecho verdadero y cual lo 
es supuesto. Si un hecho, una facultad ó una persona se hicieran 
incompatibles con el hecho, la facultad ó la existencia de otra 
persona, aunque cada una pudiera existir aisladamente como 
derecho, al relacionarse, al ponerse en contacto, dejan de ser 
derechos los de una parte y sólo prevalecen como tales los de la 
otra. Si la existencia de la persona social y la de la individual 
se hacen incompatibles, si lo fueran el orden social y la libertad 
individual, si lo son por último los supuestos derechos de las 
personas particulares entre sí, no debe olvidarse que el derecho 
verdadero solo puede estar del lado de uno de los contendientes 
(s) Repugna en efecto a la razón que los medios de que dispone un hombre 
sean incompatibles con los de otro con quien ha de coexistir, siendo unos y otros 
concedidos á cada cual por la naturaleza, para que realice su destino. 
La doctrina sentada en el texto tiene también su confirmación en la ley gene-
ral que Prisco establece para resolver los conflictos jurídicos. Si hay, dice, colisión 
Cutre dos derechos diversos en sí ó en su ejercicio, el verdadero derecho es aquel que 
resulta de un orden superior. De esta ley general nacen otras particulares, entre 
las que son más de notar las fundadas en la importancia del objeto, 6 en la uni-
versalidad del bien, 6 en la evidencia del titulo.—V . Dcho. indio. L. I, cap. XI, 
r 
- — 
 y que la ley natural, puesto que los derechos que se discutén son 
naturales, debe decidir cual ha de subsistir y cual ha de desapa-
recer. 
En esta observación se halla el fundamento racional de las 
limitaciones impuestas al ejercicio de toda clase de derechos, 
tanto naturales como políticos, y ella sirve también para expli-
car porqué la pena de muerte, por ejemplo, atentatoria cual 
ninguna contra la integridad del ser, halla á veces su disculpa 
y aun su justificación en una suprema necesidad social.' 
En este derecho se hallan virtualmente comprendidos el de 
dignidad personal, derivado de que el hombre tiene finalidad 
propia; el de honor y fama, en cuanto la consideración de sus 
semejantes le es medio útil para su fin, y el de independencia, 
puesto que para cumplir su fin ha de obrar por sus propios im-
pulsos y aspiraciones. 
Como desarrollo del derecho á la integridad del ser puede 
considerarse el llamado de seguridad personal, qùe se ha expli-
cado de varios modos teniendo en cuenta la distinta significa-
ción de la voz seguridad. 
La seguridad personal equivale en un sentido á la protec- 
ción especial que en el Estado deben hallar las personas contra 
cualquiera mal ó daño que pudiere inferírseles, ya por simples 
particulares, ya por personas públicas, á menos que tal moles-
tia ó daño fuera inevitable, ó merecida por la conducta del que 
le sufre . En un sentido aun más extricto, indica este derecho 
en las constituciones modernas que la vida y la libertad de los 
individuos sea respetada y garantida por la ley, no pudiendo ser 
presos, ni arrestados, ni detenidos, ni expulsados, desterrados, 
etcétera, sino por alguna causa justa y llenando las formalidades 
previas exigidas por las leyes para evitar arbitrariedades (1). 
El fundamento de este derecho es el mismo con leves dife-
rencias que el asignado al anterior, del cual es necesario com-
plemento, pues refiriéndose ambos al ser y á sus facultades, con-
siderado todo bajo un aspecto general, y siendo el individuo, no 
sólo respetable en sí mismo, sino necesario para la existencia 
de la sociedad, la justicia juntamente con el interés social exige 
que se garantice al individuo la plenitud de su ser, el ejercicio 
de sus facultades y el empleo de sus fuerzas, ya que ni los fines 
individuales pueden realizarse sin estas condiciones, ni el pro-
greso ó perfeccionamiento social obtenerse, sino precede la 
(1) V, Hermosilla, El 7acobivtismo, 
14 
84 
conservación y mejora de los individuos que componen la 
sociedad. 
Sin embargo, y conforme á lo dicho más arriba, si el indi-
viduo, abusando de su libertad, atentare contra la libertad 6 de-
rechos agenos, ó contra el orden público, podrá ser castigado en 
una ó en otra forma, siempre que se respeten los principios de 
la moral y del derecho; y aun pudiera añadirse con verdad que, 
como el poder social no participa de la omnisciencia divina y 
se, halla expuesto al error, se verá precisado muchas veces á 
garantir el orden público y los derechos de los ciudadanos, 
causando algunas vejaciones inevitables. las que sin embargo 
deben ser tan momentáneas como el error que haya padecido 
la autoridad al inferirlas. 
Il-INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO Y DE LA CORRESPONDENCIA 
Llámase inviolabilidad del domicilio el derecho que tiene 
toda persona de impedir que penetre en su casa ninguna otra á 
quien no haya previamente autorizado expresa 6 tácitamente. 
Veamos su fundamento. 
Ya hemos dicho que el hombre puede ser considerado bajo 
dos relaciones distintas; como individuo ó simple particular y 
en su vida privada, ó)como miembro del Estado y en su vida pú-
blica. En el primer caso la misión que ha de realizar es suya 
exclusivamente, debe realizarla por medios propios y exclusi• 
vos y él es único responsable de sus actos, experimentando él 
solo las buenas 6 malas consecuencias de los mismos. 
''.;Ahora bien; el domicilio es, por decirlo así, el campo de 
acción de la actividad privada y se asemeja entre los individuos 
al territorio nacional entre los Estados, y así como la invasión 
de un Estado en el territorio de otro sería la conculcación de 
un derecho que reconoce hasta el sentido vulgar, la intrusión 
de un individuo en el domicilio de otro seria un atentado contra 
la propiedad y la independencia del individuo. 
No son, sin embargo, estos atentados que los individuos 
pueden cometer invadiendo el domicilio ageno, los aludidos por 
los políticos al controvertir sobre el derecho de que nos vamos 
ocupando. La cuestión de si el domicilio es ó no inviolable ha 
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reconocido principalmente por causa la facilidad con que las 
autoridades y funcionarios alteraron el orden y la paz de las 
familias, practicando registros muchas veces infundados de 
modo que una mera sospecha bastó en algún tiempo, no sólo 
para descubrir los secretos del hogar, que de ningún modo de-
ben hacerse del dominio público, sino también para sembrar la 
alarma en las familias. A evitar estas intrusiones cuando son 
inmotivadas, aunque se lleven á cabo en nombre del bien públi-
co 6 del derecho social, tiende principalmente la consagración 
de este derecho en las modernas constituciones. 
Mas no se crea por lo dicho que ni la razón, ni la conve-
niencia pública ó privada exigen en todos los casos el respeto al 
domicilio, pues podría suceder que este respeto exagerado fue-
ra ocasión, ya de graves trastornos en el orden social, ya de 
delitos que quedaran impunes contra la seguridad de las perso-
nas ó de la propiedad. Tal sucedería, por ejemplo, si teniendo 
la autoridad conocimiento, y aun sospecha fundada, de que en 
cierto parage se escondían armas ó municiones para trastornar 
el orden público, 6 se ocultaban criminales, instrumentos ó efec-
tos de un delito ú otros objetos análogos, se impidiera á esa 
misma autoridad penetrar en dicho paraje á pretexto de que se 
violaba el santuario del hogar, oponiéndose de este modo al es-
clarecimiento de algunos hechos punibles, á la previsión de 
otros que pudieren cometerse y al castigo de los delincuentes. 
El temor fundado de que el domicilio oculte medios destinados 
á trastornar el orden público, la sospecha racional de que en el 
mismo se alberguen los delincuentes 6 se oculten los instru-
mentos ó efectos de un delito y otras semejantes son pues cau-
sas que á veces justifican la limitación de este derecho. 
Análogas razones militan, tanto en favor de la inviolabili-
dad de la correspondencia, como en pro de sus limitaciones: in-
dicaremos, no obstante, algunas especiales á este derecho, que 
no intentamos definir porque basta su simple enunciación para 
comprender en qué consiste. 
Sabido es que la comunicación entre los hombres puede 
hacerse de dos maneras distintas; ,ó verbalmente, ó Tor medio 
de signos permanentes, cuya última forma se manifiesta en 
nuestra época principalmente por la escritura alfabética y por 
la correspondencia telegráfica. La escritura simbólica y otras 
representaciones parecidas se hallan implícitamente compren-
didas en la misma esfera del derecho que la escritura alfabética 
por más que su uso no sea tan frecuente. Pues bien, así como 
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nadie tiene derecho á que otro le comunique sus pensamientos, 
y cada individuo le tiene á elegir las personas á quien ha de 
hacer partícipes de éstos, cuando la comunicación se hace ver-
balmente, del mismo modo nadie tendrá derecho á intervenir en 
las conversaciones 5 comunicaciones apenas, cuando se hagan 
por escrito o por cualquier otro medio, puesto que no hay razón 
alguna para establecer diferencias, habiéndolas por el contrario 
en favor de la igualdad. Si los hombres al consignar por escri-
to sus pensamientos supieran que se habían de trasmitir á per-
sonas á quienes desearan ocultarlos, seguramente no harían uso 
de tal medio y, ó renunciarían á la comunicación con sus seme-
jantes ó procurarían que ésta sólo fuera verbal aun á costa de 
los mayores riesgos y dispendios. De aquí surgiría un doble 
perjuicio; primero, contra el individuo, que hallaría tal vez obs-
táculos invencibles para la realización de los fines particulares 
en que la comunicación con sus semejantes pudiera servirle de 
medio; y segundo, para la sociedad, porque el medio más pode-
roso de cultura intelectual, y de progreso moral y material es 
la comunicación de unos hombres con otros, lo cual hace que 
los conocimientos útiles se difundan, que los adelantos en las 
industrias se vulgaricen y que los sentimientos nobles y gene-
rosos se estimulen y fortifiquen. De manera que, si el derecho 
y el interés del individuo pueden servir de fundamento á la in-
violabilidad de la correspondencia, no está menos interesado el 
bienestar social en la consagración de este derecho. 
Sin embargo, los hechos más indiferentes, los actos más 
inofensivos pueden ser perjudiciales al bien público y contrarios 
al derecho, cuando se emplean como medios para la perpetra-
ción de delitos 6 de actos perturbadores del orden social. De 
aquí que el poder público, representante de la sociedad, tenga 
derecho á interceptar, por medio de la autoridad judicial, la co• 
rrespondencia epistolar ó telegráfica, cuando esto sea necesario 
para evitar los delitos ó decubrir á los delicuentes. La misión 
del Derecho político, ó mejor, de sus preceptos en esta materia 
debe ser;.por una parte, garantizar á los ciudadanos pacíficos é 
inofensivos el ejercicio de un derecho que en la mayoría de los 
casos se refiere á la vida privada;y por otra, poner á cubierto á 
la sociedad y á estos mismos individuos pacíficos de los males 
que con ocasión de este derecho pudieren sobrevenirles, siem-
pre que estos males sean ciertos y positivos y no ilusorios ni 
fantásticos, 
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III—DE LA LIBERTAD RELIGIOSA 
 
Para determinar con exactitud la extensión de este dere-
cho, conviene recordar la distinción entre la libertad de con- 0 ' 
ciencia y la de cultos. La primera se refiere a la vida interior 
del hombre: la segunda se refiere a la vida exterior. Puede en 
efecto concebirse, como dice Rossi (1), un país en el que cada 
cual tenga las creencias que le plazca y no sea molestado por 
ellas, ni obligado d. practicar acto alguno en oposición a ellas, 
pero no permitirle profesar libremente su culto, en cuyo caso 
ha bra libertad de conciencia, y no de cultos. Esta última ten-
dría lugar cuando todos fueran libres, no solamente en lo rela-
tivo a sus creencias, sino también cuando les fuera permitido 
el ejercicio de las practicas de su religión y se les garantizara 
el derecho de profesar públicamente su culto. De estas dos for-
mas de la libertad religiosa, facilmente se ve que la segunda 
comprende a la primera, mientras que ésta puede existir sin 
aquella; y se comprende también que en sus relaciones con el 
orden social, no estan necesariamente sujetas al mismo princi-
pio. La libertad de conciencia puede ser ilimitada respeto al Es-
tado mientras no sale del terreno de las ideas y sentimientos, y 
es muy raro que el Estado llegue a prescribir actos contrarios 
ala opinión religiosa. Sin embargo, pudiera suceder que se pro-
fesaran ciertos dogmas ó acataran ciertos preceptos religiosos 
incompatibles con las prestaciones que el Estado puede exigir a 
las personas que constituyen la sociedad política, y en este ca-
so, sería preciso recurrir a los principios de la justicia social 
para resolver el conflicto aparente entre el - derecho del indivi-
duo, que invoca su libertad de conciencia, y el Estado, cuya mi-
sión no puede cumplirse sin la cooperación de los individuos. 
La libertad de cultos, como se traduce en actos externos que 
pueden coadyuvar ó trastornar el órden social, se relaciona mas 
directamente con el Estado, con sus atribuciones y deberes, y 
no puede aparecer racionalmente tan ilimitada como la de con-
ciencia . 
A determinar con exactitud los límites racionales de la li- 
(I) , Obra  cit. Tomo II, pá4. 371. 	 .  
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bertad religiosa de los individuos y de la acción del Estado res-
pecto á ella, tiende la doctrina que dejamos expuesta en la sec-
ción primera (1), acerca de las relaciones del Estado con el or-
den religioso, y, recordando lo dicho entonces, fácil es deducir 
cuáles son los derechos de los individuos en esta materia. 
En efecto, sabiendo corlo sabemos que dos derechos con-
trarios respecto á una misma cosa no pueden darse jamás, si el 
Estado tiene derecho á prohibir un acto, el individuo no tendrá 
derecho á ejecutarlo, y por el contrario, si hay á favor del in-
dividuo un derecho verdadero, los actos del Estado, ó mejor 
del Gobierno, que á él se opongan, serán injustos y tiránicos. 
Para concluir y no perdiendo jamás de vista que el individuo 
vive en el Estado y que el Derecho político no puede nunca 
prescindir en sus problemas de las relaciones entre ambos y 
de la naturaleza respectiva de cada uno, formularemos en de-
finitiva nuestra opinión, respecto á los derechos religiosos del 
hombre, en las proposiciones siguientes: 
la En un Estado indiferente 6 librepensador, aunque nadie 
tiene derecho á profesar cualquiera doctrina religiosa ni á prac-
ticar cualquiera culto, porque nadie tiene derecho á propagar 
el error ni á rendirle homenaje, el Estado no puede lógicamen-
te oponerse por medio de leyes, ni de ningún otro modo, á que 
los individuos profesen privada y públicamente las doctrinas 
religiosas y celebren los actos de culto que más les cuadren, 
siempre que con ellos no falten á los preceptos de la moral ó 
del derecho natural. 
2a En los Estados católicos los individuos que profesan la 
religión del Estado tienen derecho, no sólo á hacer ostensibles 
sus creencias, sino también á demandar del Gobierno protec-
ción para ellos; pero los individuos que profesan otra religión 
distinta de la oficial sólo tienen derecho á que no se los persiga 
por sus creencias, mientras no las manifiesten al exterior para 
propagarlas. 
Si contra la protección que el Estado debe á la religión ca-
tólica que profesa se objeta que se da una idea muy pobre de 
una religión que no tiene fuerza vital propia y necesita ser sos-
tenida por el Estado, contestaremos:, que la religión no ha me-
nester protección, si es la verdadera, porque la verdad es como 
es, independientemente de la idea que se tenga de ella; que 
quien necesita protección es la falible inteligencia humana, la 
(i) Págs. 42 y siguientes. 
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cual, á pesar de su vanidad, no puede dar un paso firme sin un 
mentor que la guíe; 'y por último, que la protección dispensada 
á la religión del Estado no se refiere á la religión en sí misma, 
sino á los individuos á quienes se facilita su cultura por la salu-
dable influencia de las ideas religiosas ;y aun al mismo Estado, 
por lo que robustece su poder llevando á las conciencias la con-
vicción de los deberes, y no teniendo en sí mismo, como dice 
Foucart, en su obra de Derecho público, con que suplir este po-
deroso medio de perfeccionamiento. 
1V-DE LA LIBERTAD DE TRABAJO 
"Trabajar es un deber y una necesidad: es por consiguiente 
un derecho. La libertad de trabajar implica la elección de la 
clase de trabajo. Forzar á un hombre á seguir una carrera que 
le repugna y desviarle de la que le conviene; ponerle trabas en 
el ejercicio de su profesión, siempre que este ejercicio se man-
tenga en el límite del respeto á otro, es una injusticia evidente.,, 
Con estas palabras consagra M. Baudrillart (1) la libertad 
del trabajo erigiéndola en derecho; pero, aunque la autoridad 
del economista francés sea muy grande y sus razones de gran 
valía, nosotros renunciamos á exponerlas detalladamente, cir-
cunscribiéndonos á demostrar, dentro de nuestros principios, 
que el trabajo en sí mismo y la libertad de ejercitarse en el más 
adecuado son dos derechos igualmente respetables. 
Que el trabajo es una condición de vida muchas veces y de 
progreso siempre, cosa es bien notoria y manifiesta. 
Todos los hombres, desde el ínfimo proletario hasta el más 
encumbrado capitalista, se hallan , sujetos á esta ley: ,  los unos, 
ejercitando sus fuerzas musculares para arrancar del seno de la 
tierra las materias primas que han de servir á otras industrias; 
', los otros, dirigiendo las grandes fábricas en que se elaboran los 
más útiles ó delicados productos; aquellos, ofreciendo á la ima-
ginación con sus creaciones artísticas ocasiones mil de extasiar-
se en la contemplación de la belleza, influyendo en la conducta 
moral del hombre por la educación del sentimiento é inclinán- 
(z) Man, d`Economie polilique, pág, 7o.—Paris 1865, 
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dole á todo lo noble, digno y elevado; éstos, dedicándose á los 
estudios más abstrusos para encontrar las verdades que han de 
servir de firmísimo cimiento a las ciencias, á las artes, á la civi-
lización y aun á las mismas sociedades; y todos sin distinción, 
ejercitando ya éstas, ya otras facultades, fuerzas ó aptitudes, 
si quieren conseguir un fin preconcebido de cualquier índole 
que sea . 
Pero estas facultades pueden ser ejercitadas libremente por 
el sujeto que las posee, ó ser impulsadas á obrar por medio de 
la violencia; y en este último caso, el que se ve forzado á traba-
jar contrariando tal vez sus aptitudes é inclinaciones, aquel otro 
á quien, sin imponerle una especie determinada de trabajo, se le 
impide que se consagre al que más le plazca ¿no tendrán dere-
cho á nada y habrán de resignarse impotentes á sufrir el yugo 
que los oprime...? Indudablemente que le tienen, y la razón de 
éste derecho está en que el trabajo es medio de vida y perfeccio-
namiento solamente á condición de que se ejerza conveniente-
mente, y el primer requisito para su utilidad es que esté en ar-
monía con la aptitud del trabajador, relación que nadie mejor 
qúe éste puede determinar. 
La apropiación de los productos, que, como más adelante 
veremos, es el mejor estímulo para el trabajador, es también 
una consecuencia del trabajo libre y una causa de la superiori-
dad de éste sobre el trabajo de los esclavos. Mientras el traba-
jador libre se halla aguijoneado no sólo por la perspectiva de la 
miseria que su holganza puede acarrearle, sino también por la 
esperanza de mejorar cada vez más su situación por medio del 
ahorro y de las invenciones que aumenten el alcance de sus 
fuerzas, el esclavo sólo siente los efectos del látigo que se alza 
sobre sus espaldas como correctivo á su pereza ó descuido: es 
decir, que mientras el trabajador libre se halla estimulado por 
los dos móviles que la naturaleza ha puesto en juego para ha-
cernos obrar, el temor y la esperanza, el esclavo, aquel á quien 
forzosamente se impone una especie de trabajo, sólo se siente 
excitado por el temor al castigo que, si puede servir para evitar 
una negligencia excesiva, es incapaz de inspirar una energía 
fecunda. 
La libertad de trabajo es además, según el autor citado, un 
principio de orden y un instrumento de producción más abun-
dante, dando por resultado la mejor división de las ocupacio- 
nes, la clasificación más favorable de las industrias, según los 
talentos y los medios de que cada hombre dispone y que nadie 
CAPITULO VI 
DE LOS DERECHOS POLÍTICOS 
I-DERECHO ELECTORAL 
Los derechos naturales pertenecen, según hemos visto, á 
todo hombre por la sola consideración de tal: los políticos son 
propios exclusivamente de los individuos que forman parte de 
un Estado, 6 mejor de los ciudadanos. Esta denominación no 
suele aplicarse á las personas que no gozan de la plenitud de 
sus facultades, como menores é incapacitados mentalmente, ni 
á las que por ley de la naturaleza, superior á las positivas, ci- 
viles ó políticas, están subordinadas a otras y carecen de inde-
pendencia. En la teoría democrática radical no puede realmente 
llamarse ciudadano a quien no tiene participación alguna direc-
ta 6 indirecta en el gobierno 6 dirección del Estado, ni inter-
vención de ninguna clase en la gestión de sus negocios. Así se 
desprende de lo establecido por Rousseau, según el cual, los 
"socios toman colectivamente el nombre de pueblo, y se llaman 
en particular ciudadanos como participantes de la autoridad 
soberana, y súbditos como sometidos á las leyes del Estado.,, 
En todo caso el reconocimiento de la ciudadanía, y aun la 
simple declaración de qué personas han de ser consideradas 
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Como miembros de un Estado, corresponde sólo á éste y presu-
pone también un pacto implícito entre la colectividad y el indi-
viduo, porque, si bien todo hombre en las circunstancias comu-
nes 6 modo de ser ordinario de la vida ha de formar parte de 
una sociedad política, puesto que por punto general todo hom-
bre necesita del auxilio del Estado para cumplir el derecho y 
para que se les respeten 6 pueda hacer efectivos los suyos, el 
formar parte de este 6 del otro Estado no es un hecho necesa-
rio, sino que depende de la voluntad, tanto del individuo como 
de la sociedad que haya de contarle entre sus miembros, 
Hecha esta necesaria indicación, pasemos al estudio del de-
recho electoral 6 de sufragio, primero de los llamados políticos. 
El derecho electoral tiene por objeto designar las perso-
nas que han de ejercer los cargos públicos en las sociedades 
políticas organizadas conforme al sistema de representación. 
De aquí deducen algunos que el fundamento de este dere-
cho está en el principio de la soberanía de la nación, porque 
mediante él interviene el país en el gobierno. 
Por nuestra parte opinamos que el verdadero fundamento 
de este derecho se halla, no en la soberanía nacional, que aún 
no está bien precisada, sino en la cooperación de todos los indi-
viduos, que componen la sociedad política, al sostenimiento de 
las cargas del Estado según las fuerzas de cada uno. 
Puede distinguirse este derecho bajo dos aspectos: por las 
personas á quienes compete, siendo universal, si corresponde 
á todos los ciudadanos, y limitado, si sólo corresponde á algu-
nos; y por el modo de ejercerse, directo, cuando el elector nom-
bra inmediatamente y por sí mismo al representante 6 repre-
sentantes, é indirecto, cuando el elector no designa al represen-
tante sino á otro elector de mayor grado para que haga en 
definitiva la elección. 
Los partidarios del sufragio universal dicen que el sufragio 
no es una función sino el ejercicio de un derecho natural; que' 
cada ciudadano trae al nacer el derecho de participar en la ges-
tión de los negocios públicos del mismo modo que trae el dere-
cho de libertad de conciencia; que la moral de un país corre gran 
peligro haciéndole dirigir sus miradas hacia el acrecentamiento 
de las riquezas, por considerar éstas como medida de la capaci_ 
dad electoral; que no se puede sin riesgo crear la supremacía 
de una clase concediendo solamente representación á los finte• 
reses de ésta, condenando á perpetuo olvido el interés de las 
masas y colocando á la mayoría del país fuera de la vía política 
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Llámase así la facultad inherente á toda persona de tras-
mitir á las demás sus ideas y conocimientos en la forma y modo 
 
que le parezca más conveniente. 
 
Sabemos todos que la educación es un medio poderoso de 
 
dar adecuada dirección y de desarrollar y perfeccionar las fa-
cultades humanas. Sabemos también que el obrar libremente, 
 
esto es, determinarse la voluntad por impulso propio, constituye 
 
sin duda alguna la parte más esencial de la personalidad y es lo 
 
que refleja más claramente la dignidad del hombre. Pues bien, 
 
la voluntad es tanto más libre, cuanto mayor es el número de 
 
motivos que la solicitan á obrar y, como estos motivos los su-
ministra la inteligencia, el progreso de la voluntad está en ra= 
 
mejor que él puede conocer, y por último, los fecundos efectos 
de la concurrencia económica, por la que se perfeccionan los 
productos, los procedimientos y los servicios, y se ofrece un 
mercado bueno y abundante. 
A pesar de lo dicho, la sociedad tiene derecho á imponer 
ciertos límites al ejercicio de algunas profesiones, ya en nom-
bre de la libertad general, ya en el de la seguridad pública, ya 
en el de un interés colectivo evidente. De aquí derivan las res-
tricciones á la libertad de profesión, representadas por los títu-
los y formalidades que las leyes exigen para el ejercicio de al-
gunas, como las de médico, farmacéutico, abogado y otras aná-
logas, á las que se encomiendan las vidas, los intereses y la 
honra de muchos ciudadanos que no están en condiciones de ele-
gir con acierto, ya por la índole especial de estas profesiones, 
ó ya también por su falta de ilustración y cultura. En alguna 
de aquellas causas pueden fundarse otras cortapisas impuestas 
por la ley, para la fabricación, por ejemplo, de: sustancias ex- 
plosivas, para el,' ejercicio de la caza y de la pesca, para la 
venta de carnes, para la edificación cerca de las murallas y for-
talezas, para el servicio de correos, construcción de buques, fa-
bricación de moneda y otras análogas. 
Muchas de estas restricciones serán, con todo, menos ne-
cesarias á medida que las naciones progresen y que los indivi-
duos puedan de algun modo prescindir de la tutela del Estado. 
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zón directa del progreso de aquella. Es pues del más grande 
interés é importancia para el individuo que su inteligencia sea 
educada sobre bases sólidas, que verdaderamente se la ilustre 
por la enseñanza de la verdad y que no se la extravie ni perturbe 
con la inoculación de ningun error; y como la sociedad, por otra 
parte, no es más que el resultado de la unión racional y organi-
zada de los individuos, el perfeccionamiento ó la perversión de 
éstos lleva implícito el de la sociedad. La naturaleza espiritual 
del hombre, que le constituye realmente superior y privilegiado 
sobre las demás criaturas, exige como condición primera, no 
sólo de vida sino de perfección, que la luz de la inteligencia sir-
va de guía á todas las demás facultades y aptitudes, y de aquí 
que todo lo que pueda influir más ó menos directamente en el 
terreno de las ideas sea de una importancia suma, como sucede 
con la enseñanza . 
Conociendo esta influencia no dudan algunos en revelar sus 
aspiraciones en este punto, afirmando que "cuando los pueblos 
sean más maduros y las necesidades del es píritu sean una parte 
más principal de sus preocupaciones, la sociedad intelectual, 
esencialmente múltiple porque tendrá la libertad por principio, 
será la que distribuya la enseñanza; y el Estado, encerrado en 
su grande misión jurídica, se limitará á dejar obrar, de modo 
que el Gobierno no ejercerá sobre la instrucción de los pueblos 
más que una vigilancia indirecta destinada exclusivamente á 
impedir los atentados posibles, ya contra las costumbres públi-
cas, ya contra los derechos de los menores; y todo ciudadano 
que presente ciertas garantías de capacidad podrá abrir un es-
tablecimiento de enseñanza, á menos que se niegue su morali-
dad 6 la salubridad del local con motivo justo, sin que esto sea 
un pretexto para restringir la libertad„ . 
Las razones aducidas en pro y en contra de la libertad de 
enseñanza, pueden ser de dos clases; filosóficas ó puramente 
teóricas, y políticas ó de conveniencia práctica: las primeras 
pretenden representar el derecho, las segundas el provecho 
social. 
Los partidarios de la libertad enumeran las siguientes ra-
zones filosóficas: l a la sociedad tiene derecho á aprovecharse 
de todas las aptitudes de sus individuos, siempre que estos quie• 
ran emplearlas en su obsequio: 2a el individuo está en el deber 
de contribuir al bien social en la medida que se lo permitan su 
bien particular y sus propias aptitudes, y como de todo deber 
nace el derecho á las condiciones 6 medios de cumplirle, exigir 
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la obligación é impedir el uso de los medios para cumplirla, es 
contradictorio y tiránico: 3a los conocimientos representan, lo 
mismo que los objetos materiales, el producto del trabajo hu-
mano, y el individuo tiene, por lo mismo, derecho á utilizar 
aquellos igualmente que éstos en la forma que más le conven-
ga: 4a los demás individuos tienen derecho á que no se les impi-
da elegir lo mejor, prohibiendo la concurrencia é imponiéndoles 
determinada clase de productos, ya en el orden material, ya en 
el intelectual y moral. 
• 	 Las razones políticas 6 de conveniencia son poco más 6 
menos las mismas que se aducen en pro de la concurrencia al 
hablar de la libertad de trabajo, y pueden reducirse á las si-
guientes: aumento de los conocimientos y progreso en las cïen-
cias;iperfección en los métodos', . difusión de las ideas y facilidad 
de adquirirlas con menos esfuerzos y dispendios. 
Contra estas razones alegan los partidarios de la enseñan-
za oficial exclusiva ó reglamentada las siguientes en el terreno 
filosófico: la que por la libertad de enseñanza se conceden los 
mismos derechos á la verdad y al error, fi la honradez y á la 
malicia: 2a que el Estado debe tener la dirección é inspección 
de todos los actos é instituciones que puedan influir en el fin so-
cial coadyuvándole ó perjudicándole. 
En el terreno práctico aseguran que la libertad completa 
de enseñanza da por resultado inmediato el pedantismo, la in-
suficiencia científica y, lo que es peor, la perversión de las ideas 
y sentimientos. 
Nosotros, reconociendo la fuerza de los argumentos que se 
áducen contra la libertad de enseñanza, no creemos sin embar-
go que sean decisivos para proscribirla; y nos fundamos, ade-
más de las razones expuestas por sus partidarios, en la imposi-
bilidad de adoptar un criterio humano para decidir á priori de 
la verdad en materias científicas, no sólo porque el progreso de 
las ciencias se realiza can el concurso de la humanidad entera, 
sino también porque el Gobierno 6 el poder social es impoten-
te, como tal, para decidir en estas materias. Afirmar otra cosa 
sería pretender que el poder no fuera sólo legislador y ejecutor 
de los preceptos sociales sino también abogado, médico, litera-
to, arquitecto, ingeniero, etc. 
No quiere decir esto, sin embargo, que el Gobierno perma-
nezca extraño á la enseñanza sin cuidarse poco ni mucho de la 
propagación de los conocimientos y del progreso en las cien-
cias, siendo corno son medios utilísimos para la realización del 
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fin social, sino que su intervención no ha de ser directa, á me-
nos que el esfuerzo individual no baste para estos fines ó que un 
abandono completo por su parte produjera la anarquía y el des-
orden (1), 
VI—DERECHO DE PROPIEDAD 
"La apropiación, la asimilación, dice, Baudrillart,;es un he- 
cho universal. El hombre, lo mismo qué los animales y las 
plantas, no vive sino apropiándose lo necesario para su exis-
tencia. Pero no basta que se necesite una cosa para tener dere-
cho á ella. Lo que engendra el derecho primitivo es la superio-
ridad natural de lo que es libre sobre lo fatal, de lo inteligente 
y racional sobre lo que no lo es. De aquí el derecho de todo 
hombre sobre toda cosa no apropiada anteriormente. Conside-
rada en la relación de hombre á hombre, la propiedad tiene su 
fundamento en la afirmación del yo como opuesto al no yo, que 
lleva implícita la distinción de lo tuyo y de lo neto, y en la per-
sonalidad humana constituida eminentemente por la libertad. 
La libertad es lo que fundamenta el derecho del salvaje sobre 
la fruta que ha cogido del árbol. Pero la libertad que se limite á 
una simple toma de posesión no sirve por lo general de funda• 
mento más que á un derecho vago é insuficiente.,, 
"La libertad y el derecho del primer ocupante, necesitan 
una sanción nueva que realice el derecho de una manera más 
evidente: el trabajo es quien la da. Si el ser humano es propie-
tario de sas facultades, también lo será del ejercicio de éstas y 
del producto de este ejercicio, es decir, de los frutos de su tra-
bajo, ya los consuma inmediatamente, ya los acumule por el 
ahorro.„ 
"Las tres principales teorías sobre el origen de la propie-
dad,i la de la libertad, , la de la ocupación y la del trabajo, no son 
más que diversas fases de un mismo principio, á saber; la fuer-
za activa, tomando posesión por de pronto de sus facultades y 
de sus órganos corporales, es lo que constituye el primer modo 
(s) V. lo dicho en las pág..094-3 acerca de las relaciones del Estado con 
la instrucción y la educación en general. 
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de su ejercicio y la primera apropiación concebible; imponién• 
dose despues á las cosas por la ocupación, constituye el segundo 
modo y la primera forma visible de la propiedad; y haciéndo-
las por fin realmente suyas por el trabajo, llega hasta el tercer 
grado del mismo desarrollo, grado infinitamente más enérgico, 
más apreciable en sus efectos y de una e' idencia por decirlo 
así palpable, que hace tomar cuerpo al derecho. Esta correla-
ción de la libertad, de la propiedad y del trabajo no es en el 
fondo más que una verdad de sentido común. Ser propietario, 
en toda la extensión de la palabra, es ser libre de poseer las 
cosas y de disponer de ellas. Ser libre es tener la propiedad de 
sí mismo y de sus facultades y del empleo de éstas, y además 
la libre elección y el libre ejercicio de su industria (1).,, 
Después de los razonamientos precedentes y recordando 
que la razón de ser de la propiedad no es otra que la naturale-
za misma ó, si se quiere, la necesidad, porque entre las condi-
ciones impuestas al hombre para realizar su fin lo está la de 
que haya de apropiarse los objetos materiales, queda justificado 
el hecho de la apropiación. 
Contra esta apropiación, podrá objetarse, sin embargo, que 
basta sea momentánea para llenar los fines humanos; pero ha-
blar así es desconocer por completo la naturaleza del hombre y 
los móviles que determinan sus actos. Si la apropiación hubiera 
de ser momentánea, el hombre no podría satisfacer sus necesi-
dades en muchas circunstancias de la vida, ya por no poder 
ejercitar sus facultades, ya por carecer en determinadas ocasio• 
nes de objetos apropiables. Si la existencia del individuo exige 
con necesidad imperiosa la apropiación desde un momento para 
el siguiente, ninguna razón autoriza á distinguir unos momen-
tos de otros, siempre que en ellos puedan ocurrir los mismos 
hechos. 
Por una exigencia de la naturaleza nos apropiamos momen-
táneamente los objetos, y por la misma razón nos los apropia-
mos por tiempo indefinido. En la naturaleza pues está el funda-
mento de la propiedad; el cual, sin embargo, por ser tan gene-
ral, no ha parecido acaso suficiente á los filósofos juristas para 
legitimar la propiedad concreta y de aquí las diversas teorías y 
razonamientos formulados en su apoyo y para defenderla de los 
ataques de los comunistas y socialistas, estudio propio del De-
recho natural y de la Economía política. 
(i) V. Baudrillart. Man. d' Econ. pal. págs. 31 y siguientes, x865. 
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En cuanto á la extensión de este derecho claro esta que 
 
comprende no sólo el uso de las cosas, sino tambien la libre dis-
posición de ellas, de modo que el propietario, el verdadero due-
ño, puede venderlas, cambiarlas, donarlas y trasmitirlas por vía  
de herencia; porque, siendo el fundamento de este derecho la  
utilidad de las cosas para satisfacer necesidades, como éstas no  
sólo se concretan al orden material sino que comprenden tam-
bien el intelectual, moral y estético, siempre que por la propie-
dad se puedan satisfacer estas necesidades, no hay motivo que  
justifique su restricción.  
Este derecho, como todos, se halla sujeto sin embargo á 
 
ciertas limitaciones que la ley puede imponerle en nombre del 
 
interés social ó de la humanidad. Tal sucede con la expropia-
ción y servidumbres forzosas, las contribuciones, los derechos  
fiscales y otros, que se exigen al individuo como recursos indis-
pensables, unas veces para el sostenimiento del orden y conser-
vación de la sociedad, otras para la mejor explotación del terri-
torio en provecho del comercio y de la industria, y para el sostén  
de instituciones benéficas que alivien los sufrimientos del des-
graciado, ó ya también para el fomento de la ilustración y edu-
cación social por medio de establecimientos científicos, museos 
 
y conservatorios de artes,  
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legal, sin dejarla otro medio .de participar en el gobierno qué 
impotentes manifestaciones ó protestas armadas; - que es una in-
justicia pretender que el sentimiento de la cosa pública existe 
más particularmente en las clases acomodada5,)como lo es tam-
bién afirmar que el sufragio universal sustituye la soberanía 
del número á la soberanía de la razón; y en suma, que el sufra-
gio universal, consagrando practicamente la soberanía del 
pueblo, interesa á todo el mundo en la cosa pública y en el sos-
tenimiento del orden, é impide á las minorías sublevarse en 
nombre de las masas, puesto que éstas tienen un medio legal 
de manifestar su voluntad. 
Los partidarios del sufragio restringido hacen notar que, á 
la larga, el sufragio universal lleva implícita la soberanía del 
número y que es un absurdo suponer de igual valor el voto de 
un idiota que el de un hombre cultóÿque la soberanía del núme-
ro implica también el absurdo de que lo acordado por la mayo-
ría tenga fuerza de derecho, aunque sea opuesto á los mismos 
derechos naturales proclamados por los partidarios del sufragio 
universal; y que la razón exige en el elector una independencia 
plena y una competencia verdadera, condiciones que es impo-
sible hallar en todos. 
Los que consideran la riqueza como medida de aptitud 
electoral afirman que. sólo la fortuna da al ciudadano una inde-
pendencia y un espíritu de conservación suficientes; que para el 
pobre la primera preocupación es la de los intereses materiales 
é inmediatos;: que, al mismo tiempo, su posición le hace más 
accesible á las seducciones, y no le intimidan las reformas radi-
cales porque no ve en ellas un peligro próximo; y que el hom-
bre de cierta posición tiene, por el contrario, su espíritu pronto 
para todas las funciones y ejercicios nobles ó elevados que for-
man en cierto modo la ocupación de su vida y entre las que se 
halla en primera linea el cuidado de los negocios públicos. 
Algunos pensadores, temiendo que la soberanía del numero 
pudiera fácilmente convertirse en la soberanía de la ignoran-
cia, dada la considerable cifra de ciudadanos que carecen de to-
da instrucción y de medios para proporcionársela, entienden 
que, sin negar ninguno el derecho de votar, pudiera subordi-
narse el ejercicio de este derecho á la posesión de ciertos cono-
cimientos elementales y aun á la de todas aquellas nociones in-
dispensables para el buen uso del mismo (1). 
(t) V. Clement Duvernois, Dic. de Blok, Tomo I, págs. 845 y siguientes, 
16 
-1oo- 
Nosotros opinamos que, estando todos los ciudadanos obli-
gados al sostenimiento de las cargas públicas por medio de 
prestaciones, ya personales, ya reales, todos tienen derecho á 
intervenir de algún modo en la gestión de la cosa pública, si-
quiera para saber porqué y para qué se les exigen tales sacrifi-
cios. Pero también creemos que esa intervención ha de ser ra-
cional y circunscrita por tanto á los que sepan lo que hacen, 
por lo menos en cuanto á conocer á las personas á quienes, di-
rectamente ó por compromisarios, hayan de dar su voto para 
la representación; y además á los que por sus condiciones espe-
ciales puedan emitir su voto con independencia, por la forma ó 
modo de realizar este acto, y hacer que su opinión sea apreciada, 
sin necesidad para esto de otros auxiliares extraños. De mane-
ra que, siendo únicamente los mayores de edad, los que contri-
buyen á levantar las cargas públicas, y los que saben leer y es-
cribir los únicos que pueden hacer conocer su voluntad de un 
modo indudable, si el voto ha de ser secreto, á éstos debe cir-
cunscribirse el derecho de sufragio . 
Stuart Mill, escritor nada sospechoso para los amantes de 
la libertad política, va más lejos. Después de afirmar que nin-
guna combinación de sufragio puede satisfacer por completo, si 
en virtud de ella se excluye absolutamente á toda una clase ó 
á una persona, reconoce que hay ciertas exclusiones motivadas; 
que no puede racionalmente concederse este derecho á quien 
no sabe leer y escribir y los primeros principios de la aritmé-
tica; que sólo una teoría inflexible y contraria al sentido común 
puede sostener que se conceda poder sobre otro, y aun sobre la 
sociedad entera, á gentes que no han sabido adquirir las prime-
ras condiciones indispensables para cuidar de sí mismos, para 
dirigir con alguna utilidad sus propios negocios y los de las 
personas que les son mas allegadas (1). 
Favorable también á una restricción racional es la opinión 
de Laveleye. Según éste, así como es natural y de derecho que 
todo individuo dirija sus propios negocios, y que, cuando derro-
cha locamente su hacienda ó por impericia la mer ma considera-
blemente, se le intervenga ó prive de la administración; es tam - 
bién natural y de derecha que cada uno tome cierta parte en 
los negocios públicos que sin duda le interesan; pero á condición 
de que no se perjudique á sí mismo ni comprometa la seguridad 
(1) L egouvernement rep, -ésentatif. págs. 216 y 21 7. Trad. de Dupont•White, 
Paris 1877. 
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ó el bienestar de la sociedad de que forma parte; siendo en otro 
caso conveniente, necesario y de derecho que se le prive del 
sufragio en interés propio y de sus conciudadanos. La capaci-
dad, bastante al menos para discernir donde está el verdadero 
interés, es el único título al derecho de votar, por más que ha-
ya motivos muy poderosos para concederle al mayor número 
posible cuando de esto no resultare peligro para el Estado. En-
tre estos motivos son de notar principalmente la necesidad de 
evitar que la minoría, á quien únicamente se conceda el voto, 
se deje llevar por el egoismo y dicte leyes en provecho propio 
con perjuicio tal vez de la mayoría privada del sufragio; y ade-
más, que la agitación electoral y la emisión del sufragio son sin 
duda el mejor medio de educación política. En suma, según este 
autor, debe de ampliarse todo lo posible el derecho electoral, 
pero sin perder de vista que á su ejercicio ha de preceder siem-
pre la instrucción nacional (1). 
Suscítase también al hablar de este derecho la cuestión de 
si se debe 6 no conceder 
 la mujer, y aunque reconocemos con 
Legouvé (2) que las señales de firmeza, de talento administra-
tivo, de conocimiento de los negocios y de buen sentido práctico 
de que ha dado pruebas en muchas ocasiones, exigen se le au-
torice á tomar parte en las funciones sociales por interés de la 
misma sociedad, opinamos también con dicho autor, que la dife-
rencia de naturaleza de la mujer, comparada con la del hom-
bre, debe reflejarse en su modo de obrar, y que su misión social 
ha de estar en armonía con su naturaleza y fin individual. El 
examen de una y otro nos dará pues la clave para resolver la 
cuestión propuesta. 
"El pensamiento, dice Tiberghien, predomina en el hom- 
bre, el sentimiento en la mujer, aunque ni la mujer está falta de 
inteligencia, ni el hombre de sensibilidad í' El uno puede consi-
derarse como la cabeza, la otra como el corazón de la humani-
dad. Sensibilidad exquisita, movilidad excesiva, extremada 
sobreexcitación nerviosa, tales son los tres aspectos fisiológicos 
de la mujer estudiada en sus tipos más completos. 
,,El hombre lo somete todo al análisis y tiende á desarrollar 
sus sentimientos por medio de la reflexión: la mujer lo reduce 
todo á los afectos y tiende á cultivar el espíritu por medio del 
(i) V. Laveleye. Essai sur les formes de gouvernement, págs. 117 á 120 
París, 1872. 
(2) Historia moral de las mujeres, pág. 446. Trad. esp. de Gay, 186o, 
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corazón. De la mujer puede decirse que los grandes pensamien-
tos vienen del amor, y del hombre que los nobles sentimientos 
derivan del pensamiento. El equilibrio de las facultades se ma-
nifiesta en la una bajo la forma de la caridad, y en el otro bajo 
la forma del saber. Al pensamiento, menos subjetivo y más im-
parcial que el sentimiento, está por la naturaleza encomendada 
la dirección l_'En las relaciones sociales el hombre se distingue 
por la personalidad, la actividad propia, la tendencia á bastarse 
á si mismo; la mujer por la necesidad de unirse y de vivir en el 
pensamiento de otro. El hombre por su inteligencia, por su es-
pontaneidad é independencia está destinado para las reuniones 
públicas, donde cada uno afirma libremente su personalidad en-
frente de los demás, procura hacer triunfar sus convicciones in-
dividuales, y puede aspirar á dirigir los negocios de su partido 
ó de su patria. 
„La mujer está llamada á perfeccionar y á embellecer la 
vida individual en toda la esfera de acción que las circunstan-
cias le asignen. La vida pública y la vida privada obran y re-
obran una sobre otra en provecho de la civilización. La mujer 
es el lazo de la sociedad, ella dulcifica la rudeza del hombre y 
le atrae al seno de la  ,familia, donde contrabalancea las influen-
cias exteriores con su ternura (1).,, 
No es pues la misión de la mujer lanzarse á las agitacio-
nes de la vida pública, ni luchar en las contiendas electorales, 
casi siempre ocasionadas á disensiones y rencores y tan opues-
tas al recogimiento de la mujer, como contrarias á la delicadeza 
propia de su sexo; á lo que debemos añadir que la mujer carece 
de la independencia necesaria para el ejercicio de tal derecho, 
pues en cualquiera estado de su vida, ó se halla subordinada al 
hombre por la naturaleza ó por la ley, ó sometida á su influen-
cia. Si se quisiere llevar más allá de la familia la misión social 
de la mujer, encomiéndesela la administración de los hospicios, 
el cuidado de los acogidos, la educación de los expósitos, la 
asistencia de los enfermos; en una palabra, todo lo que signifi-
que amor, ternura y devoción; pero guardémonos de permitir 
que baje á la arena de la política, no sea que al pasar por los 
clubs emancipadores, ó al atravesar la plaza pública, se trueque 
el angel del hogar en aquel monstruoso engendro conocido en 
la historia con el nombre de furias de la guillotina. 
Otra de las cuestiones controvertidas á propósito del sufra- 
(I) Tiberghien, La Science de l'ante, pág. 473. Bruxelles 1868. 
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gio es, si debe ser directo o por grados. Los partidarios del pri-
mer sistema opinan que es necesario colocar pocos intermedia-
rios entre el pueblo y el poder, que es su emanación, porque, 
siendo el ideal democrático el gobierno directo por el pueblo, y 
no siendo la delegación más que un expediente destinado á faci-
litar el juego de las instituciones, quiereh que la delegación sea 
directa y que la nación misma sea llamada á nombrar y juzgar 
á aquellos que han de votar los subsidios y las leyes, teniendo 
la ventaja de expresar más fielmente que el indirecto la volun-
tad, lo que da mayor autoridad al elegido y mayor confianza al 
elector. 
Los defensores del sufragio por grados hacen notar que es 
más fácil designar simplemente los hombres más dignos para 
un municipio, que elegir un diputado á quien generalmente no 
se conoce. El punto importante es, que la elección sea realmen-
te la elección, es decir, el acto de . escojer, lo que se obtiene 
perfectamente en el sufragio por grados, de tal modo, que con 
este sistema la ignorancia perdería la mayor parte de sus 
 in-
convenientes. Añádese también que en los-paises donde la opi-
nión está dividida entre la doctrina de la capacidad y la doctri-
na del sufragio universal, el sufragio por grados sería la más 
sabia de las transacciones; porque el derecho individual de voto 
sería por una parte reconocido y sostenido legalmente, mien-
tras que por otra la capacidad electoral sería admitida como 
una condición necesaria para su ejercicio. 
Antes de terminar el examen de las cuestiones que se refie-
ren á la elección, diremos dos palabras sobre el voto público y 
el secreto. En favor del voto secreto se dice que el legislador 
debe ante todo colocar al elector en todas las condiciones posi-
bles de independencia, y que el elector será siempre más inde-
pendiente si su voto es conocido de él solo y derivado por con-
siguiente de su conciencia. 
Como razones en pro del voto público se alega::que el ejer-
cicio de los derechos políticos supone una independencia y un 
sentimiento de dignidad incompatible con el escrutinio secreto; 
que el hombre que toma parte en la cosa pública, debe ser bas-
tante firme, bastante decidido para no tener necesidad de ocul-
tarse; .y que es bueno además que haga conocer públicamente 
su opinión, para que ésta sea sometida á la censura de sus ami-
gos y conciudadanos. Sin embargo, el escrutinio secreto res-
ponde mejor á la debilidad humana y á la complicación de los 
intereses individuales y sociales. 
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Para concluir, añadiremos, que algunos han llamado dere-
cho electoral activo á la facultad de elegir los representantes 
de la nación, y pasivo á la aptitud 6 capacidad para ser elegido. 
II-OPC16N A LOS PUESTOS PÚBLICOS 
Este derecho significa la suposición hecha por la ley en 
favor de todos los ciudadanos, sin exclusión previa de ninguno, 
de que pueden llegar al desempeño de todos los cargos so-
ciales. 
La consagración de este derecho en las modernas constitu-
ciones, que ha tenido principalmente por objeto borrar las dife-
rencias de clase en cuanto á la consideración social y sancionar 
la igualdad esencial del hombre, no supone ni puede racional-
mente suponer que todos sin distinción puedan aspirar todo, 
sean cualesquiera sus dotes y las condiciones que exija el des-
empeño del puesto solicitado. 
No es preciso demostrar que todos los funcionarios deben 
estar adornados de las dotes necesarias de probidad, saber y 
edad para que el cargo público esté, no sólo bien desempeñado, 
sino también dignamente representado. Enunciar estas condi-
ciones como indispensables, equivale á decir que las funciones 
públicas no deben ser patrimonio exclusivo de ciertas personas 
que se las trasmitan por herencia, ni propiedad de ciertas cla-
ses privilegiadas que trafiquen con ellas por dinero; pero es 
también afirmar al mismo tiempo que no basta la simple condi-
ción de ciudadano, sin méritos ni aptitud, para aspirar á todo. 
El sentido común y la práctica racional de todos los pueblos se 
rebela contra estas exageraciones. En ningún país bien gober-
nado tienen derecho las mujeres á desempeñar los cargos de la 
judicatura, milicia y administración, porque, aun supuesta su 
aptitud, no se armonizan bien tales funciones con la misión es-
pecial que han de cumplir principalmente en la vida íntima de 
la familia. Si, al parecer contra estas prácticas, se ha concedi-
do á las mujeres derecho á ocupar el trono, esto ha reconocido 
por causa el deseo de evitar en la sucesión hereditaria el adve-
nimiento de líneas transversales y de dinastías extranjeras. Por 
razones aun más palmarias no habrá quien pretenda conceder á 
los niños, fatuos, locos y criminales el derecho de ocupar tales 
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puestos; y si estas limitaciones sólo se fundan en último análi-
sis en la falta de aptitud, no hay razón alguna para exigir unas 
 
condiciones y prescindir de otras igualmente necesarias. En 
 
ningún pueblo del.mundo tienen los legos derecho á los cargos 
 
eclesiásticos, ni los paisanos á los empleos militares. 
 
Exigiendo pues el desempeño de los cargos públicos cier-
tas condiciones, que, como las necesarias para el ejercicio de 
 
cualquiera otra profesión, no se adquieren sin disposiciones na-
turales adecuadas por una parte, y sin un aprendizaje más ó me-
nos largo por otra, demuéstrase que este derecho menos que 
 
ningún otro puede llamarse absoluto, puesto que la ley no debe 
 
concederle ni racional, ni justa, ni políticamente, sino en rela-
ción con las condiciones particulares que exige el desempeño 
 
de cada cargo.  
^ 
CAPITULO VII 
DE LOS DERECHOS MIXTOS 
I-EMISIÓN Y PUBLICACIÓN DEL PENSAMIENTO 
La comunicación entre los hombres es una de las condicio-
nes que más contribuyen á su perfeccionamiento: la emisión de 
las ideas es la primera condición para comunicarse; y la difu-
sión de la verdad el medio de extender por todas partes las 
ventajas de esta comunicación. 
La publicidad, se ha dicho también, es la piedra de toque de 
todos los errores y el medio de todos los progresos. En las so-
ciedades democráticas la publicidad es la primera sino la única 
garantía de la opinión; es el justiciados por excelencia de todas 
las ideas falsas, de todos los proyectos perniciosos, de todos los 
actos arbitrarios; la mejor medida de la libertad de un pueblo y 
de su participación en la gestión pública, y hasta una forma de 
la responsabilidad de los poderes y una limitación moral de sus 
atribuciones. 
No siempre, sin embargo, sirve la publicidad para hacer 
triunfar la justicia y el derecho contra los abusos y arbitrarie-
dades del poder; á veces también es germen de perturbaciones 
y trastornos, tanto en el orden moral y de las familias, como en 
el social, porque si la difusión de la verdad produce aquellos be- 
